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inducida del régimen francés. 1.2. Génesis lógica y cronológica de la cláusula 
de conciencia. 1.3. Significado de la cláusula de conciencia. 1.4. Naturaleza ju-
rídica de la cláusula de conciencia. 2. Análisis de la estructura de la cláusula de 
conciencia. 2.1. La causa iuris: la conciencia. 2.2. El nexo: ethos profesional del 
informador. 2.3. El effectus de la cláusula de conciencia. 3. La cláusula de con-
ciencia en el ordenamiento jurídico español. 3.1. Las peticiones corporativas. 3.2. 
El ordenamiento legal español vigente. 3.3. Las vías de la reforma. 3.4. Con-
clusión. 
La institución de la cláusula de conciencia es relativamente nueva 
en la Ciencia jurídica informativa. Nueva cronológicamente, pues sus 
antecedentes legales no alcanzan más que a este siglo. Nueva legalmen-
te, tan nueva que en muchos ordenamientos jurídicos -el nuestro, por 
ejemplo- no ha penetrado todavía. Y nueva, sobre todo, conceptual-
mente: la bibliografía que ha sido posible utilizar consiste en trabajos 
descriptivos de la legalidad vigente o proposiciones de lege fe renda; 
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pero no se encuentra un tratamiento a fondo de los elementos que cons-
tituyen su naturaleza jurídica y su teleología informativa. La cláusula 
de conciencia se trata como un fenómeno histórico-legal. A lo más que 
se llega, incluso en los autores de indiscutible prestigio, es a una justi-
ficación a posteriori de su aparición en el mundo jurídico y a algún 
avizoramiento aislado de su trascendencia para los informadores y 
para la Información misma. Apenas se puede rastrear en la doctrina 
alguna intuición acerca de su esencia, destilada al hilo de un somero 
tratamiento del tema. El mayor esfuerzo dogmático está en los textos 
que, de manera más o menos inmediata, prepararon la Ley francesa 
de 1935. 
En el actual momento informativo español es necesario plantear 
a radice el problema de la cláusula de conciencia desde varios puntos 
de vista complementarios. Sobre todo, partiendo de un enfoque profe-
sional, pues la cláusula de conciencia afecta al núcleo más personal del 
informador como sujeto cualificado del derecho a la información. Hay 
que procurar la alianza de la reflexión, conforme a los fundamentos 
científicos de nuestros conocimientos, con su maduración en el oreo 
de la experiencia profesional, acerca de un tema medular y urgente. 
Dicen los filósofos que es tanto más urgente aquella cuestión que, bien 
resuelta, resuelve otras series de cuestiones concatenadas con ella. Sin 
perjuicio de que vayamos comprobando tales concatenaciones, procede 
ahora resolver esta importante materia que está en el vértice de mul-
titud de problemas profesionales. Problemas que, no solamente no es-
tán tratados entre nosotros y, menos todavía, resueltos científicamen-
te, sino de los que, quizá, no somos siquiera conscientes. Ni conscien-
tes de que existen; ni conscientes de que su resolución técnica sola-
mente será acertada tras un ineludible planteamiento científico de sus 
datos, que permita desembocar en conclusiones rigurosamente dedu-
cidas. 
En un planteamiento preludial estricto, intento que nos aproxime-
mos al tema desde tres bases de partida. Conseguir una plataforma de 
dis~usión común, estableciendo una noción general de la cláusula de 
conciencia y analizando los elementos que constituyen su estructura. 
A lo largo de este recorrido destacará su importancia, en relación con 
su finalidad objetiva, en un ordenamiento jurídico que sirva cada vez 
mejor para el desarrollo de la Información; yen un sistema informa-
tivo que contribuya a hacer más justa la vida de la comunidad. En 
otro lugar he mostrado ese círculo cerrado que se establece desde el 
momento que se pone el derecho al servicio de la Información en 
cuanto que la Información sirve para el derecho, que es la realización 
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de la virtud moral de la Justicia 1. Con tal convicción, parece necesa-
rio realizar un último esfuerzo en el que comprobemos las posibilida-
des que nuestro ordenamiento ofrece al establecimiento de la cláusula 
de conciencia y las consecuencias doctrinales que se deduzcan en favor 
de su implantación en el derecho informativo profesional de nuestra 
Patria. 
1. NOCION GENERAL DE LA CLAUSULA DE CONCIENCIA. 
No es ocioso partir de esta idea que ha de presidir nuestra e~ 
posición y discusión: el informador cuando informa está cumpliendo 
un acto de Justicia 2. De ahí que la trascendencia de esta virtud car-
dinal, de origen personal y alcance comunitario, exija para su realiza-
ción, al menos asintótica, que se remuevan, por los individuos y por la 
comunidad, todos los obstáculos que la impiden y que se le presten 
todos los subsidios que la favorezcan. El primero de ellos, al menos 
desde una vertiente científica, parece que debe ser determinar los ele-
mentos de los fenómenos informativos o que de la Información han 
emanado. Precisión que requiere situarlos históricamente, dibujar su 
contorno actual, analizar su nomenclatura, profundizar en su esencia 
y determinar su fin. Es decir, interpretarlos histórica, gramatical, lógi-
ca, sistemática y teleológicamente. Todos estos enfoques interpretati-
vos contribuyen a darnos, por una conjunción de contrastes, la cone-
xión imprescindible del pensamiento y el lenguaje, ambos vocados a 
aprehender la realidad, el primero por el hombre, el segundo para la 
comunicación. Dice Pieper que los abuelos de la filosofía occidental 
han sido de la opinión de que, sin la conexión con el lenguaje hablado 
realmente por los hombres, el pensamiento pierde su fuerza, convir-
tiéndose en algo fantástico y carente de base 3. Si esto es verdad en el 
ámbito general de las ciencias, constituye un deber específico en el de 
las ciencias informativas que estudian epistemológicamente el modo 
de hacer corresponder realidad, pensamiento y lenguaje comunicativo. 
y el deber es más acentuado cuando se trata de las ciencias jurídico-
informativas, que tienen una doble exigencia de precisión, puesto que 
a la de constituir una Ciencia de la Información añaden la que está 
l. Véase mi libro La información como derecho, Madrid, 1974, pág. 20. 
2. Véase mi libro La función de informar, Pamplona, 1976, págs. 160-164. 
3. PIEPER, J., La8 virtude8 fundamentale8, Madrid, 1976, pág. 301. 
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ínsita en toda Ciencia jurídica. En nuestro caso, a mayor abundamien-
to, el sintagma «cláusula de conciencia» no constituye una expresión 
legal, sino que ha sido acuñado por la doctrina al preparar y comentar 
la ley. Y, posteriormente, ha tomado carta de naturaleza en el lenguaje 
profesional práctico o usual y en el lenguaje científico. En España, 
además, no siempre ha sido entendido en el sentido técnico que le dio 
la doctrina francesa; antes bien, dejándose llevar por la apariencia 
verbal de la frase «cláusula de conciencia» o, más bien, de su sustan-
tivo regente, se ha entendido algo muy distinto a lo que significa su 
institución legal en la legislación comparada 4. 
Vamos a proceder a una progresiva aproximación iluminando pau-
latinamente lo que puede parecer un lenguaje esotérico para mejor 
acoplarlo a nuestras vivencias de conocimiento teórico y de experien-
cia práctica. De ahí que, en esta parte del tratamiento de la cláusula 
de conciencia, hayamos de movernos en un plano de generalización 
que nos sitúe en condiciones de descender sucesivamente a las 
precisiones específicas que irán apareciendo en la exposición de las 
sucesivas aportaciones a este libro. No obstante, en el centro de este 
plano de generalidad hemos de situar una primera noción pacífica de 
la institución a estudiar que posibilite el desarrollo progresivo de sus 
posibilidades jurídicas. 
1.1. UNA DEFINICIÓN INDUCIDA DEL RÉGIMEN FRANCÉS. 
Esta noción nuclear, para que no sea necesario discutirla, al me-
nos como punto de partida, puede ser objetivada anclándola en un 
texto legal vigente en la legislación comparada. Sin menospreciar, a 
efectos de evolución histórica, los antecedentes húngaro, austriaco, 
checoslovaco, alemán de la República de Weimar e italiano 5 el texto 
legal más clásico y más conocido en la doctrina jurídica y en la prácti-
ca es el que aparece en la Ley francesa de 29 de marzo de 1935, ya 
estudiado por el profesor Urabayen en su génesis, formulación y vir-
tualidad actual 6. La ley gala calen dada introduce, entre otros, un texto 
4. Véase más adelante, el apartado 3.1, Las peticiones corporativas, por 
ejemplo. 
5. Véase el trabajo de DES SINGE S, P.-M., La clause de conscience du journa-
liste et la liberté de presse, en «Chaiers de l'I.I.P.», 3-4, 1974, págs. 1 a 3; y 5, 1974, 
págs. 5 a 7. 
6. Vid. el trabajo inserto en este mismo volumen debido al Prof. URABAYEN. 
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nuevo que constituye el parágrafo 3 del artículo 29, e, texto no modi-
ficado hasta hoy, que establece la llamada cláusula de conciencia como 
ampliación al despido del asalariado por su empleador y hace equiva-
lente la indemnización en ambos supuestos. 
Sea cualquiera la interpretación que al artículo 29, e, se de -es-
tricta, incluyendo tan solo el apartado 3.°; media, con la inclusión del 
3.° y elLo; amplia, abarcando los tres apartados 7_ la cláusula de 
conciencia admite, en el derecho francés, una definición inductiva e 
hipotética. Según ella podemos partir de la idea de que la cláusula de 
conciencia consiste en una cláusula legal, implícita en el contrato de 
trabajo periodístico, según la cual, en determinados supuestos que la 
ley tipifica en relación con la conciencia del informador, los efectos 
económicos de la extinción de la relación laboral periodística produci-
da por voluntad unilateral del trabajador, equivalen a los del despido 
por voluntad del empleador. 
Esta noción previa, nos sirve instrumentalmente para comenzar la 
reflexión acerca de los diversos elementos, expresos o implícitos, que 
constituyen la estructura de la cláusula, y que serán mejor compren-
didos si se les sitúa en el contexto histórico en el que se han ido de-
cantando. Contexto en el que se advierte un proceso que se correspon-
de con la aparición de tres modos sucesivos y acumulativos de enten-
der jurídicamente la información. 
7. Tradicionalmente los autores entienden por cláusula de conciencia - así 
Lachaze; Lindon ; Blin, Chavanne y Drago; o Dessinges- el supuesto del aparta-
do 3.° del párrafo 3 del artículo 29, e; «Cambio notable en el carácter o la orienta-
ción del diario o periódico, si tal cambio crea para la persona empleada una situa.-
ción tal que atente a su honor, a su reputación o, de un modo general, a sus in-
tereses morales». Leloup piensa que el apartado 1.° - «cesión del diario o perió-
dico»- está inspirado en los mismos motivos que el 3.° y, en consecuencia, debe 
considerarse como otro supuesto incluido en la cláusula de conciencia, a diferen-
cia de la norma contenida en el apartado 2.° - «cesación de la publicación del 
diario o periódico, cualquiera que sea su causa»- que tiene, según el mismo Leloup, 
una finalidad de más corto alcance: la protección económica del trabajador pe.. 
riodista. No se puede estar completamente de acuerdo con esta interpretación 
desde el momento en que se exige, de modo general, la cesación de la relación la-
boral -no la cesación del trabajo meramente- por voluntad del periodista. Co-
brar sin trabajar constituye una situación vejatoria para el informador consciente 
de .su deber de informar. De modo que, a mi entender, no existe obstáculo juridico 
alguno para que, en el derecho vigente francés, el supuesto del apartado 2.0 se 
alinee también, con el 1.° y el 3.°, para constituir el conjunto que se engloba en 
la denominación general de la cláusula de conciencia. Después de redactado este 
trabajo, sostiene la interpretación más extensa DERIEUX, E. en el estudio La clause 
de conscience, en «Presse Actualité», 119, 1977, págs. 42-43. 
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1.2. GÉNESIS LÓGICA Y CRONOLÓGICA DE LA CLÁUSULA DE CONCIENCIA. 
El Derecho se va produciendo, transformando y completando a lo 
largo del tiempo paralelamente a la evolución del contexto histórico. 
Pero, también, conforme a una maduración lógica del pensamiento en 
relación con la modificación histórica de la realidad social y, en con-
creto, de la realidad informativa. Desde un punto de vista histórico, el 
Derecho entendido como ordenamiento jurídico va siendo receptivo 
proporcionalmente a la sensibilidad del legislador y dejándose modu-
lar por los acontecimientos y por la razón humana al enjuiciarlos. 
Pero, también desde la perspectiva histórica, el Derecho contribuye, 
desde su ámbito ordenador, a imprimir una cierta dinámica al desarro-
llo del proceso histórico o, más brevemente, a hacer la historia. Dando 
por sentada esta cualidad desencadenante, que nos aparecerá en diver-
sas fases de estas páginas, cumple, en este apartado, ocuparse de los 
factores que, en una cronología histórica, han dado lugar al fenóme-
no jurídico conocido como cláusula de conciencia. 
La modificación sucesiva, al ritmo de la cronología, se produce si-
multáneamente de una manera lógica en el pensamiento jurídico. Ra-
cionalistas e historicistas han negado respectivamente la historicidad 
y la logicidad del derecho. Unos y otros parten de un gran equívoco, 
consciente o inconscientemente fomentado, que la más moderna doc-
trina ha superado. La existencia de principios universales, que se apli-
can a una realidad cambiante, postula ya el cambio del derecho posi-
tivo de acuerdo con tal realidad. Más claramente, y como afirma Gal-
vao de Sousa, «la idea de derecho natural está muy lejos de oponerse 
a la de la formación histórica del derecho» 8. 
1.2.1. Tres etapas en el entendimiento jurídico de la información. 
Una permanente toma de contacto con la realidad nos va advir-
tiendo el cambio social operado en las relaciones de los hombres entre 
sí y con respecto a determinadas instituciones que, en algunos perío-
dos de la historia, parece que adquieren una especial sensibilidad. Una 
de estas instituciones es la Información. El hecho de que en un prin-
cipio fuese llevada a cabo como actividad privada no pudo ocultar su 
trascendencia pública. La realidad inocultable de esta trascendencia 
8. GALVÁO DE SOUSA, J. P., La hi8toricidad del derecho y la elaboración legi8-
lativa, Madrid, 1972, pág. 35. 
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hizo despertar la apetencia de los Estados no democráticos por su con-
trol, primero; y por su ejercicio oficial u oficioso, después. La reacción 
democrática producida en la mayor parte de los países de Occidente 
contra la aparición de los totalitarismos de toda índole, que culminó 
en el final de la segunda guerra mundial, dejó implícitas las dos posi-
bilidades recíprocas: la de que es posible el ejercicio privado de la 
actividad informativa; pero en cumplimiento de la función pública 
de informar 9. La dialéctica establecida entre ambos extremos, compa-
tibles, pero susceptibles de un mayor acoplamiento, ha ido abriendo 
nuevas vías al entendimiento del fenómeno informativo y a las reivin-
dicaciones de la participación en él. El poder informativo, o poder de 
difundir, se ha difundido él mismo en la mente de los diferentes su-
jetos, en la ley y en la realidad, actuando recíprocamente. «La razón 
humana -diría René Marcic- ya no va a ser concebida como legis· 
ladora, sino como órgano que entra en actividad únicamente cuando 
llegan de la realidad efectos que actúan sobre ella» 10. 
Los cambios en la realidad informativa se han producido por la 
aparición de nuevos medios de comunicación y por la ampliación de 
las posibilidades comunicativas de los mensajes y sus contenidos. El 
cambio social más trascendente se ha producido, empero, como es ló-
gico, por la proyección desde los sujetos implicados en el fenómeno 
informativo. Si se me permite una clasificación personal, puede decirse 
que en la Información, intervienen tres tipos de sujetos. En primer 
lugar -ya tendremos ocasión de ver el por qué de esta primacía ló-
gica- el que se puede llamar sujeto universal, ya olvidada aquella ca-
lificación impropia de sujeto pasivo; que, en rigor, abarca al público y 
a todos los demás sujetos. En segundo término, el sujeto cualificado, 
que es el sujeto individual que tiene por oficio informar, y que se en~ 
cuentra en distinto grado de profesionalización. Compárese la profe-
sionalidad del redactor de un periódico, por ejemplo, con la cuasi-
profesionalidad de un escritor de libros. En último término, el sujeto 
organizado o sujeto plural que para intervenir en el proceso informa-
tivo exige una organización más o menos compleja. La figura para-
digmática de estas organizaciones es la empresa informativa. Pero no 
es la única. Las confesiones religiosas, los organismos internacionales, 
los estados, las administraciones centrales, locales o institucionales, 
9. Véase el tema tratado extensamente en mi libro La función de informar, 
cit., pág. 14. 
10. MARCIC, R., Vom Gesetzesstaat zum Richtersstaat (Der Weg zwischen 
Sicherheit und Freiheit), Viena, 1957, pág. 240. 
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las asociaciones, los partidos, etcétera, también informan y están or-
ganizados para informar. 
Algunos de estos entes organizados intervienen en la información 
a otro título distinto al de su finalidad de informar. El controlo el 
fomento de la información, se ha atribuido, por ejemplo, a la Adminis-
tración, en el sentido más amplio de la palabra. El cambio social ope-
rado en la información ha ido creando, precisamente, organismos 
administrativos nuevos de los que el ejemplo más a mano lo consti-
tuyeron los Ministerios de Información. 
En todo caso, los sujetos que intervienen en el proceso informa-
tivo han incoado unos cambios profundos en su fenomenología, en su 
teleología y en su misma comprensión. Hasta tal punto que el entendi-
miento de la información puede considerarse dividido en tres grandes 
etapas, que pueden bautizarse con los nombres de los tres tipos de 
sujetos que acabo de definir. En orden cronológico de su aparición las 
tres etapas son la empresarista, la profesionalista y la universalista. 
Toda esta corriente axial va incorporando otros fenómenos y aprove-
chando accidentes o circunstancias favorables que es difícil, en ocasio-
nes, saber si actúan como causa o como efecto a lo largo de las tres 
etapas en que se puede dividir su excursus. La cláusula de conciencia 
se inserta de lleno en la segunda. Pero constituye uno de los determi-
nantes por los que se llega a la tercera. Estos ordinales suponen tan 
sólo el momento sucesivo de su aparición. Pero las tres etapas convi 
ven, en mayor o menor dosis, en el momento actual. 
1.2.2. Supuestos de la etapa empresarista. 
La idea de la libertad de prensa, cuyas raíces cristianas ha estu-
diado J ean Rivero 11, se va configurando en la Ilustración y queda ju-
rídicamente culminada en los textos constitucionales de la Revolución 
burguesa. En el mundo político aparece como una libertad-resistencia 
frente al Poder. Revolución burguesa y revolución industrial, a medi-
da que se van sincronizando, generan como consecuencia de sus con-
dicionamientos políticos y económicos la revolución capitalista cuya 
protagonista es la empresa entendida en un sentido general. En el cam-
po de la información el protagonismo es asumido por la empresa pe-
riodística, sustituida más tarde por la empresa informativa, a medida 
11. RIVERO, J., Les libertés publiques. 1. Les droits de l'homme, París, 1973, 
págs. 34 a 38. 
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que van apareciendo nuevos medios de comunicación social y que éstos 
exigen mayores inversiones para la instalación y el sostenimiento de 
los elementos reales para su producción. 
La libertad de prensa o la libertad informativa solamente muestra 
su eficacia para la empresa porque es la única que puede ejercitarla 12. 
Pero la empresa no es más que una organización controlada por un 
empresario. De hecho, solamente el empresario es titular efectivo de 
la libertad; y, de hecho, la libertad de prensa se reduce a la libertad 
de constitución de empresas informativas. Como ha dicho el Profesor 
Nieto Tamargo, la concepción capitalista de la empresa, y por consi-
guiente, la de la empresa informativa, tiende a ponderar lo que se tie-
ne, no lo que se es 13, En ella, los valores económicos se imponen de 
tal modo que sofocan los valores intelectuales y humanos. El dinero 
gana todas las batallas a la idea. 
Esta visión capitalista o empresarista de la Información va co-
brando fuerza durante todo el siglo XIX, esplende durante el primer 
tercio del siglo xx y conforma algunas normas bastante posteriores, 
como la Ley de Prensa de Caetano en Portugal o la Ley española de 
1966. De esta clara decantación, abiertamente materialista, hacia el ca-
pitalismo informativo, se desprende un conjunto de consecuencias que 
vale la pena enumerar. 
En primer lugar, puede demostrarse de un modo empírico que, 
sin excepción, la Empresa informativa capitalista y la Administración 
logran un statu qua de convivencia. No importa constatar cómo a 
lo largo del siglo XIX el Poder va implantando todo tipo de limitacio-
nes externas a la libertad, hasta el punto de que se pueda afirmar que 
todas las trabas conocidas puestas a la Información pueden encontrar-
se en alguna disposición decimonónica. A largo y a medio plazo el 
poder de informar y el de administrar se equilibran recíprocamente. 
De una parte, porque el oligopolio informativo supone un cierto con-
trol público de la actividad político-administrativa, una indudable in-
fluencia social y económica y una clara posibilidad de presión en el 
Poder que llega hasta poder configurar la legislación informativa. Des-
de la otra vertiente, porque la Administración ve en la empresa la 
cúspide de la organización informativa, conocida y determinada, escasa 
en número y, por consiguiente, fácil al control; y, sobre todo, asequi-
ble a la manipulación cuando el juego de fuerzas entre Poder político 
12. Véase mi libro La información como derecho, cit., págs. 24 a 28. 
13. NIETO TAMARGO, A., Participación y empresa periodística, en «Nuestro 
Tiempo», 174, 1968, pág. 8. 
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y Poder informativo se estructura en paralelo o permite determinadas 
resultantes favorables al primero. 
En segundo término, la empresa informativa no constituye una 
excepción de la regla aurea de que la empresa en general se organiza 
para el lucro. Tal consecuencia se bifurca a su vez en otras dos corre-
lativas. Primera: el resultado de la actuación de la empresa in-
formativa, que es la difusión de información, no se diferencia 
del resultado de la producción de cualquier otra empresa. La in-
formación, vehiculada o no en un soporte físico, instantáneo co-
mo las ondas radioeléctricas, o duradero como el papel o la película, 
se confunde con una mercancía sin que parezca necesario, ni conve-
niente, molestarse en delimitar sus específicos rasgos. Segunda: cuan-
do la empresa informativa quiere obtener ventajas fiscales o de cual-
quier otro tipo que tienden a fomentarla, subraya su calificativo de 
informativa; cuando se trata de dar -o de no dar- un servicio de 
interés público, se aferra, en cambio, a su sustantivo de empresa. 
La tercera de las grandes consecuencias es la ecuación entre la 
cualidad de propietario del capital de la empresa informativa con la 
idea misma de empresa 14. La empresa es el empresario y nada más 
que el empresario. De ahí otras dos subconsecuencias. Primera: el ti-
tular o propietario del capital empresarial es el detentador absoluto 
del poder de decisión de la empresa informativa y, por supuesto, el 
dententador del poder de informar. La empresa, en el sentido de em-
presario, gobierna la organización y determina la información. La si-
tuación se extrapola a los casos en que el titular no es una persona 
-física o jurídica- privada, sino una organización pública, como ocu-
rre con el propio Estado o como ha denunciado Pragal para las empre-
sas informativas propiedad de las organizaciones sindicales de cual-
quier signo ideológico 15. El fenómeno es de trascendencia creciente 
cuando, a través de la administración estatal de los soportes escasos, 
como las ondas radioeléctricas; o del coste extraordinariamente eleva-
do de las instalaciones fijas, como ocurre con la televisión; o de las 
14. Es la que ha llamado «empres~propiedad» DE WOOT quien afirma que 
el pensamiento de la clase patronal quedó hasta tal punto impregnado de esta 
visión de las cosas que llegó a «sacralizarla» en cierta manera. DE WOOT, Ph., Doc-
trina de la empresa, Madrid, 1970, págs. 88-89. De aquí el concepto de empresa 
como «estructura autoritaria» o «asociación de dominación». DAHRENDORF, R., 
Las clases sociales y su conflicto en la sociedad industrial, Madrid, 1962, págs. 
277 y 284. 
15. PRAGAL, P., El imperio de prensa de los sindicatos, en «Tribuna alemana», 
462, 1973, pág. 5. 
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medidas de fomento, que se prestan a implantarse de manera discri-
minatoria, el Estado va creando situaciones más o menos claramente 
monopolísticas en determinados medios de comunicación social. 
Segunda: el director, editor responsable o la figura equivalente, 
~ualquiera que sea su denominación, no hace sino actuar como cabeza 
visible de un poder a veces críptico y asumir la responsabilidad 
de unas decisiones que no toma. Los redactores, o los informadores, 
ni eso. En el mejor de los casos son nombres que rellenan su organi-
grama; en otras ocasiones su labor se considera tan fungible que ni 
siquiera interesa su nombre. La relación jurídica que une al informa-
·dor con la empresa nace de un contrato de trabajo, que en nada se 
diferencia de los contratos de prestación de trabajo material. Prueba 
de ello es que, en nuestro Estatuto de la Profesión Periodística y en 
las sucesivas Reglamentaciones y Ordenanzas de Trabajo de los diver-
sos medios informativos, se olvida que en la Ley de Contrato de Tra-
bajo existe un artículo -el 31- que prevé precisamente las modula-
ciones en la prestación del trabajo intelectual 16. 
No es necesario esforzarse en comprobar hasta qué punto nuestro 
'Ordenamiento informativo comulga completamente con los supuestos 
de la etapa empresarista en el entendimiento de la Información. La 
Ley de Prensa de 1966 ha sido llamada, con toda razón, el Estatuto de 
la empresa periodística 17. Lo mismo se podría decir de la Ley del Libro 
de 1975. Y lo mismo de lo que se conoce de los proyectos de regulación 
de otros medios. De todos estos documentos se podría afirmar lo que 
se dijo de la Ley de Prensa e Imprenta, en el momento de su apari-
ción: que vive, muy a su pesar, en el siglo XIX 18. La Ley de Prensa 
no es que ha envejecido a los diez años de su promulgación: es que 
ya nació vieja. Esta conclusión explica de una vez todas sus de-
ficiencias. 
1.2.3. Supuestos de la etapa profesionalista. 
La realidad de las cosas se impone siempre a las concepciones 
simplistas o arbitrarias y da lugar a que surjan ideas nuevas que van 
16. Véase mi trabajo Los derechos de autor sobre el material publicado en 
la prensa, en «Revista General de Legislación y Jurisprudencia», 1, 1975, págs. 31 
a 61, especialmente págs. 50 a 53. 
17. VON SCHWARZ, U., El estatuto legal de la actividad informativa, en «Nues-
tro Tiempo», 183, 1969, págs. 18s.-190. Véase también M. ALBERTOS, J. L., Ley de 
Prensa para la transici6n en la misma Revista, 141-142, 1966, pág. 300. 
18. VON SCHW ARZ, U., o. C., págs. 200-206. 
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socavando, neutralizando y sustituyendo a las carentes de base real. 
Este es el caso de la concepción empresarista de la Información. 
La idea de la empresa informativa para el lucro, va siendo con-
jurada por la idea de la empresa privada para desempeñar la función 
pública de informar. La idea de la información como mercancía va 
sustituyéndose por la más adecuada de la información como Infor-
mación. El Presidente Molina, de la Federación Nacional de la Prensa 
francesa, dirá que la Prensa es lo más distinto a una industria y el 
Periódico lo más diferente a una mercancía 19. Lord Thompson dirá que 
la primera obligación de la empresa periodística no es ganar la mayor 
cantidad de dinero posible, sino hacer el mejor periódico posible 20. 
Paulatinamente, en palabras de Dovifat, se va haciendo patente el 
hecho de que «en el periódico actúan tres fuerzas inseparables: espiri-
tuales, económicas y técnicas. Ninguna puede prescindir de las otras. 
Pero la tendencia a que domine la espiritual es la concepción de todo 
periodista con sentido de la responsabilidad» 21. La maduración de este 
criterio en los profesionales de la Información ha abierto perspectivas 
que hace medio siglo hubieran resultado insólitas. Si el contrato la-
boral que une al periodista con la empresa informativa en que trabaja, 
impone al deudor del trabajo la obligación de contribuir a la produc-
ción y difusión de informaciones, sobre tal obligación priva el deber 
profesional de informar. El informador, se considere o no su profe-
sión como liberal, es un técnico que presta su actividad por un sueldo; 
pero esta prestación no le convierte en mercenario: no trabaja, en 
último término, al servicio de la empresa, que no es más que un ins-
trumento para conseguir la información, sino al servicio de la Infor-
mación misma, con mayúscula, entendida como institución. Y para 
esta función trascendente coopera con la empresa y en la empresa. 
La idea va adquiriendo cuerpo al mismo tiempo que la actividad 
periodística se profesionaliza, entre los años veinte y treinta de nuestra 
centuria 22. Lo que cristaliza tal profesionalización es el interés por 
19. Véase SCHWOEBEL, J ., La prensa, el poder y el dinero, Barcelona, 1971, 
págs. 31-32. «Ya pasaron los tiempos en que se creía que las noticias podían ser 
tratadas como patatas, sardinas o cualquier otra mercancía». DOVIFAT, E., Perio-
dismo, volumen 1, México, 1959, pág. 15. También RIOJA, M., La empresa periodís-
tica: sus peculiaridades, en «Boletín Informativo de la Fundación Juan March», 
45, 1976, pág. 5. 
20. Citado por NIETO TAMARGO, A., o. c., pág. 10. 
21. DOVIFAT, E., o. c., pág. 15. 
22. Véase mi trabajo La profesión periodística en la Ley de Prensa, en «Re-
vista Española de la Opinión Pública», 29, 1972, especialmente págs. 116 a 127. 
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parte de los regímenes totalitarios de controlar a los informadores, en 
bloque. Pero el movimiento profesionalista prende también, por tras-
plante, en los países democráticos. Reconocida y organizada corpora-
tivamente, la profesión de informador cobra conciencia de la impor-
tancia de su labor y de sus deberes profesionales. Los Códigos de ética 
periodística van configurando, más o menos acertadamente, el cuadro 
de deberes profesionales, que exigen la atribución de derechos para 
cumplirlos 23. El esfuerzo por que derechos y deberes se extravasen a 
la legislación positiva no pasa inadvertido a los autores de derecho 
público o a los que tratan el fenómeno político a través de las llama-
das libertades públicas, como muestran, contemporáneamente al fenó-
meno, Weil 24 y, retrospectivamente, Colliard 25 . 
Toda esta fundamentación deontológica y jurídica -que exige un 
clima de libertad para fraguar sólidamente- va convenciendo al pe-
riodista de que para informar, conforme a su deber profesional nu-
clear, necesita independencia y libertad. Su prestación de trabajo, 
prestación técnica e intelectual, implica la no venta simultánea de su 
manera de pensar, independiente y libre. Antes al contrario, para la 
mejor prestación de su trabajo al servicio de la Información, el pe-
riodista ha de estar libre de condicionamientos intelectuales, vengan 
de donde vengan, incluso del mismo empresario con quien traba-
ja. La obediencia y disciplina que el contrato de trabajo impone, se 
refiere solamente a los aspectos neutrales de la labor, a los aspec-
tos netamente técnicos; nunca a los ideológicos. Al llegar a esta 
conclusión, se produce en el contrato laboral informativo lo que la 
doctrina francesa ha llamado «desconexión» del deber de obediencia 26. 
En este momento de la toma de conciencia del protagonismo de 
los informadores y de la importancia primordial de la función que 
cumplen aparece, precisamente en el contrato de trabajo periodístico, 
la llamada «cláusula de conciencia». La cláusula permite a cada perio-
dista, individualmente considerado, apropiarse aquella frase que los 
redactores de «El Liberal» escribieron en el editorial de su primer nú-
23. Véase mi libro El autocontrol de la actividad informativa, Madrid, 1973, 
págs. 219 a 227. 
24. WEILL, G. , Le journal, París, 1934. 
25. COLLIARD, C. -A ., Libertés publiques, 4.· edición, París, 1972, págs. 488-500. 
26. LELOUP habla así del «deber de desobediencia». Véase LELOUP, J.-L., Le 
journal, le journaliste et le droit d'auteur, París, 1962, pág. 180. En algún caso, con 
evidente exageración, se llega a afirmar que el periodista no es un empleado, así 
DEMARTEAU, J. y DUWAERTS, L., Droits et devoirs du journaliste, Bruselas, s. d., 
pág. 17. 
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mero., co.rrespo.ndiente al 31 de marzo de 1879: «No.s pertenecemo.s. 
So.mo.s de no.so.tro.s mismo.s». Esta idea se generaliza después a to.da 
la Redacción co.mo. ente cuasi-mo.ral. Un auto.r tan po.Co. so.specho.so. 
co.mo. Gómez Aparicio. po.drá, co.n razón, decir: «Sin una Redacción in-
dependiente no. es po.sible un periódico. libre» 27. 
La fuerza intelectual del trabajo. del perio.dista se ha impuesto. a 
las fuerzas económicas. La relación de trabajo. perio.dístico. no. puede 
regularse co.n arreglo. a lo.s mismo.s criterio.s que lo.s demás co.ntrato.s 
de trabajo.. La diferencia co.mienza a manifestarse co.mo. mo.dulación, 
primero., y co.mo. mo.dificación o. dero.gación de las co.ndicio.nes habitua-
les, después. To.davía, entre nuestro.s auto.res, no. figura el co.ntrato. de 
trabajo. perio.dístico. co.mo. co.ntrato. especial. Pero., incluso. sin pasar 
po.r este estadio., el co.ntrato. de trabajo. perio.dístico. se va co.nvirtiendo. 
en un co.ntrato. de co.o.peración o. de so.ciedad 0., po.r emplear una ter-
mino.lo.gía nueva que no. esté co.ntaminada po.r co.nno.tacio.nes históri-
co.-jurídicas, en un co.nvenio. de participación. Co.nvenio. que impo.ne el 
deber y o.to.rga el derecho. de participar en una empresa. Que pro.yecta 
este derecho. y este deber a la vida co.rpo.rativa, en ámbito.s que van 
desde el lo.cal al universal. Pero. que amplía el campo. de esta carga y 
de esta facultad a la Info.rmación entera en cuanto. institución. Y po.r 
ella -además de a través de ella- a to.da la vida de la co.munidad 
po.lítica, nacio.nal o. internacio.nal. 
Lo.s supuesto.s de la etapa pro.fesio.nalista co.nviven co.n lo.s de la 
etapa empresarista, co.ndicio.nándo.se recípro.camente y derogando., en 
parte, lo.s nuevo.s a lo.s viejo.s. Uno. de lo.s más impo.rtantes efecto.s que 
la eVo.lución ha supuesto. en la do.ctrina ha sido. la co.ncepción de que, 
más to.davía que en o.tras especies de empresas, o. co.n más razón que 
en ellas, en la empresa info.rmativa el sustantivo. empresa tiene un sen-
tido. gramatical co.lectivo.: co.mprende no. sólo. su capital eco.nómico., 
sino. también su capital humano., so.bre to.do. el co.nstituido. po.r uno.s 
ho.mbres sin cuya apo.rtación intelectual la empresa info.rmativa no. 
existiría 28. 
Al llegar aquí co.nviene adelantarse a una o.bjeción desalentada: 
en la brega co.tidiana del perio.dista españo.l este mundo. nuevo. de la 
Info.rmación resulta casi quimérico.. Cierto. que en nuestro. país lo.s fe-
27. GóMEZ APARICIO, P., La libertad de la prensa y las sociedades de redac-
tores, Madrid, 1969, pág. 24. 
28. Véase NIETO TAMARGO, A ., Información y empresa. Periodista y partici-
pación, Separata de la «Revista del Instituto de Ciencias Sociales», Barcelona. 
1970, págs. 212-213. 
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nómenos sociales se producen con un indeterminado decalage respecto 
a los de otros. Cierto también que las leyes informativas vigentes es-
pañolas no favorecen la evolución y que las ya, por fortuna, no 
vigentes petrificaron durante casi cuarenta años la situación. Pero 
la realidad externa solamente se transformará a impulsos de la volun-
tad de los hombres que hacen la Información. La incorporación de 
España a las organizaciones supranacionales europeas puede acelerar 
el tempo de nuestra evolución 29. En cualquier caso, tenemos la ventaja 
de actuar a favor de la corriente histórica y disponer de unos modelos 
en la legislación comparada que han demostrado su eficacia. 
Además, por muy avanzadas que parezcan las ideas que nutren el 
entendimiento profesionalista de la Información, la experiencia no se 
ha detenido aquí. Iniciada la evolución, su propia dialéctica lleva a 
una etapa todavía incipiente, pero históricamente definitiva: la etapa 
universalista. 
1.2.4. Supuestos de la etapa universalista. 
La tendencia encetada con la participación profesional tenía que 
llevar, y ha llevado, a la consecuencia de la participación del público. 
El sujeto cualificado o profesional participa en la empresa informati-
va, de la que constituye el elemento principal e indispensable, precisa-
mente porque su trabajo está orientado al servicio de la Información. 
La información constituye el factor máximo de cohesión de la comu-
nidad organizada; en otras palabras, no se concibe la Información sino 
en aras de una comunidad 30. El paso siguiente, que nos muestra a la 
comunidad como agonista de la Información, es ineludible. El ámbito 
de acción de la comunidad -del público que la constituye, no como 
masa, sino como repetición de núcleos personales, libres y responsa-
bles 31_ se extiende a todos los modos de información, desemboca en 
sus últimas consecuencias. El derecho del público a estar informado 
está ya implícito en las etapas empresarista y profesionalista, sobre 
todo en la segunda. Pero ahora se abre también la posibilidad activa 
29. Véase PALUMBO, M., Il giornalista in Europa, Roma, 1968, especialmente 
págs. 69 a 108. 
30. Véase GONZÁLEZ CASANOVA, J. A., Oomunicación humana y Oomunidad 
política, Madrid, 1968. 
31. Véase mi libro La función de informar, cit., págs. 25-26 y 161. THIBON, G., 
dice que la masa es «el individuo transformado en grano de arena y la sociedad 
en desierto». Nuestra mirada ciega ante la luz, Madrid, 1973, pág .. 16. 
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de participación del público con el derecho a investigar y el derecho 
a informar 32. 
La apertura de esta última etapa es reciente; y todavía son bal-
bucientes las medidas jurídicas para hacer efectiva la que podríamos 
llamar su filosofía. No así los esfuerzos doctrinales -que preceden 
siempre a las leyes- y que son, ya, abundantes y enjundiosos. En este 
orden de ideas, nuestra Ley de Prensa reguló, tan solo y con relativa 
eficacia, el derecho de réplica. La vigente Ley peruana -descontados 
la arbitrariedad de unas expropiaciones no justificadas y el peligro 
de una aplicación desviada- es más audaz; o más moderna, en el sen-
tido lógico y no sólo cronológico de la palabra. 
La presencia del público en la actividad informativa recibe, ade-
más, un respaldo de alto nivel normativo que no habían conocido los 
sujetos agentes de las etapas anteriores: la de la Declaración de los 
Derechos Humanos de la O.N.U. de 10 de diciembre de 1948. Su artícu-
lo 19 legitima como sujeto del derecho a la información a «todo hom-
bre», «sin limitación de fronteras», «por cualquier medio de difusión». 
La fuerza moral y jurídica de este texto en todo el mundo permite ha-
blar de que el sujeto del derecho a la información es universal. Y for-
mular una teoría general de las actitudes que adopta el público ante la 
Información: desde una actitud ingenua, elemental o hasta cierto mo-
do pasiva, hasta una actitud colaborante en que crea el propio medio, 
pasando por actitudes intermedias: activa, participativa y contestata-
ria 33. Cualquiera de ellas, empero, es compatible con una actitud que 
podríamos llamar de delegación, impuesta por la especialización de 
quehaceres en una sociedad compleja. El público delega en unos su-
jetos que, además de universales, son cualificados, es decir, profesio-
nales, la difícil tarea de informar. Tal delegación hay que entenderla 
en su sentido social, no en el estrictamente jurídico según el cual en 
determinadas relaciones, como en el contrato de suscripción, el perio-
dista estaría sometido al mandato del suscriptor. Las consecuencias de 
esta segunda interpretación serían aberrantes. No obstante, la delega-
ción social ha producido y produce consecuencias -no contractuales-
en el ámbito jurídico 34. 
32. Véase mi libro La información como derecho, cit., págs. 72 a 79. 
33. Véase mi trabajo La documentación, actividad informativa de las Cajas 
de Ahorros, Separata del «Boletín de Documentación del Fondo para la Investiga-
ción Económica y Social de la Confederación Española de Cajas de Ahorros», VII, 
3, págs. 11 a 18. 
34. En el campo de la documentación en cuanto información ésta es la idea 
de MOLES, A. Y ZELTMANN, C., Conserva de la documentación en el volumen La co-
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El fenómeno genera, en efecto, consciente o inconscientemente, 
unas consecuencias curiosas en el mundo jurídico o, más exactamente, 
en los aspectos jurídicos de la Información. Ya no sólo actúa el infor-
mador al servicio del público, sino también en nombre del pú-
blico del que, además, forma parte. Con ello aumenta el grado de 
independencia con respecto a la empresa, por cuenta de la cual trabaja. 
El profesional no obra en nombre de la empresa informativa, como 
ocurría en la primera etapa; ni siquiera en nombre propio a través de 
la empresa y al servicio de la Información, como ocurría en la segun-
da. Ahora ostenta un a modo de mandato social y general tácito de la 
comunidad para que informe; y ha de obrar con arreglo a él dando 
verdadera información, con todas sus cualidades. Los medios de in-
formación van dirigidos al público; pero proceden, en una visible línea 
social, que influye indirectamente en una invisible línea jurídica, del 
mismo público. Esta nueva situación, que por insólita que nos parezca 
está empapando la doctrina iusinformativa y, por tanto, trascenderá 
más tarde o más temprano al ordenamiento positivo, se lee ya en los 
Códigos de deontología profesional, más paladinamente conforme a su 
cronología más reciente 35. 
La experiencia indica que esta concepción última, lógica y crono-
lógicamente, no deja de tener serios peligros para el mismo derecho 
a la información. En los países totalitarios, basta con equiparar la 
idea de público con la de Partido o con considerar que el representan-
te y protector del público es el Estado para que se verifique una su-
plantación que yugula un proceso gestado con esfuerzo y con riesgo 36. 
Pero, cuando esta falsa ecuación no ha tentado al Poder público, la 
idea universalista de la Información muestra unas posibilidades jurí-
dicas fecundas, tan sólo inicialmente desarrollas. No es la menor la no 
destrucción de los supuestos de las etapas anteriores, sino su supera-
ción. Con respecto a la etapa empresarista porque la delegación en los 
sujetos cualificados se produce también -servatis servandis- en los 
o~ganizados, sobre todo en las empresas. No segrega al informador de 
la empresa, antes bien contribuye a fundir la actividad propia de uno 
y otra hasta el punto de que solamente a efectos analíticos es posible 
su disección teórica. En otras palabras, confirma la teoría de la em-
municación y los mass media, Bilbao, 1975, págs. 156-157. Véase también mi tra-
bajo La documentación, derecho humano, Madrid, 1976. 
35. Véase GRINPAS, J., Des problemes ... une solution, en «Notre Temps», 1, 
1972, págs. 6-7. 
36. Véase mi libro La función de informar, cit., pág. 85 a 87. 
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presa informativa como un todo unitario comprensivo de la complitud 
de sus elementos: organizativos, económicos y humanos. 
Con respecto a la etapa profesionalista porque no anula la libertad 
del informador, sino que la refuerza al otorgarle una legitimación que 
trasciende al propio informador y evita la fácil inculpación de que es 
juez y parte. No delega en él el modo de informar, sino el desempeño 
. de la función informativa. Función que el informador ha de desempe-
ñar bien para cumplir con la delegación. Pero ha de desempeñarla 
libremente. La delegación tácita de la facultad de informar, para que 
sea eficaz, ha de respetar la personalidad del periodista como núcleo 
de responsabilidad; su ética profesional individual como proyección 
personal del ethos de la profesión; su conciencia, en fin. 
Todo esto nos lleva a advertir que la Información, «ese eruptivo 
fenómeno de nuestro siglo», como le ha llamado Voyenne 37, está en 
las vísperas de una epifanía en la que, aunados los adelantos técnicos 
con los jurídicos, se nos mostrará de modo muy distinto a 10 que 
solía. 
1.3. SIGNIFICADO DE LA CLÁUSULA DE CONCIENCIA. 
El esquema en el que se sustenta el recorrido histórico acerca del 
entendimiento en la información nos ha mostrado el momento preciso 
en que la cláusula nace y el ambiente doctrinal en que aparece. Pero, 
además, si consideramos que la rápida sucesión de las tres etapas se 
ha producido de un modo evolutivo, sin traumas, para corregir un 
planteamiento imperfecto en su origen -en último término, la sustitu-
ción de la libertad de informar por el derecho a la información-, ha 
dejado claro también que la cláusula de conciencia ha tenido un fun-
damento real en su aparición. El análisis de la estructura jurídica de 
la cláusula nos lo confirmará desde su propio núcleo. Antes de entrar, 
empero, en el problema de la naturaleza jurídica, conviene completar 
la sucesión cronológica de la historia con su alcance institucional. Una 
y otra dimensión, conjugadas, nos dan la significación de la cláusula 
en su referencia a la efectividad del derecho a la información. 
La cláusula de conciencia fue exigida, en su momento, por las 
organizaciones internacionales y por los periodistas con argumentos 
incontestables. Las consecuencias efectivas que ha producido su esta-
37. VOYENNE, B., Le droit a l'information, París, 1970, pág 15. 
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blecimiento convencional, legal o jurisprudencial han venido, no sólo 
a confirmar, sino a reformar y ampliar tales motivaciones. 
Naturalmente, el establecimiento y eficacia jurídicos de la cláusu-
la solamente son viables en un contexto político-social que permita el 
libre ejercicio del derecho a la información con todas sus consecuen-
cias, entre ellas el derecho a mantener y comunicar libremente ideas 
y opiniones. 
1.3.1. El fundamento de su exigencia. 
En el momento histórico en que la cláusula aparece, y en el con-
junto de la relación jurídica a que medularmente afecta, la cláusula 
de conciencia se defiende con razones desprendidas del derecho infor-
mativo profesional. La misma referencia a la conciencia del informa-
dor así lo exige. El origen concreto de la cláusula de conciencia en 
cualquier ordenamiento jurídico obedece, siempre, a una reivindica-
ción profesional. 
En el informe acerca de las condiciones de trabajo y de vida de 
los periodistas, publicado por la o. 1. T. en 1928 38, antes de someter 
a examen la legislación comparada, se exponen unos argumentos que 
emanan, en último término, de que el problema que la cláusula viene 
a resolver «está ligado a la naturaleza misma del trabajo periodísti-
co» 39. Esta especial naturaleza resulta de que el trabajo del periodista 
es «un trabajo de un carácter muy personal que moviliza en su activi-
dad sus propias opiniones políticas, religiosas, morales» 40. «Existe así 
en el periodismo, entre el individuo y su tarea, entre la personalidad 
del hombre y la producción profesional, relaciones tales que no se pue-
de, en la mayor parte de los casos, modificar el carácter de esta pro-
ducción sin atentar, al mismo tiempo, contra la conciencia íntima del 
productor» 41. Si esto ocurre, se produce al periodista un «daño mate-
rial y moral» 42. 
La cláusula de conciencia debe abarcar, según el informe, tanto el 
caso en que «la orientación general del periódico sea modificada de 
38. BUREAU INTERNATIONAL DU TRAVAIL, Les conditions de travail et de vie 
des journalistes, Ginebra, 1928. 
39. Ibid., pág. 79. 
40. Ibid., págs. 79-80. 
41. Ibid., pág. 80. 
42. Ibid., pág. 81. 
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tal manera que el periodista en cuestión se sienta comprometido» 43, 
cuanto el supuesto en que «un director mande a un periodista prestar 
algún servicio contrario a la moral» 44. Y, comprende, según confirma..-
ría más tarde la Jurisprudencia francesa 45, incluso a los profesionales 
que desempeñan trabajos de «carácter neutro» 46 en el periódico, tales 
como «la crítica de arte, la crítica teatral, los deportes, etc.» 47. 
En el extremo de la argumentación se vuelve a insistir en el carác-
ter natural, del problema y de su solución, en el mundo periodístico: 
«es natural que un hombre fiel a sus principios no quiera distinguir 
sus opiniones de las del periódico en el que colabora y que considere 
como contraria a la conciencia y al honor la proposición de sostener 
y mantener unas ideas que se encuentran en desacuerdo con las 
suyas» 48. 
La exposición de motivos de la Proposición de Ley relativa al Es-
tatuto profesional de los periodistas 49 sitúa el problema en el ámbito 
de la función propia del informador. «La misión del periodista -sea 
tomado el término en su sentido estricto o en su sentido amplio- es 
primordial en la sociedad contemporánea. Su acción intelectual y mo-
ral, su influencia sobre la opinión y, en consecuencia, sobre el desarro-
llo de los acontecimientos, sobre la evolución de las costumbres, pre-
sentan una importancia que nadie discute». Estamos en plenas ideas 
de la etapa profesionalista. Los periodistas, que deberían tener la doble 
protección de las leyes sobre el derecho de autor y de las normas la-
borales -sostiene la exposición- carecen de una y de otra. Entre 
otras razones, porque no tienen posibilidad de acceso al propio perió-
dico, en el que trabajan, para defender sus derechos. «Singularidad 
irónica: los periódicos no son para los periodistas». De todo ello se 
deduce que «los periodistas están más cualificados que los demás tra-
bajadores para que, en su provecho, nuestra legislación de trabajo ins-
criba las cláusulas protectoras de los derechos de la conciencia». 
El dictamen de Grunebaum-Ballin 50 había sentado ya la premisa 
general: «En el curso de la ejecución de un contrato de arrenda-
43. ¡bid., pág. 80. 
44. ¡bid., pág. 80. 
45. Sentencia del Tribunal de casación de 9 de noviembre de 1961. 
46. ¡bid. 
47. Les conditions, cit., pág. 80. 
48. ¡bid., pág. 80. 
49. Sesión de 28 de marzo de 1933, en Annexe n.· 1653 de «Documents Par-
lamentaires-Chambre» . 
50. Reproducido en la Proposición de Ley y en el Informe Brachard 
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miento de servicios, todo trabajador se puede encontrar en la tesitura 
de exigir la ruptura o la suspensión de un convenio cuya ejecución apa-
recería como netamente contraria a su honor, a su reputación, a su 
dignidad, a su conciencia moral». El supuesto del periodista se con-
formaba perfectamente con la previsión general, más perfectamente 
-dadas las características de la actividad periodística- que los de-
más profesionales. 
Brachard, en su célebre Rapport 51 podría, pues, sentenciar tajan-
temente: «lo que nosotros llamamos «cláusula de conciencia» es una 
de las disposiciones que los periodistas consideran capitales y sin la 
cual declaran que no puede haber salvaguarda eficaz para su digni-
dad». El periodista no puede tener «la más mínima responsabilidad 
·en la cesión de su periódico o en la nueva orientación que se le ha 
dado». 
1.3.2. La cláusula de conciencia como definidora de un derecho 
intelectual y moral. 
Algunos comentaristas posteriores a la Ley de 1935, como Blin, 
Chavanne y Drago o Hanotiau 52, niegan la naturaleza de derecho mo-
ral al que surge como causa de la cláusula de conciencia. Por derecho 
moral entienden el que constituye uno de los aspectos analíticos del 
,derecho de autor; y no reconocen la analogía entre uno y otro. Los 
predecesores del establecimiento de la cláusula en la legislación fran-
cesa lo sostuvieron unánimemente. El tema es nuclear para la cláusula 
de conciencia y justifica la atención que le prestemos. 
Grunebaum-Ballin, en una parte de la carta a Georges Bourdon que 
reproduce la exposición de motivos de la proposición de ley francesa, 
observa con agudeza: «La noción de derecho moral que, desde hace 
medio siglo, ha tomado, gracias a la jurisprudencia y a la doctrina, 
un lugar importante en la materia del derecho de autor .. . no pertenece 
en realidad, específicamente, al dominio del derecho del autor», sino 
también a otros trabajadores. Los ejemplos, empero, que el autor 
francés propone -el de los artistas teatrales- indican que sí se trata 
de un derecho de autor o de lo que la moderna doctrina -de modo 
51. Sesión de 22 de enero de 1935, en Annexe n.O 4516 de «Documents Parla-
rnentaires-Chambre». 
52. BLIN, H., CHAVANNE, A., y DRAGO, R., Traité du droit de la Presse, París, 
1969, págs. 530-531. HANOTIAU, M., La clause de conscience des journalistes, en el 
"Volumen Publics et techniques de diffusion collective, Bruselas, 1971, págs. 140-141. 
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no muy acertado-llama «derechos vecinos» 53 a los derechos de autor. 
No se trata, por tanto, de que el derecho moral sea propio de trabaja-
dores o mentefactores que no sean autores en sentido estricto de crea-
dores únicos de obras literarias o artísticas, sino de que es propio de 
todo trabajo que supone una creación intelectual de cualquier especie. 
La cláusula de conciencia se inscribe así en el doble marco protector 
que la exposición de motivos de la proposición de ley exigía para el 
periodista: la del derecho del trabajador y la del derecho del autor. Y, 
en uno y otro marco, como derecho moral. 
El informador es, en efecto, un trabajador. Salvo los casos excep-
cionales, como los del pigiste o el del free-lance, su misión se cumple 
precisamente en el seno de una empresa informativa, en la que parti-
cipa y de la que forma parte; pero cuya causa determinante es, preci-
sa y exclusivamente, el contrato de trabajo periodístico. Pero el in-
formador es un profesional liberal, calificación que, en ocasiones, ha 
defendido a ultranza y, en otras, ha preferido acallar con el fin de pro-
tegerse en el Derecho del Trabajo. Nadie niega que es un profesional 
liberal el médico, el abogado o el ingeniero de empresa, aunque preste 
su trabajo liberal a cambio de una remuneración fija. Hay que partir 
de que las posibilidades operativas del hombre son tan extraordinaria-
mente complejas que las modernas teorías del trabajo 54 consideran 
insuficientes las clasificaciones bidimensionales -como profesión 
liberal y asalariada- y las sustituyen por otras en las que se tienen 
en cuenta, simultáneamente, factores numerosos y muy diversos, como 
el campo de actividad, el nivel de los estudios previos, la función 
desempeñada y su graduación, la organización de que se depende, etc. 
Por otra parte, en un sentido estricto como el que emplea Millán Pue-
lles 55, saber liberal es aquel que se busca a sí mismo o se consuma en 
53. De la doctrina ha pasado a la legislación: Tít. 11 de la Ley británica de 
5-XII-56; Capítulo V de la Ley sueca 30-XII-60. Véase DESBOIS, H ., Le droit d'auteur 
en France, París, 1966, págs. 193 a 209. En algún caso se emplea la expresión 
«derechos conexos», así STRASCHNOV. G., Le droit d'auteur et les droits conexes en 
radiodiffusion, Bruselas, 1948; aunque sin persistir en ella: STRACHNOV, G. ; BERGS-
TROM, S.; GRECO, P., Protection internationale des «droits voisins», Bruselas, 1958. 
54. Véase, por ejemplo, ROE, A., A new classification of occupations, en «Jour-
nal of counselor Psychologie», 1, 1954, págs. 215 a 220; SUPER, D. E., Psicología 
de la vida profesional, Madrid, 1962, págs. 57 a 76. 
55. MILLÁN PUELLES, A., La función social de los saberes liberales, Madrid, 
1961, págs. 10 a 13 y 106 a 113. Véase también HARTLEY, A. , Journalism and the 
Intellectual, comunicación multicopiada al Simposio sobre objetividad en los me-
dios de comunicación de masas, París, 1974; y VOLRAD DENEKE, J . F., Journalis-
mus-ein freier Beruf? en «Publizistik», 3, 1958, págs. 129 a 148. 
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sí mismo, sin una aplicación práctica, lo que no quiere decir que no 
tenga una función social. No obstante, en los momentos actuales, to-
davía se emplea divisiones dicotómicas como la que opone profesio-
nes liberales a profesiones mecánicas, considerando a las primeras 
como las que implican la utilización de facultades intelectuales y a las 
segundas como aquellas en las que predomina el esfuerzo muscular o 
manual 56. No se tiene en cuenta, en estos casos, el ingrediente de la 
dependencia. Dependencia que, en el supuesto del periodista, es rela-
tiva o meramente técnica. Ya hemos experimentado, como una de las 
pruebas de esta condición liberal del trabajo del informador, el hecho 
de que el servicio prestado en la empresa no es un servicio a la em-
presa, sino a la Información. Otra prueba puede encontrarse en la res-
ponsabilidad, sea efectiva, es decir jurídica; sea simplemente moral, lo 
que se traduce en el sentido de responsabilidad que el informador 
tiene o ha de tener y que es consecuencia de su libertad 57. Finalmente, 
la misma condición de trabajador intelectual produce una situación de 
independencia moral 58. Procede obtener otras consecuencias que se 
viertan en la naturaleza del derecho que estudiamos. 
La independencia, que hemos visto que el periodista no cede al 
comprometerse a la prestación del trabajo periodístico, no se da como 
algo flotante, sin radicación en alguna realidad, que no es otra que 
la libertad del espíritu que es propia del profesional liberal. Esta li-
bertad del espíritu solamente tiene cabida si la actividad del profe-
sional es una actividad espiritual en el sentido más natural de la pala-
bra, pero también en su acepción más omnicomprensiva. El trabajo 
espiritual del informador es, por una parte, trabajo intelectual. No es 
necesario justificarlo. El trabajo espiritual del informador es, por otra 
56. Véase, por ejemplo PERPIÑA RODRÍGUEZ, A., voz Profesión, en a.E.R., to-
mo XIX, Madrid, 1974, págs. 224-225. En relación con la profesión periodística, 
siguen los autores acogiendo criterios de clasificación antiguos, así: HANOTIAU, M., 
Le statut juridique du journaliste belge en «Techniques de diffussion collective», 
1.6, 1969, págs. 5 y ss. 
57. LELOUP, o. C., pág. 181; MORGERSTERN, F., Responsabilidad civil de los tra-
:tJajadores por daños ocasionados en el curso de su empleo, en «Revista Interna-
cional del Trabajo», 93, 1976, págs. 351 a 363. 
58. HANOTIAU, M., o. C., pág. 149. Son importantes dos trabajos que tienen el 
mismo título, La jouissance et l'exercice des droits intellectuels appartenant a des 
employés et a des fonctionnaires y están publicados en el mismo número de la Re-
vista «Etudes de Droit contemporain», XV~III, 1959, debidos a DESBOIS, H., págs. 
113-130 y WEISS, R., págs. 131-140; y el de CURVILLIER, R., El trabajo y los traba-
jadores intelectuales ante las ideas y la práctica sociales, en «Revista Internacional 
del Trabajo», 89, 4, 1974, págs. 323-351. 
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parte, un trabajo moral. Hace entrar en vibración, no solamente el 
esfuerzo y las cualidades y calidades intelectuales del hombre que pro-
fesionalmente informa; sino también su esfuerzo y sus cualidades y 
calidades morales. Y esto por una razón inadvertida, quizá por lo evi-
dente: el informador cuando informa está ejercitando la virtud moral 
de la justicia, en su aspecto natural, sobre el que se edifica, para el 
creyente, el sobrenatural. Basta con recordar la definición romana, pa-
gana, de justicia, que procede de Ulpiano y que recogió toda la doctri-
na jurídica y moral católica, según la cual la justicia consiste en dar 
a cada uno lo suyo. Lo suyo, que precede al acto de justicia, es el de-
recho en su acepción subjetiva. La justicia es así el modo adecuado 
de realización del derecho. Es derecho de «todo hombre» la informa-
ción. Informar es dar lo suyo al público, llevar a cabo un acto de 
justicia que realiza el derecho a la información. En otro lugar he 
tratado esta materia más por extenso para necesitar aquí otra cosa 
que su referencia esquemática 59. Procede, a partir de este esquema, 
llevar a cabo otro intento de profundización. 
El trabajo intelectual del periodista es trabajo creador o recrea-
dar: in-formar, poner en forma, ya es crear, por lo menos, el modo 
de comunicar la realidad. No se diferencia sustancialmente del trabajo 
del autor. Podemos comprobarlo por otra evidencia, ya demostrada. El 
derecho del autor solamente puede caracterizarse como derecho de 
autor, no como propiedad intelectual que constituye una adherencia 
histórica de la que se van desprendiendo las legislaciones más moder-
nas. y el derecho de autor solamente se comprende como el ejercicio 
de una de las facultades del derecho a la información: la facultad de 
difundir 60. Facultad que no es libertad, sino ejercicio libre del dere-
cho a difundir o de uno de los aspectos posibles del derecho a la in-
formación. El derecho de autor es un derecho de naturaleza intelec-
tual, por supuesto; pero también de naturaleza moral según una opi-
nión unánime de la doctrina que ha admitido, sin excepción, el derecho 
moral del autor, al menos con la misma envergadura que el derecho 
crematístico. En lo que no ha estado unánime la doctrina es en la fun-
damentación y caracterización de este derecho moral por empeñarse 
en vincularlo exclusivamente a la personalidad del autor. El derecho 
moral del autor es, efectivamente, un derecho, como todos, radicado 
en el núcleo personalista del autor; pero no ejercitable de modo ca-
59. Véase mi libro La función de informar, cit., 1976, págs. 160 a 188. 
60. Véase mi libro, La información como derecho, cit., págs. 112 a 115, es-
pecialmente. 
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prichoso. Unicamente puede ponerse en movimiento cuando su efec-
tividad es más favorable al público que su inmovilidad. El autor pue-
de, por ejemplo, arrepentirse de su creación y, en consecuencia, sus-
traerla -compensaciones económicas aparte- de la corriente difu-
sora. Pero solamente cuando llega a la convicción de que, con su crea-
ción difundida, ha producido un daño al público, daño moral o daño 
meramente artístico. Tal convicción es subjetiva, pero se produce en el 
sujeto por referencia a sus efectos objetivos. La convicción que lleva 
al autor a arrepentirse porque ha incumplido su obligación moral de 
justicia con un público indeterminado y personal, se origina en una 
facultad del autor que llamamos conciencia. 
El fenómeno no es distinto en el informador profesional. Entre 
otras razones, por dos. Porque el informador profesional es un autor 
que hace de la creación intelectual su oficio. y porque la mecánica 
interior y la referencia exterior -subjetiva y objetiva, respectivamen-
te- es la misma en uno y otro caso. Lo que distingue al autor del 
informador es su grado de profesionalidad o el que el informador ac-
túe como profesional o no. Por lo demás, su menester tiene, en ambos 
casos, una dimensión doble, intelectual y moral. El punto en donde 
esa doble dimensión se bifurca constituye el lugar geométrico del de-
recho que nace de la cláusula de conciencia. En otras palabras, es el 
punto de apoyo donde descansa su estructura jurídica, conforme vere-
mos en su lugar oportuno. La calificación de derecho moral la había 
dado claramente Brachard quien consideraba que, como consecuencia 
del derecho moral, con la cláusula de conciencia se daban los dos tipos 
de garantía: el material y el moral. Después de promulgada la ley de 
1935 también se lo otorga, sin duda, Lachaze: ({la Ley nueva consagra 
expresamente para el periodista la noción de derecho moral» 61. Por su 
parte Leloup encabeza el tratamiento de la cláusula de conciencia con 
el epígrafe: «La influencia del derecho moral sobre el contrato de 
trabajo» 62. 
1.3.3. La cláusula de conciencia como elemento desencadenan te. 
No son muy distintas las calificaciones que, del derecho ínsito en 
la cláusula de conciencia, han dado los comentaristas posteriores a 
61. LACHAZE, M., Oomentario a la Ley de 29 de marzo de 1935, en «D.P.», IV, 
56, 1936, pág. 15. 
62. LELOUP, J.-M., Le journal, les journalistes et le droit d'auteur, París, pág. 
177. El mismo sentido en LINDON, R., Les sociétés de rédacteurs, en «Jurisclasseur 
Periodique», 1966, n.O 1981. 
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su consagración legal. Tampoco las razones que apoyan la existencia 
y perdurabilidad de la cláusula de conciencia. En último extremo, es la 
dignidad personal y profesional del periodista. Pero, desde esta segura 
base de partida, que supone la radicación en la naturaleza humana, la 
cláusula de conciencia ha generado la creación de unas circunstancias 
que han trascendido a la empresa informativa, al público y a la In-
formación misma en cuanto institución. 
Ya Brachard hacía ver en su informe que el proyecto de ley que 
proponía la cláusula de conciencia, entre otras medidas, aseguraba que 
la empresa periodística fuese libre frente a sí misma. Una concep-
ción integral de la empresa como organización que incluye unos ele-
mentos reales y otros personales, entre ellos los trabajadores, puede 
asegurar, en el caso concreto de la empresa informativa, el equilibrio 
entre la potencia económica y la intelectual. La cláusula ha asegurado 
históricamente la independencia de los profesionales, efectiva o poten-
cialmente. La mentalidad que la existencia de la cláusula creó en los 
empresarios y, sobre todo, en los periodistas, pudo dar lugar -cuando 
concurrieron otras circunstancias externas 63_ a las sociedades de re-
dactores. Lindon vio claramente la relación genética entre una y otra 
institución 64. Las sociedades de redactores con todos sus inconvenien-
tes, nacidos más de las soluciones formales concretas que han adopta-
do que de la idea sustantiva en que se basan, han asegurado el equili-
brio recíproco entre dos de los sujetos del proceso informativo: el 
profesional y el empresarial o, en términos más omnicomprensivos, el 
cualificado y el organizado. Tal situación compensatoria de sus respec-
tivos poderes sólo ha podido favorecer al tercer sujeto: sujeto univer-
sal o público. 
De ahí que la cláusula de conciencia no haya detenido sus efectos 
favorablemente desencadenan tes en la empresa informativa. Un tercer 
miliario, que afecta ya a la sociedad entera, ha sido el de los distintos 
dispositivos en que se ha estructurado el autocontrol de la actividad 
informativa. La extensión dedicada al tratamiento de este tema en otro 
lugar, me releva de insistir en él 65. 
63. Informe sobre los problemas planteados por las sociedades de redactores 
en Francia, versión castellana del Rapport Lindon, Madrid, 1971, págs. 7 a 15. 
64. LINDON, R., loe. cit. Véase también PAYSANT, A., La forme juridique des 
entreprists de presse et la protection de apporteurs d'idées, en «Droit Social», 4. 
1967, págs. 213-223. 
65. Véase mi libro El auto control de la actividad informativa, Madrid, 1973. 
especialmente págs. 84 a 89. 
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El ciclo se cierra, en un último avance, con la idea de que la In-
formación es un servicio de interés público, esté desempeñada por en-
tidades públicas o por entidades privadas. También me he ocupado del 
tema en sus distintos aspectos, lo que me absuelve de detenerme aquí 
en su tratamiento 66. Pero sí es conveniente insistir en dos rasgos en 
los que se ve claramente la impronta del mismo sistema ideológico que 
desembocó en la cláusula de conciencia. 
En primer lugar, que la consideración deja Información como 
función pública da la clave para la solución de muchos problemas en 
los que, hasta el momento, se partía tan sólo de los datos proporcio-
nados por el estudio de los poderes públicos a partir de Montesquieu. 
El cambio de mentalidad que supone el considerar las limitaciones a 
la información 67, como excepciones al principio general favorable a 
toda información, tiene un alcance esencial que no se limita a un mero 
asunto terminológico. En esta misma línea esencial está el conjunto 
de deberes, obligaciones, derechos y facultades en que se ramifica el 
deber profesional de informar, al que, sucintamente, he de referirme 
más adelante. Problemas como el secreto oficial, o el judicial, la inti-
midad o el orden público, por citar solamente algunos, quedan así 
perfectamente localizados por las coordenadas de sus premisas para 
que puedan tener una adecuada solución jurídica. Uno de estos pro-
blemas es, precisamente, el del secreto profesional del informador, in-
comprensible e insolucionable sin encuadrarlo en las mismas ideas 
cardinales en que se encuadra la cláusula de conciencia 68. 
En segundo término, cuando el hombre, el mundo, la vida, la his-
toria, la sociedad o el derecho se están queriendo explicar como pro-
cesos comunicativos, el núcleo de la cláusula de conciencia de los 
comunicadores adquiere una fuerza configuradora impresionante. La 
trascendencia social y política del trabajo del comunicador es enorme 
en la medida en que se garantice su dignidad personal y su indepen-
dencia. La independencia del informador es la que, conjugada con el 
derecho del sujeto universal, puede garantizar la libertad de la Infor-
mación: «La prensa es libre cuando no depende de la potencia o del 
poder gubernamental, ni de los resortes del dinero, sino de la con-
ciencia de los periodistas y de los lectores» 69. La cláusula de concien-
66. Véase mi libro La función de informar, cit., pág. 14. 
67. Tómese como ejemplo la del controvertido artículo 2.° de la Ley de Pren-
sa e Imprenta vigente en España. 
68. La relación entre cláusula de conciencia y secreto profesional del perio-
dista en LELOUP, J.-M., o. c., pág. 182. 
69. Rapport LINDON, cit., pág. 16. 
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cia viene a ser la radical aseguradora de un pluralismo informativo 
que es imprescindible para la existencia de un pluralismo político pro-
piamente tal 70. Piénsese en la trascendencia que, en estos momentos, 
puede tener, a lo largo de una coyuntura de cambio como la nuestra, 
la inclusión de la cláusula de conciencia en nuestro ordenamiento ju-
rídico. 
1.4. NATURALEZA JURíDICA DE LA CLAUSULA DE CONCIENCIA. 
Una situación histórica determinante de la cláusula de conciencia, 
pero todavía en evolución, sin que haya podido desarrollar toda la 
energía potencial que conlleva, y una significación institucional tras-
cendente imponen, en efecto, no quedarse en la corteza del texto de la 
ley. De una ley, por otra parte, no española, que solamente podría ser-
virnos de referencia comparada; o, todo lo más, para despertar la ex-
pectativa de trasplante a nuestro ordenamiento jurídico. En todo caso, 
la ley, extranjera o nacional, tiene como finalidad propia regular la 
realidad, no definirla. La definición de cualquier fenómeno real con 
trascendencia jurídica puede hacerse a partir de su regulación positiva 
cuando ésta salta al mundo legal de un modo más o menos súbito, sin 
tiempo para su decantación dogmática; o puede hacerse previamente, 
por la observación directa del fenómeno en vivo, en toda su patente 
materialidad, sin que exista una mediatización a través de su formali-
zación legislativa. En momentos de máxima hiperestesia normativa, se 
ha visto clara esta misión de la Ciencia del Derecho 71. Esta misma 
misión tiene una Ciencia como el Derecho de la Información todavía 
descompensada con respecto al caudal legislativo que le corresponde 
valorar. Los principios jurídicos que han hecho cristalizar su estructu-
ra epistemológica han ido muy por delante de la elaboración de unos 
conceptos y de una terminología peculiares. 
No es momento de entrar en disquisiciones metodológicas; pero 
los excesos de la llamada Jurisprudencia de conceptos no han sido su-
ficientes para que, corrientes más realistas, desterraran el estudio de 
la naturaleza jurídica de las instituciones, en relación con el fin de 
70. Véase, por todos, SAUVY, A., L'information, elef de la démoeratie, en «Re-
vue frangaise de science politique», 1, 1-2, mayo 1951, págs. 26-39. 
71. «El cometido delicado de formular una teoría sobre la estructura de la 
relación ... puede quedar reservado a la doctrina», decía el Guardasigilli en la Re-
lazione al Re que acompaña al Proyecto de Código civil italiano de 1942. 
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contribuir a la realización de la justicia. El estudio de la naturaleza 
jurídica en ningún caso supone encerrar la institución en un concepto, 
representable expresivamente en una definición; sino que consiste en 
abrir las diversas vetas del filón de su riqueza jurídica que permitan, 
por una parte, una profundización en la búsqueda y los hallazgos cien-
tíficos; y, por otra, dejen siempre expedita la posibilidad de progreso 
jurídico en la institución de que se trate. La verdadera investigación 
no es la que contesta a todas las preguntas que, como hipótesis, se 
pueden plantear; sino la que, al paso de las respuestas, va sembrando 
el intelecto de preguntas nuevas, de nuevas incitaciones a la búsqueda 
de fórmulas inéditas a las que unas líneas de conceptuación homogé-
neas permitirán encontrar unas soluciones congruentes. 
El simple planteamiento de la naturaleza jurídica con este signo 
aperturista, aconseja no centrarse tan sólo en uno de los caracteres 
de la institución; sino comenzar por una catalogación, si no exhausti-
va, suficiente, de puntos de partida sustantivos para orientar nuestra 
reflexión con buen rumbo, después de haber dejado ya calificado como 
derecho moral e intelectual al que legitima la consagración jurídica 
positiva de la cláusula de conciencia para subrayar su trascendental 
significado jurídico. No es ocioso anticipar, ya en otra dirección, que 
se trata de una cláusula implícita en todo contrato laboral informa-
tivo. Ir adentrándonos en los perfiles esenciales que emanan de esta 
realidad evidente, implica una primera aproximación a través del aná-
lisis formal de 10 que es una cláusula y de cómo y dónde se presenta 
la llamada cláusula de conciencia. 
El sentido etimológico de la palabra cláusula nos la hace equiva-
lente a conclusión. Sustantivo latino derivado de claudere, cerrar, el 
vocablo cláusula tiene dos posibles definiciones, gramatical y jurídica, 
que son complementarias. 
Gramaticalmente, cláusula significa un «conjunto de palabras que, 
formando sentido cabal, encierran una sola proposición o varias ínti-
mamente relacionadas entre sí», según define el Diccionario de la Real 
Academia de la Lengua. Cláusula es un texto gramaticalmente comple-
to, que redondea o concluye un significado en sí mismo, independien-
temente de las connotaciones con otros textos aledaños en la oración. 
La cláusula es algo que puede estudiarse en sí misma, en su texto; y 
en la situación verbal en que reposa, en su contexto. 
De ahí que, jurídicamente, la cláusula costituye también la expre-
sión de cada una de las disposiciones de un negocio jurídico que cie-
rran, en su mismo texto, una decisión, unilateral o bilateral. Decisión 
que tiene vida en sí misma considerada, como efecto de la voluntad 
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del sujeto o de los sujetos que en el negocio intervienen. Pero que, en 
el conjunto de decisiones o pactos, no puede estar en contradicción 
con las demás disposiciones del negocio jurídico por un principio evi-
dente de coherencia intrínseca. Tampoco puede suponer un elemento 
que se oponga al fin objetivo de aquel negocio o al fin subjetivo que, 
sin oponerse a aquél, se propongan las partes. En otras palabras, al 
finis operis y al finis operantis, que constituyen las dos vertientes de 
la llamada causa de los negocios jurídicos 72. La cláusula es, pues, el 
elemento de comunicación de una decisión de voluntad que tiene sen-o 
tido completo y cerrado, en sí misma considerada; pero que constitu-
ye un eslabón en la cadena homogénea de decisiones que constituyen 
la ley privada de una relación jurídica determinada. Para conocer toda 
su virtualidad, en consecuencia, es preciso su estudio interno, el de sus 
conexiones, en el conjunto del negocio normativo y el de la global re-
lación jurídica normada por el negocio creador. Quedan así claras las 
posibilidades interpretativas de todas y cada una de las cláusulas, se-
gún lo expresa el artículo 1.285 del Código civil: «Las cláusulas 
de los contratos deberán interpretarse las unas por las otras, atri-
buyendo a las dudosas el sentido que resulte del conjunto de todas». 
La cláusula se presenta como un elemento sustentador de la rela-
ción jurídica en un triple sentido: en sí misma considerada; en cuan-
to puede ser completada interpretativamente por las demás cláusulas; 
y en cuanto contribuye a integrar el sentido completo de la relación 
por la interpretación de sus propios términos en conjunción o en com-
petencia con los de las demás. 
Inserta en el negocio normativo de una relación jurídica, se inte-
gra, además, en la corriente significativa cuya dirección señala el prin-
cipio ordenador que preside la relación misma. Principio que, si bien 
es el elemento jurídico fundamental de la relación, una vez establecida, 
ha estado o ha debido estar, sin embargo, condicionado en su génesis 
por el objeto propio de la relación. Que, en nuestro caso, es el trabajo 
informativo o, más expresivamente, el trabajo al servicio de la Infor-
mación. Este modo de expresarse nos dibuja, por otra parte, la causa 
objetiva o finis operis de la relación laboral en que interviene, en 
cuanto tal, un informador: de nuevo, la Información. La cláusula de 
conciencia realizará todo su sentido jurídico en tanto contribuya a 
hacer más auténtica y eficaz la Información. 
72. Véase mi trabajo Una relección sobre la causa, en «Anuario de Derecho 
civil», VIII, I1, 1955, especialmente páginas 525 a 528; CASTRO y BRAVO, F. de, El 
negocio jurídico, Madrid, 1967, págs. 179 a 183. 
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1.4.1. Creación legal y derecho necesario. 
Ya ha quedado avanzado que la cláusula de conciencia es una 
cláusula implícita, por mandato legal, en el contrato de trabajo que 
sirve de lex privata a la relación laboral informativa. Antes de seguir 
adelante es necesario aclarar una aparente contradicción. Para definir 
lo que es una cláusula en general la hemos considerado como con~ 
tinente de una decisión de la voluntad, que sirve precisamente de ins-
trumento para su comunicación. El derecho no es otra cosa que un 
conjunto de comunicaciones que establecen, modifican o destruyen 
nexos entre personas. La cláusula es una de las formas de comunicar-
se, cuando el contenido que encierra ha de ser explicitado. 
En ocasiones, empero, la cláusula puede estar implícita en el ne-
gocio que da lugar a la relación. Y esto en virtud de dos fenómenos 
en cierto modo opuestos. Uno, porque por vía interpretativa y dentro 
de la coherencia sistemática de la relación misma, la cláusula se destile 
del conjunto del negocio como una conclusión acorde con el fin jurí-
dico del mismo. Otro, porque la quiebra del principio absoluto de 
autonomía de la voluntad haya dado lugar a la introducción de cláusu-
las en los contratos, además de por vía convencional y por vía inter-
pretativa, por vía legal 73. La oposición ante el modo legal de instaura-
ción de la cláusula y el modo interpretativo, e incluso el modo con-
vencional, se refiere tan sólo a su modo de creación, no a su naturaleza 
y eficacia normal una vez creada. Por el contrario, muchas de las cláu-
sulas que han llegado a ordenarse por la ley, han sido destinadas pre-
viamente como conclusión interpretativa o se han consolidado en los 
negocios jurídicos por el conocido proceso de constituir cláusulas nor-
males y cláusulas de estilo, sucesivamente. 
La cláusula de conciencia ha aparecido en el ordenamiento ju-
rídico francés por mandato de una ley. Nada se opone, sin embargo, 
a que se incluya libremente en la contratación -individual o colecti-
va- de trabajo informativo; o a que una interpretación judicial, doc-
trinal o usual la considere implícita en este tipo de relaciones jurídi-
cas 74. Su eficacia, o el alcance de su puesta en práctica, hubiera sido el 
73. La enumeración no es exhaustiva. Además de la vía convencional bilate-
ral ha podido existir la vía convencional colectiva, el acuerdo corporativo, el esta-
blecimiento unilateral, que convertiría el negocio en un contrato de adhesión, etc. 
74. Siempre, naturalmente, que no se dé oposición con otra norma de sup~ 
rior jerarquía y que no resulte un elemento extraño en el ordenamiento jurídico. 
Véase el Informe de la O.I.T. citado, especialmente páginas 81 a 90. 
42 JOSE MARIA DESANTES GUANTER 
mismo. La ley, sin embargo, al establecerla de una vez para siempre, 
sin que en Francia existiesen precedentes usuales, redujo al mínimo el 
ciclo de su gestación y dio una base jurídica firme para su trascen-
dencia posterior. 
La alteración del esquema romanista según el cual el negocio jurí-
dico ha de estar exclusivamente radicado en la autonomía de la volun-
tal, tanto en su génesis como en su posterior normativa, ha adquirido 
carta de naturaleza en la legislación comparada y ha dejado de extra-
ñar a la doctrina. Las obras de Josserand, Morin y Ripert 75, por citar 
exclusivamente autores de formación liberal, dejaron claras las moti-
vaciones justificativas de la intervención legal en el contenido mínimo 
obligatorio de determinados contratos, independizando de la eficacia 
normativa de los mismos, la voluntad creadora de su vínculo inicial. 
En sus primeros momentos, la prefiguración legal de la relación jurí-
dica vendría legitimada por la protección de la parte contractual más 
débil. Más tarde, para salvaguardar todos los valores objetivos que, al 
hilo de la exposición, ha quedado destacado que existen en la relación 
jurídica: su finalidad económico-social, su principio regulador como 
elemento sine qua non, su propio objeto. Si la Información como fun-
ción pública, en sus relaciones con las funciones políticas clásicas, pro-
duce variaciones en las resultantes de sus juegos de fuerzas, también 
este juego influye en ella y altera sus supuestos primigenios. La poten-
cia enorme que para la vida y la cohesión de la comunidad tiene la 
Información, justifica la regulación, por el poder legislativo, de las 
relaciones jurídico-informativas. No es necesario que abundemos aquí 
en esta justificación 76. 
Por el contrario, interesa destacar la proyección que la cláusula 
de conciencia tiene en cuanto producto inmediato de la ley, cualquie-
ra que hayan sido sus precedentes y motivaciones mediatos o inmedia-
tos. Los efectos normales de la cláusula de creación legal, no serán 
distintos en su eficacia de los de la cláusula de creación convencional 
o interpretativa. La cláusula se considera implícita en el sentido de 
75. JOSSERAND, L., De l'abus des droits, París, 1905; La «publicisation» des 
contrats. Paris, 1938; MOR IN, G., La loi et le contrat, la decadence de leur souve-
raineté, Paris, 1927; La révolte du Droit contre le Codeo La révision necessaire des 
concepts juridiques, París, 1945. RIPERT, G., La régle morale dans les obligations 
civiles, París, 1925; Le régime démocratique et le droit civile moderne, París, 1946; 
Le déclin du droit, París, 1949; Les forces creatrices du droit, París, 1955. Véase 
una visión de conjunto en SARAIVA, J. H., O problema do contrato, Lisboa, 1950. 
76. Véase GONZÁLEZ CASANOVA, J . A., o. c.; y mi libro La función de infor-
mar, cit. 
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que opera en la relación laboral informativa, hagan mención de ella 
los contratantes o no; no en el sentido de que no esté formulada, de 
modo más o menos perfecto. Cuando la cláusula haya de ponerse en 
movimiento, estando estructurada en un texto legal, operarán sus efec-
tos del mismo modo que si se hubiese configurado convencional o 
interpretativamente. En este supuesto, que es el que estudiamos, la 
publicación de la ley comunica de una vez por todas el contenido de 
la cláusula. Esta comunicación, acorde con el carácter de generalidad 
de la ley, evita que haya de repetirse en cada negocio la comunicación 
<lel contenido que la cláusula encierra, sin que por esa elisión sufran 
lo más mínimo sus efectos. Pero, además, estos efectos, en la cláusula 
legal implícita, tienen dos garantías externas de eficacia que no ten-
drían si fuesen convencionales o jurisprudenciales. 
Una de ellas es que la cláusula ha quedado legalmente establecida, 
,es decir, cristalizada en un texto legal y en unos términos que quedan 
ahí, consolidados en tanto que el texto legal no cambie y, por tanto, 
con una base de sustentación escrita y comunicada a la que la inter-
pretación ya no podrá sustraerse. Este basamento, inamovible legal-
mente en tanto legalmente no se mueva, no inmoviliza la vida, el 
desarrollo y el progreso de la cláusula puesto que, operante ésta con-
forme al texto legal, pueden evolucionar sus consecuencias de una ma-
nera intrínseca, por la misma fuerza normativa de su texto, o porque 
haya de aplicarse a una realidad que está en evolución. La cláusula de 
origen legal no inmoviliza su posible desarrollo, pero lo condiciona. La 
interpretación de la cláusula de conciencia no partirá de cero, ni ha-
brá de homogeneizar formulaciones dispares, sino que habrá de partir 
de un texto legal impuesto con toda la generalidad y la fuerza que la 
ley tiene en los ordenamientos jurídicos latinos. 
La segunda de las garantías es todavía más profunda. No se refie-
re solamente a la fijación primera y definitiva del texto de la cláusula 
por la ley, sino al valor jurídico mismo que tiene el hecho de que el 
texto esté inserto en una ley y al carácter específico de tal inserción. 
Esta segunda garantía se desdobla, a su vez, en dos aspectos comple-
mentarios. El primero, la obligatoriedad de la ley, reforzada en este 
caso por el hecho de que su inserción en la corriente histórica del 
fenómeno informativo y su legitimación objetiva y causal-más que la 
prohibición del desuso legal n_ la defienden de una posible desvirtua-
ción o puesta en práctica contraria. El segundo, el hecho de que el 
77. Véase VILLAR PALAst, J. L., Derecho administrativo, Tomo 1, Madrid, 1968, 
:págs. 509 a 523. 
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mismo contexto legal, la práctica y la doctrina la hayan considerado 
derecho necesario; y, por tanto, irrenunciable en sí y en sus conse-
cuencias de todo tipo. La cláusula de conciencia, a sus caracteres de 
cláusula implícita y determinada por la ley, añade el carácter de cláu-
sula cogente, de ius cogens, en la que no es posible la disposición vo-
luntaria o convencional que la evite, que eluda su potencial normativo 
o que palie sus efectos. 
1.4.2. Localización en la relación laboral informativa. 
El carácter de ius non dispositivum viene impuesto también por el 
doble hecho de que la «cláusula de conciencia» aparece en el Code du 
Travail francés y porque se refiere a uno de los diversos modos de 
extinción de una relación laboral, precisamente la periodística. Tanto 
formal, como materialmente, la cláusula legal implícita que estudia-
mos es una norma laboral, por una parte; informativa, por otra, con-
forme al doble carácter del periodista: deudor de una prestación de 
trabajo y cumplidor de una función social de interés público. 
Como norma que se desenvuelve en el relativamente nuevo campo 
del derecho propio del trabajo está sometida a los principios genera-
les de éste. Principios que, como regla común, derogan la autonomía 
de la voluntad. Sin pretender agotarlos, sí que es necesario exponer 
alguno de ellos en cuanto que su proyección en la cláusula de con-
ciencia nos permita adquirir una idea de su envergadura jurídica. 
El contrato de trabajo ha sido tradicionalmente un contrato de 
adhesión 78. En un primer estadio, el trabajador se adhería a unas nor-
mas emanadas exclusiva y discrecionalmente del empresario, bien es-
tablecidas previamente, bien a lo largo de la subsistencia de la relación 
jurídica. La adhesión, más tarde, es dúplice: tanto del trabajador co-
mo del empresario. La adhesión se verifica a una regulación contrac-
tual en parte impuesta por el Estado, en parte convenida entre un 
bloque de empresarios y un bloque de trabajadores. En conjunto, se 
ha experimentado una enérgica limitación de los poderes del empresa-
rio en la regulación previa y posterior al nacimiento de la relación 
laboral. 
El contrato de trabajo se presenta, pues, como un contrato hete-
rónomo, no solamente en sus trazos generales, sino también en sus de-
78. GARCíA DE HARO, R., La p08ición jurídica deZ trabajador 8ubordinado, Ma-
drid, 1963, págs. 54-55. 
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terminaciones específicas y concretas, una de ellas es la cláusula de 
conciencia. Las normas que lo constituyen no son meramente permisi-
vas, ni potestativas, sino preceptivas pan ambas partes contratantes: 
empresario y trabajador 79. Forzosas pará el primero, son irrenuncia-
bles para el segundo, aun cuando estén formuladas en su favor y aun 
cuando su renuncia no perjudique a terceros. El principio de irre-
nunciabilidad del operario, que el) nuestro caso se traduce en la irre-
nunciabilidad de la cláusula de co~ciencia, opera así en sentido distin-
to al que tiene en el derecho general. La irrenunciabilidad como prin-
dpio no limita, empero, la autonomía de la voluntad del periodista 
hasta el punto de que él pueda o no ejercitar la facultad de poner en 
funcionamiento la cláusula. El no poder renunciar nunca a ella, aun-
,que de hecho no la ejercite, deja siempre en su ma® la facultad de 
ejercitarla en cualquier momento. La heteronomÍa de la relación jurí-
dica de trabajo y su significado tuitivo, si bien se basan en la realidad 
y tienen, por ello, una fuerza vinculante excepcional, no llegan, sin em-
bargo, a una total automatización en la aplicación de sus normas o en 
el ejercicio de las facultades que definen. El contrato y la relación 
respetan siempre un último reducto de la voluntad en empresario y 
trabajador so. 
De estos principios de heteronomía, de irrenunciabilidad y de pro-
tección al trabajador derivan, empero, otros dos que pueden tener 
trascendencia para la efectividad de la cláusula de conciencia. Es el 
primero el de que las condiciones legales del contrato tienen el sentido 
de condiciones mínimas de trabajo y de su régimen jurídico en favor 
del trabajador. En otras palabras, son condiciones que en ningún modo 
pueden ser restringidas, ni empeoradas; pero que en todo caso pueden 
ser ampliadas, mejoradas o superadas para la parte laboral del con-
trato 81. La cláusula de conciencia, sus supuestos de aplicación y sus 
consecuencias han de dejarse, al menos, intactas en su formulación 
legal -como habrían de dejarse en su formulación paccionada-; pe-
ro pueden ampliarse y mejorarse en favor, precisamente, del perio-
dista. 
El segundo de los principios derivados es el que se conoce con la 
79. ALONSO GARCíA, M., Curso de Derecho del trabajo, Barcelona, 1973, págs. 
:115-116. 
80. ALONSO GARCÍA, M., La codificación del Derecho del Trabajo, Madrid, 1957. 
págs. 190 a 192. 
81. ALONSO GARCíA. M., Curso de Derecho del Trabajo, cit., págs. 281-282. 
46 JOSE MARIA DESANTES GUANTER 
expresión de pro operario 82. Su fecundidad en favor de la cláusula de 
conciencia es grande. Hasta el punto de que, en algún ordenamiento, 
podría considerarse vigente la cláusula, incluso no formulada legal ni 
convencionalmente: por vía de interpretación extensiva de las normas 
que rigen la relación laboral informativa. Volveremos sobre el asunto 
en breve. Pero, en un plano menos drástico, aunque más efectivo, el 
principio pro operario ofrece amplias posibilidades de aplicación de la 
cláusula de conciencia, una vez establecida legal, convencional o juris-
prudencialmente, por una interpretación generosa de su formulación 
normativa. En alguno de los trabajos que integran este volumen habrá 
ocasión de valorar la trascendencia interpretativa de la cláusula de 
conciencia. 
El Derecho del Trabajo tiene, en efecto, una repercusión general 
en todas las relaciones jurídico-laborales. Pero es, también, un Dere-
cho de acentuada vocación profesional, en el sentido de fijar el régi-
men específico y concreto que conviene a cada grupo de trabajadores 
en relación con el objeto sobre que recae su trabajo 83. Aquí nos encon-
tramos de nuevo con principios que no han sido destilados por la doc-
trina como generales para cualquier relación jurídica laboral -que 
son los que hemos señalado con carácter no exhaustivo-; sino que se 
han modulado para una profesión determinada, en nuestro caso para 
la profesión de informador o de persona que se auto señala como acti-
vidad profesional al servicio de la Información. Ya hemos visto 
que este servicio explica históricamente, y fundamenta institucional-
mente, la cláusula de conciencia. Veremos, en un apartado siguiente, 
que la cláusula de conciencia no es solamente un derecho esgrimible 
frente al empresario. Es un derecho, precisamente, en cuanto que cons-
tituye un instrumento imprescindible para hacer eficaz un deber del 
informador. En su origen, en su fundamento y en su teleología, la 
cláusula de conciencia se inserta en la relación laboral; pero su in-
serción se verifica en cuanto que es, concretamente, una relación labo-
ral informativa: porque regula una relación laboral que se delinea 
legalmente en aras de la Información. Es la Información la que exige 
del informador el deber de actuar en conciencia. Y el Derecho del Tra-
bajo el que le proporciona las facultades necesarias para cumplir tal 
deber. 
82. PÉREZ BOTIJA, E., Naturaleza jurídica del Derecho del trabajo, Madrid, 
1943, págs. 36-38; ALONSO GARCÍA, M. , Curso de Derecho del trabajo, cit., págs. 
279-281. 
83. DIÉGUEZ, G., Derecho y Trabajo, Madrid, 1963, págs. 29-30. 
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En la etapa profesionalista y en la universalista, en efecto, queda 
clara la idea de que el informador se debe al público, que es titular 
del derecho a la información. El contrato de trabajo informativo se 
efectúa entre dos partes que intercambian unas prestaciones que se 
pretende sean equivalentes en virtud de la justicia conmutativa. Pe-
ro una de estas prestaciones -precisamente la del informador-, si 
bien produce a la empresa un bien evaluable y realizable económica-
mente, trasciende de la misma empresa y tiene un carácter, ya destaca-
do, de función pública 84. Si consideramos que la cláusula de conciencia 
se establece en beneficio mediato de la Información y del público que 
a ella tiene derecho, los principios iuslaborales enunciados reciben un 
consistente reforzamiento con los principios emanados de su situación 
en la encrucijada entre el Derecho laboral y el Derecho de la Informa-
ción. Ya nos referiremos a los que emanan solamente de esta última 
disciplina jurídica. Aquí interesa insistir en que los principios iuslabo-
rales no solamente no son contradichos, sino que son reforzados por 
el hecho de que la relación laboral en que la cláusula de conciencia 
ha nacido es concretamente la que regula el trabajo de la profesión 
informativa. Y viceversa: los principios informativos quedan garanti-
zados por los principios laborales. 
Al «valor social profundamente acusado» 85 que se ha atribuido al 
Derecho del Trabajo, hay que añadir el valor comunitario de la Infor-
mación. Extremando el argumento, puede afirmarse que este segundo 
valor priva sobre el primero por cuanto que es previo a él -sin co-
municación no hay comunidad y, por tanto, no puede hablarse de valor 
social-; y por cuanto lo asume y engloba. El llamado valor social del 
Derecho del Trabajo se configura como decantación hacia la clase eco-
nómicamente más débil; el valor comunitario de la Información po-
tencia por igual a todo hombre que forma parte de una comunidad. 
84. Aparte de la regulación de carácter general, existen regulaciones para 
sectores particulares que proceden de otras fuentes: ALONSO OLEA, M., Introducción 
al Derecho del trabajo, 2.' edición, Madrid, 1968, pág. 111. Alguna de estas especia-
lidades procede de la naturaleza intelectual de determinados trabajos: PÉREZ Bo-
TIJA, E., o. c., pág. 44. La n á turaleza de función de interés público de la informa-
ción (véase ~i libro La función de informar, cit.), produce unos especiales deberes 
y derechos de la relación: LELOUP, J.-M., Oontribution a l'étude d'un statut des en-
treprises de presse, en «Recueil Dalloz», 17, 1973, págs. 221-222. 
85. ALONSO GAROÍA, M., Ourso de Derecho del Trabajo, cit., pág. 114. Véase 
también LONDOÑO MEJíA, C. M., Derecho individual del trabajo, Madrid, 1959, págs. 
102-103. 
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1.4.3. La apariencia de ficción jurídica. 
Aun dentro de estas premisas jurídicas, laborales e informativas,. 
la mayor parte de los autores, dejándose llevar de una conceptuali-
zación superficial de la letra del artículo 29 del Código de Trabajo> 
francés, han visto en su fórmula un caso de fictio iuris. Yo mismo lo. 
he expresado así en alguno de mis escritos 86. Sin embargo, una pro-
fundización en el estudio de la cláusula de conciencia nos lleva a una 
distinta conclusión. 
y ésto, no por desprecio de la ficción jurídica por considerarla 
como institución de arte menor del derecho; o como modo vergon-
zante o cómodo de resolver problemas graves o urgentes que al jurista 
se le plantean. Por el contrario, la ficción jurídica supone una sutileza 
propia del fino espíritu jurídico romano; y no es por acaso que haya 
sido adoptada sin escrúpulos, no solamente por la legislación civil, 
sino también por los delicados entresijos de la normativa canónica 
de la Iglesia católica. La fictio iuris ha constituido y constituye una 
de las ágiles formas de dinamización del derecho y uno de los más 
expeditivos factores que pueden ponerse en juego para su progreso. 
Pero esta noble ejecutoria de las ficciones jurídicas no debe deslum-
brar al jurista en el momento de calificar un texto legal, aunque su 
apariencia contribuya a deslizarse hacia el error. 
En efecto, esto ha ocurrido con la Ley francesa de 1935. Una lec-
tura somera del texto francés lleva a traducir su tenor a esta versión: 
el periodista que, por razones de conciencia, solicita la extinción de 
su contrato laboral, ha de ser considerado como si hubiese sido des-
pedido por el empresario. Las consecuencias que se derivarían de la 
extinción, conforme a esta interpretación equivaldría in toto a las de! 
despido. El supuesto de aplicación vendría operado, por el contrario, 
no por la voluntad del empresario, sino por la voluntad del informa-
dor, motivada por la conciencia. Conviene detenernos en el estudio de 
lo que es la ficción de derecho y ver si se adapta al modo de razonar 
que se advierte en aquel como si. De otra suerte, si llegásemos a la 
conclusión de que no se opera una auténtica ficción, las consecuencias 
jurídicas a que pueda llevarnos el nuevo modo de caracterizar la cláu-
sula de conciencia pueden ser distintas, incluso en aspectos trascen-
dentales. 
Llano Cifuentes define la fictio iuris como «un instrumento de téc-
nica legislativa por el que, equiparando formalmente en una norma 
86. Por ejemplo, La función de informar, cit., pág. 159. 
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dos supuestos de hechos realmente diferentes, se consigue una equiva-
lencia en su tratamiento jurídico, al otorgar a uno los efectos jurídi-
cos que otra norma adjudica al otro, sin necesidad de enumerar esos 
efectos» 87. La definición, transcrita por moderna y comprensiva, no 
difiere esencialmente de las nociones dadas por autores clásicos 88. Po-
demos, en consecuencia, adscribirnos a ella. 
La técnica legislativa empleada en el establecimiento y ordena-
ción de la cláusula de conciencia no se ha basac;lo en la equiparación 
formal de dos supuestos de hecho realmente diferentes para, hacién-
dolos equivalentes en su tratamiento jurídico, otorgar a uno los efec-
tos jurídicos que otra norma otorga al otro. El artículo 29 francés 
establece unas condiciones específicas para el contrato de trabajo pe-
riodístico. Entre estas condiciones se establecen los supuestos especí-
ficos de extinción del contrato, que son típicos de la relación laboral 
informativa, sin perjuicio de que les afecten los supuestos generales 
previstos para toda relación laboral. El legislador francés había esta-
blecido que la relación podía extinguirse en determinados casos por 
voluntad de uno u otro contratante, sin indemnización. Pero, en tal 
momento, al hilo de la regla general, establece dos excepciones en 
cuanto a la indemnización se refiere: la ruptura del contrato por vo-
luntad no justificada del empresario periodístico (artículo 29, d); y la 
ruptura del contrato en virtud de razones de conciencia por el perio-
dista (artículo 29, e). No estamos ante el fenómeno típico de la ficción 
jurídica, sino ante otro caso, menos estudiado, de regulación paralela 
de dos supuestos que coinciden en algún punto y que, conectados en 
su redacción por él, permitan al legislador un ahorro de palabras en 
su ordenación. 
El punto de coincidencia aquí se da en la cuantía de la indemni-
zación, quizá la consecuencia valorativamente menos importante de to-
das las que la aplicación de la cláusula de conciencia puede tener. Sin 
embargo, la sobriedad verbal del legislador ha empleado correcta-
mente a su favor la equivalencia cuantitativa para evitar repetir el 
monto de la indemnización. No ha establecido una equivalencia de tra-
tamiento jurídico, ni de la totalidad de los efectos. Unicamente se ha 
87. LLANO CIFUENTES, R., Naturaleza jurídica de la «fictio iuris», Madrid, 1969, 
pág. 196. 
88. DE WINDSCHEID, B., Lehrbuch des Pandektenrecht, 1, Frankfurt, 1891, pág. 
165 Y ss. RENARD, P., Le droit, la justice et la volonté, París, 1924, pág. 137, por 
citar solamente autores que se mueven en la teoría general del derecho. 
50 JOSE MARIA DESANTES GUANTER 
aprovechado de la cuantificación indemnizatoria equivalente para sim-
plificar gramaticalmente la norma. Estamos ante una figura muy dife-
rente a la de la ficción, que consistiría en haber ordenado que el 
periodista que, por voluntad propia, cause baja en una redacción 
por motivos de conciencia, sea tratado jurídicamente como si hubiese 
sido despedido sin causa. El como si se refiere tan sólo a la cantidad 
con que habrá de ser indemnizado. A nada más. 
Por el contrario la ratio iuris, de una y otra forma de extinción 
de la relación laboral da un sentido distinto a las consecuencias de 
cada una de ellas. Incluso a la misma fundamentación jurídica de la 
indemnización. En el caso de despido injustificado, el sentido compen-
satorio por el daño económico y moral producido al periodista por 
voluntad de su empleador es evidente. En la cláusula de conciencia, 
ni interviene de una manera directamente eficaz la voluntad del em-
pleador, ni se produce un daño moral, antes al contrario, se verifica 
una liberación moral de la conciencia del periodista. El daño moral se 
le había producido al crear las circunstancias que repugnaban a la 
conciencia del informador. En cuanto a los efectos económicos no me-
ramente compensatorios, el cese de la retribución por un trabajo que 
ya no se va a prestar, está contrabalanceado por esta liberación moral 
y ha sido provocado libremente por el mismo periodista. 
Esta caracterización distinta a la fictio iuris, imposible vista la 
oposición en la fundamentación indemnizatoria de ambos supuestos, 
nos lleva a una doble conclusión que profundiza en la naturaleza ju-
rídica de la cláusula de conciencia. 
En primer lugar, que si la indemnización, en uno y otro supuesto, 
no tiene más que una equivalencia matemática, pero no jurídica, a 
pesar de ser una consecuencia común, mucho menos pueden encon-
trarse equivalencias en las demás consecuencias jurídicas derivadas es-
pecíficamente de la implantación de la cláusula de conciencia, sin 
parangón con las del despido. 
En segundo término, que a tales consecuencias -indemnización 
incluida- hay que buscarles aquella raíz jurídica, común a todas ellas, 
que las legitime por igual y que será diferente a la que justifica las 
consecuencias que se producen como efecto del despido por voluntad 
unilateral del empresario periodístico, que son radicalmente distintas. 
Blin, Chavanne y Drago, cuando se disponen a buscar esta raíz, común 
a las consecuencias de la puesta en funcionamiento de la cláusula de 
conciencia, y diferente a las del despido propiamente dicho, la en-
cuentran «en los motivos que han inspirado la creación original de la 
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cláusula de conciencia» 89. Mi opmIOn es que no se trata de simples 
motivos adventicios o externos, sino de la misma naturaleza del dere-
cho que se intenta fundamentar y salvaguardar. 
1.4.4. La cláusula de conciencia, sede del nexo entre una causa y un 
efecto jurídicos. 
La empresa está al serVICIO de la Información. El informador 
también. La empresa es una organización al servicio del fin informati-
vo. Como tal organización de hombres y medios necesita una estruc-
turación jerárquica y unas relaciones de mando y obediencia a las que 
el informador está sometido en virtud de la relación jurídica laboral. 
Pero la obediencia, todo lo rígida que se quiera y cuya falta lleva aca-
rreada sanción 90, se produce en un campo puramente técnico. El que 
manda -Director, Editor responsable, etc.- responde hacia el exte-
rior; por lo que ha de tener en su mano, en el interior, todos los 
hilos de la coordinación que hagan efectivas las decisiones por las que 
responde. 
Esas decisiones -que muchas veces exigen verdaderas determina-
ciones- han de moverse sobre los rieles de unos principios ideológi-
cos que, de un modo o de otro, están explicitados por la empresa. De 
modo que constituyen su compromiso con el público 91 y con los in-
formadores que en la empresa trabajan. Si tales principios coinciden 
en el propósito de la empresa y en el ánimo del informador, la obe-
diencia de éste no puede afectar más que a modos de hacer, sin otra 
relevancia que su tarea profesional, que implica, por supuesto, deberes 
deontológicos de virtuosismo que no son del momento tratar. De aquí 
que la misma Jurisprudencia haya mitigado el deber de obediencia. 
La Sentencia de la Sala 6.a del Tribunal Supremo de 7 de febrero de 
1974, de la que fue Ponente Dávila Dávila, después de invocar el pre-
cedente de la de 17 de diciembre de 1960, determina que «la desobe-
diencia ha de ser clara, abierta, sin motivo ni fundamento alguno, re-
veladora de una verdadera indisciplina». La obligación de obediencia 
nacida en la relación jurídica laboral en general no es así absoluta, 
89. BLIN, H., CHAVANNE, A. y DRAGO, R., o. c., pág. 530. 
90. Ver Ley de contrato de trabajo, artículo 69 y Decreto de 5 de enero de 
1939, ALONSO GARCÍA, M., Curso, cit., págs. 469-471. 
91. «La misma cláusula de conciencia es la consecuencia de una modificación, 
por la empresa, de los compromisos contraídos frente al público»: LELOUP, J.-M., 
Contribution, cit., pág. 221. 
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sino relativa. El trabajador puede considerarse exonerado de ella por 
determinados motivos o fundamentos, aunque la Sentencia en cuestión 
no los enumera. 
Ahora bien, el informador también está -lo hemos dicho- al ser-
vicio de la Información. Como dice Beneyto, «el agente de la in-
teracción informativa capaz de ofrecerse como titular de derechos no 
puede ser un funcionario, ni un farsante. Si en él ha de pesar la con-
dición de persona, no se ha de limitar a cumplir órdenes, sino que ha 
de proyectar actitudes. El agente debe forjar su propio juicio en el 
mecanismo de la interacción socioinformativa, para que no falle en su 
específico quehacer» 92. Este servicio lo presta instrumentalmente en 
una empresa, con cuyos principios ideológicos coincide, por definición, 
en el momento de iniciarse la relación jurídico-informativa laboral. El 
problema se plantea cuando esa coincidencia se rompe, ya porque 
varían los principios por parte de la empresa, constantes los del in-
formador, bien porque el informador modifica sus convicciones, mien-
tras que la empresa mantiene inalterados sus principios. La cláusula 
de conciencia, en el texto francés, solamente ha dado cauce positivo 
al primer supuesto de discordancia. Pueden, empero, darse los dos. Y 
así lo ha reconocido una Sentencia de los Tribunales galos 93. 
Mientras la coincidencia ideológica se ha mantenido, el informa-
dor ha desarrollado su tarea intelectual y moral de manera acorde a 
como le era exigida. Cuando se produce la discordancia, el informador 
no puede desarrollar su tarea intelectual con la seguridad moral de 
que sirve a la Información y, con ella, al público. Esta duda o esta 
certeza de la disfunción de su tarea no la aprecia ad extra, por com-
probación externa de los efectos que su trabajo produce, sino ad intra, 
porque se lo advierte su conciencia. La Jurisprudencia francesa ha res-
petado este origen subjetivo, interno, de la inconformidad del perio-
dista con un trabajo que le es exigido a contra corriente de sus con-
vicciones ideológicas y con el que cree, moralmente, que no cumple el 
deber de justicia de realizar el derecho a la información 94. 
El origen causal de todo el dispositivo jurídico previsto en la ley 
francesa no es, pues, otro que la conciencia del informador. La concien-
cia en cuanto criterio moral, es el desencadenante del derecho moral 
consagrado en la ley. Los autores habían llamado a la institución, apa-
92. BENEYTO, J ., Ordenamiento juridico de la infor'l'lWCión, Madrid, 1961, pág. 56. 
93. Sentencia de 14 de enero de 1964. 
94. Véanse los casos que citan BLIN, H ., CHAVANNE, A. y DRAGO, R., o. C., en 
págs. 530 a 532. 
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recida ya en otros países y regulada en ellos de diversas formas, antes 
de su redacción en la ley de 1935, cláusula de conciencia. Su misma 
denominación nos advierte de que unos efectos que el derecho hace 
trascendentes, que tienen una repercusión externa que puede llegar a 
ser muy grande, se fundan en una causa interna personal y singular. 
Como dice Burke «yo puedo decir: mi conciencia me dice que esto 
está bien y aquello está mal. No puedo decir lo que las conciencias 
de otras personas les dicen a ellos, y mucho menos puedo ser guiado 
por las conciencias de los demás» 95. 
Una causa interiorizada, subjetiva, interna, produce así unos efec-
tos jurídicos externos que la ley determina en parte, dejando unas la-
gunas que ha de llenar el intérprete conforme a los fines que la activi-
dad informativa ha de cumplir. La conciencia individual del informa-
dor se conecta con los efectos por la Ley, no de un modo causal, ni 
de un modo arbitrario, sino porque entre causa y efecto existe un nexo 
que es capaz de extrapolar una moción interna del hombre a unas con-
secuencias que afectan a otros hombres. El nexo se encuentra en el 
hecho de que la conciencia causal se da en un hombre en cuanto pro-
fesional. Y, precisamente, en cuanto ejerciente de una profesión que, 
por axioma, trasciende a otros hombres. Ejercicio en el que se han 
destilado unas normas deontológicas que van de lo general a lo parti-
cular siguiendo, en cierto modo, una dirección contraria a la de parti-
cular conciencia individual ~ efectos externos generales. Puesto que 
son unas normas éticas aplicadas a la profesión y deducidas de la ex-
periencia de todos; pero que de ningún modo constituyen o pueden 
constituir una «conciencia colectiva» 96, sino al contrario, se dirigen a 
la conciencia individual, personal y responsable, de cada informador. 
La llamada cláusula de conciencia no es otra cosa, en su esencia, 
que la sede gramatical y jurídica en la que se conecta una causa deter-
minante -la conciencia personal- con unos efectos jurídicos exter-
nos -establecidos o incoados en la ley- por medio de un nexo, cons-
tituido de normas deontológicas que, deducidos por la profesión como 
colectividad, afectan al profesional como persona individual, responsa~ 
95. BURKE, e., Oonciencia y libertad, Madrid, 1976, pág. 54. 
96. Ibid., págs. 54 y 55: «Hablar de conciencia colectiva es impropio y equi-
voco. En primer lugar sería una conciencia que nadie puede nunca examinar ade~ 
cuadamente. Sólo uno puede examinar adecuadamente su propia conciencia. De 
todos los tipos de encuesta sobre la opinión pública, por tanto, las que se refieren 
a cuestiones de conciencia son las que tienen menos valor. Si es bastante difícil a 
veces conocer la sinceridad de la propia conciencia, es absolutamente imposible 
comprobar la sinceridad de una supuesta conciencia colectiva». 
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ble y libre. La incidencia de las normas deontológicas no hay que to-
marla como limitadora de la libertad de las conciencias de los infor-
madores, sino como informadora de las mismas conciencias. En otras. 
palabras, como encargada de suministrar datos para que la concien-
cia individual o personal actúe rectamente. 
En la cláusula de conciencia como conjunto normativo se asienta 
esta relación entre causa y efectos, unidos por un nexo. Causa interna, 
efectos jurídicos y nexo ético. La conexión constituye su estructura 
jurídica real, susceptible de ser analizada en cada uno de sus elemen-
tos, como a continuación intentaremos. 
Ahora interesa solamente insistir en que la propiedad más carac-
terística de la cláusula, la que le otorga su legitimación en el mundo 
del derecho, la que determina su verdadera naturaleza jurídica, no es 
otra que la de servir de sede a una conexión tan bien trabada que es 
capaz de proyectar una moción personal interna hacia unas conse-
cuencias que se proyectan a un ámbito externo al hombre, al ámbito 
en el que se desenvuelve la Información. 
2. ANALISIS DE LA ESTRUCTURA DE LA CLAUSULA DE 
CONCIENCIA. 
Si se admite que la cláusula de conciencia conecta una causa in-
terna con unos efectos externos, el estudio de esta estructura relacio-
nal procederá efectuarlo con un método analítico, examinando sucesi-
vamente la causa, el nexo y los efectos. 
Nexo y efectos se producen en la esfera de las realidades externas 
y, en consecuencia, se pueden valorar con arreglo a criterios jurídicos. 
En nuestro caso, a criterios jurídico-informativos. En cambio, la causa, 
aunque sea desencadenante de unos efectos jurídicos por su conexión 
con ellos, se ha producido en el interior del hombre, aunque para co-
municarse haya tenido que exteriorizarse de alguna manera o, lo que 
es lo mismo, de alguna manera juridificarse. La conciencia opera co-
mo causa y, en el momento de su exteriorización o comunicación, se 
convierte en causa jurídica o causa iuris. 
Pero esta exteriorización se produce a posteriori de su formación, 
sin que sufra para nada su propia naturaleza íntima, las facultades del 
hombre a las que implica y su valoración específica. La conciencia, 
que es la que, en la estructura de la institución que estudiamos, tiene 
la función de causa, es una idea que indica interiorización y que, como 
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consecuencia, está sometida al estudio de la ética individual y no del 
derecho. 
No se trata aquí de llevar a cabo un examen ético exhaustivo de 
la conciencia. No es posible por el espacio, ni por los conocimientos 
que poseo. Pero sí es necesario verificar un excursus en nuestro tra-
bajo para decantar unas ideas acerca de la conciencia que no son ori-
ginales; pero que están aderezadas, previa selección en los moralistas, 
para dejar claro el fundamento jurídico causal de la llamada cláusula 
de conciencia. Esta razón justifica el cambio de clave epistemológica 
que se puede observar en el subapartado que sigue y la desusada fre-
cuencia de citas textuales ajenas. 
2.1. LA «CAUSA IURIS»: LA CONCIENCIA. 
Todo acto humano tiene un sentido teleológico, tiene un fin. Aho-
ra bien, el fin, que es lo último en la consecución, es lo primero en 
la intención. De ahí que sea denominado causa. Si bien el fin es lo que 
se persigue y, en última instancia, lo que se consigue: es lo que pri-
mero se concibe y, concebido, actúa de desencadenante de la voluntad 
del sujeto, como causa de su actuación. El fin subjetivo determina la 
licitud de los actos según su coincidencia o discordancia con su fin 
-objetivo o natural. «Nuestros actos alcanzan la dignidad humana o son 
infrahumanos, según su proporción o desproporción a ese fin natu-
ral» 97. Pero no solamente se mide esta proporción cuando el fin se 
consigue o no, sino a partir del instante mismo de su concepción y, 
más claramente todavía, del proceso de su persecución. 
En la mecánica estructural de la cláusula de conciencia, la causa 
final desencadenante es la conciencia misma del informador 98 • El tér-
mino conciencia, que es plurivalente, expresa una de esas evidencias 
patentes del hombre, cuya existencia, empero, ha sido en ocasiones 
necesario probar. Dice, a este efecto, Sheed: «Que existe una voz inte-
rior que nos indica a todos qué es lo que debiéramos hacer y lo que 
97. GARCÍA DE HARO, R., y CELAYA l. DE, La moral cristiana, Madrid, 1975, 
pág. 122. 
98. La doctrina francesa está de acuerdo en este punto, aunque no obtenga 
todas las consecuencias de él. Por ejemplo, TERROU, F. y SOLAL, L., Le droitde l'in-
formation, Paria, 1951, pág. 422; GRUNEBAUM-BALLIN, P., Le statut social des jour-
nalistes franqais, en «Etudes de Presse», J, 57, 1946, págs. 494 a 503; VOYENNE, .B., 
La presse dans la société contemporaine, 3." edición, París, 1969, pág. 92; ID., Le 
.droit a l'information, París, 1970, pág. 148; HANOTIAU, o. C., págs. 141,..142. 
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no debiéramos es una experiencia casi universal» 99. San Agustín -en 
una frase que ha sido considerada el precedente del cogito, ergo sum 
cartesiano 100_ se preguntaba: «¿ Qué cosa más íntima a nuestra 
mente, más presente a nuestra alma, que su acto mismo de conocer, 
que el pensamiento de su existencia y el pensamiento de su pensa-
miento?» 101. Bergson sentencia: «qui dit esprit dit, avant tout, con-
science» 102. Lo que no es óbice para que unas veces se nos muestre 
más incisiva que otras: «Los momentos en que nuestra conciencia es 
más vívida son los de crisis internas (dudas, conflictos) en que senti-
mos que nuestro futuro dependerá de nuestra creación» 103. Debemos 
partir, pues, de la convicción de que la conciencia existe; y de que 
sabemos que existe porque es un hecho indudable de nuestra expe-
riencia personal. Pero es necesario detenerse a pensar en ella y exami-
nar qué es. 
Los hechos de experiencia son de dos clases: a) Hechos de expe-
riencia externa o hechos sensoriales, que deben su nombre a que son 
captados por el hombre a través de la percepción sensible, bien de 
modo inmediato, bien por medio de instrumentos, bien a través de un 
cálculo racional y metódico. b) Hechos de experiencia interna o in-
tuiciones, que lejos de oponerse a la humana razón, se le imponen 
por sí mismas. Por ejemplo, un hecho de experiencia interna es la 
evidencia de que dos juicios contradictorios no pueden ser, a la vez 
y bajo el mismo respecto, verdaderos. 
El hecho de experiencia interna que se impone al hombre de modo 
más inmediato y constante, es el hecho de conciencia. La concien-
cia, como término y como concepto, puede adoptar una triple signifi-
cación, que encontramos en diversas acepciones dadas a su voz corres-
pondiente en el Diccionario de la Real Academia de la Lengua. Por 
eso puede decir Lois Cabello que «hay que constatar la ambigüedad 
esencial que afecta a este término, ya que la riqueza semántica que 
posee en el lenguaje ordinario cubre sólo en parte su significación 
técnica» 104. De las varias acepciones del Diccionario podemos seleccio-
99. SHEED, F. J., Teología y sensatez, Barcelona, 1972, pág. 348. 
100. VEGA, O.S.A., A., Introducción a la Filosofía de San Agustín, en Obras 
de San Agustín, Tomo n, Las confemones, Madrid, 1946, pág. 188. 
101. SAN AGUSTÍN, De Trínitate, Libro X, Capitulo X. 
102. BERGSON, H., L'énergiespirítuelle, en Oeuvres, Paris, 1970, pág. 4. 
103. GONZÁLEZ BEDOYA, J., Teoría del hombre en Bergson: Fundamentación 
gnoseo16gica de su dimensi6n moral, Tesis dactilografiada, Madrid, 1976, pág. 18. 
1Q4. LoIS CABELLO, M. l., voz Oonciencia, en a.E.R., tomo VI, Madrid, 1971, 
pág. 174. 
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nar, en primer lugar, la significación equivalente a «consciencia» o 
«propiedad del espíritu humano de reconocerse en sus atributos esen-
ciales y en todas las modificaciones que, en sí mismo, experimenta». 
En un segundo aspecto se puede adoptar el sentido de conciencia como 
potencial intelectual o «conocimiento exacto y reflexivo de las cosas». 
Hay un tercer significado de conciencia como «conocimiento interior 
del bien que debemos hacer y del mal que debemos evitar». La con-
ciencia, conforme a esta última acepción, no es otra cosa que un dic-
tamen. Dictamen no especulativo, sino práctico, referido al carácter de 
nuestras acciones y, por tanto, moral. ,«Conciencia en el campo moral 
-dirá Palazzini- es el juicio inmediato práctico sobre el carácter 
moral de nuestras acciones» 105. 0, según el mismo autor especializado 
en el tema, es «el medio con el cual se puede conocer qué cosa es el 
bien en un determinado lugar y momento. Es el último juicio práctico 
de la mente, norma subjetiva de la moralidad, a través de la cual la 
ley (norma objetiva), interiorizándose, alcanza su plena eficacia en el 
orden ético» 106. Este conocimiento interior en sentido moral, que es el 
que a nuestros efectos interesa, lleva consigo la exigencia de una con-
ducta correspondiente. Pero tal conducta obedece, en exclusiva, al co-
nocimiento interior mismo, sin que actúe simultáneamente ninguna 
coacción exterior de cualquier clase que ésta sea, ora física, ora moral. 
El conocimiento interior impera así sobre toda la conducta, in-
cluso sobre la conducta del hombre en cuanto profesional. Y esto es 
posible porque la experiencia interior en que la conciencia consiste no 
es un saber ético de reglas generales ordenadas, que solamente sería 
asequible a especialistas; sino que la conciencia actúa sobre cada acto 
de cada hombre en particular: decide siempre a favor o en contra 
de una conducta personal determinada. La conciencia es capaz de im-
ponerse en todo caso; no habrá acto del hombre en que no actúe; 
pero se manifestará solamente caso a caso, en cada acto del hombre 
por separado. Esto se explica porque la conciencia es capaz de conocer 
las verdades más generales y universales referentes a la conducta del 
hombre a través del que conocemos como «sentido común» al que, en 
una síntesis bergsoniana, llama Messner «la metafísica natural del es-
píritu humano» 107. A esta conciencia general, de verdades a la vez ele-
mentales y fundamentales acerca de lo bueno y lo malo, los medievales 
llamaron scintilla conscientiae, lurnen naturale o sindéresis. El hombre 
105 PALAZZINI, P., voz Conciencia, en G.E.R., cit., pág. 177. 
106. [bid. 
107. MESSNER, J., Etica general y aplicada, Madrid, 1969, pág. 16. 
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tiene naturalmente una disposición potencial para adquirir la sindére-
sis, pero la adquiere efectivamente por medio de su experiencia o de 
su ejercicio habitual o repetido. La sindéresis o conocimiento de ver-
dades generales aplicables en todo caso concreto, se proyecta, en el 
hecho de conciencia, a cada caso. Pieper distingue una «conciencia 
de principios» o sindéresis y una «conciencia de situación» o razón 
práctica perfeccionada por la prudencia 108. Garrigou-Lagrange llega a 
decir que «la conciencia recta y cierta no es otra cosa que un acto de 
la prudencia» 109. «Porque la prudencia es la recta norma de las accio-
nes humanas, no sólo en general, sino también en lo particular, donde 
reside en definitiva la acción» 110. La conciencia actúa de modo inme-
diato y urgente, para cada acto en particular; no es un conocimiento 
moral prefabricado de una vez para siempre, sino adaptable y adapta-
do a cada situación. La conciencia, decía Claudel, «es la paciente luz 
que nos alumbra no el futuro, sino lo inmediato» 111. Incluso, natural-
mente, a cada situación inmediata provocada por la actuación profe-
sional. 
Esta idea primaria de la conciencia como conocimiento moral in-
terior que, apoyado en la sindéresis, valora cada acto individualizado 
del hombre, incluso cada acto del hombre en cuanto profesional, ha 
de matizarse con una serie de connotaciones que vayan consolidando 
su manera de ser y de comportarse. 
2.1.1. La conciencia, ley de lo concreto. 
«La conciencia -dice Palazzini- es el medio con el cual se puede 
conocer qué cosa es el bien en un determinado lugar y momento» 112. 
La primera manifestación de la conciencia se da como prius o antece-
dente del acto concreto a que se refiere. Con respecto a este acto con-
creto, la conciencia se arroga el papel de legisladora, a despecho de 
los esfuerzos del hombre por acallarla o por autojustificar una con-
ducta distinta a la imperada por la evidencia de la conciencia moral. 
Esta función normativa de la conciencia no autoriza, sin embargo, a 
confundirla con la ley moral. La leyes una norma objetiva, general y 
108. PIEPER, J ., O. 1;., págs. 43-44. 
109. GARRIGOU-LAGRANGE, R., Du caractere metaphysique de la theologie mo-
rale de Baint Thomas, en «Revue Thomiste», VIII, 1952, pág. 334. 
110. SANTO TOMÁS DE AQUINO, Bumma Theologica, I-II, q. 58, a. 5, e. 
111. CLAUDEL, P., citado por PIEPER, J., O. C., pág. 70. 
112. PALAZZINI, P., o. C., pág. 177. 
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remota; la conciencia es una norma subjetiva, concreta y próxima. «La 
ley ... no puede alcanzar su eficacia si no toca al sujeto, si no se inte-
rioriza en él, haciéndose norma próxima e inmanente de la actividad 
individual y concreta» 113. La conciencia formula, previa e inmediata-
mente al acto, sus exigencias al individuo. «El hombre -dice Mess-
ner- sabe que la ley de su conciencia es ley de su propia conducta y 
que su conducta recibe de ella sin excepción su regla» 114. Aun cuando 
la voluntad humana se desvíe del mandato de la conciencia, el hom-
bre experimenta este mandato por encima de su voluntad; pero no 
como algo ajeno a él, sino como imposición de su misma naturaleza 
racional, porque la conciencia es conocimiento natural de su racionali-
dad. «Dios no nos hizo primero -dice Sheed- y nos impuso luego 
las leyes: nos hizo de acuerdo con las leyes, de tal modo que éstas 
hallan su expresión en el mismo modo en que nosotros estamos he-
chos, y las acciones contrarias a ellas tienden naturalmente a provocar 
una revolución en nuestra naturaleza, y el intelecto expresa esta re-
volución en los juicios que nosotros llamamos conciencia» 115. De aquí 
que la desobediencia al imperativo de la conciencia supone, en el hom-
bre, bien una renuncia a su verdadera esencia humana, bien un sacri-
ficio de su dignidad humana, bien un desdoblamiento, en su persona, 
de su razón y de su voluntad. 
En efecto, el fundamento entitativo de la moralidad de los actos 
del hombre se enraiza en su naturaleza. Hay una rima interior entre 
la verdad lógica y la verdad moral o bien, entre el «ser» y el «deber». 
La conciencia manda el bien en cuanto que conoce este bien como 
adecuado a la verdad. Verdad que es, a la vez, adecuación con la rea-
lidad. La conciencia tiene valor de ley imperativa, aunque no coactiva, 
porque aprehende la razón de su mandato y la constituye en la autori-
dad que vertebra su orden a la voluntad. Y la razón de este mandato 
está en la realidad sobre la que el acto recae y en la realidad del hom-
bre mismo que actúa. La ley en que consiste la conciencia ante-
cedente es así el modo de obrar propio de cada ser, condicionado y 
ordenado por la naturaleza del ser que obra y por la naturaleza de la 
realidad sobre la que opera 116. En nuestro caso, esta ordenación 
113. LANZA, A. Y PALAZZINI, P., Principios de Teología moral, tomo I, Madrid, 
1958, pág. 173. 
114. MESSNER, J., o. c., págs. 19-20. 
115. SHEED, F. J., o. c., pág. 348. 
116. GARCÍA MORENTE, M., La filosofía de Henri Bergson, Madrid, 1972, pág. 
140, hace la siguiente critica a Bergson: «Concentra su atención sobre el acto sub-
jetivo de obligarse o de sentirse obligado -y sobre ello precisamente hace a ve-
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y condicionamiento está referido a tres realidades: la del que ac-
túa en cuanto hombre; la del que actúa en cuanto profesional 
de la Información; y la de la Información sobre la que recae la actua-
ción humana y, a la vez, profesional, con todas sus circunstancias. 
El seguir «la voz de la conciencia» hace al hombre ser verdadera-
mente él mismo y al profesional hacerse verdaderamente él mismo. 
Supone, pues, alcanzar una doble realización: como hombre y como 
profesional. Pero la conciencia, aunque es ley antecedente de los actos 
del hombre como tal y del hombre como profesional, no es una ley 
dotada de coactividad física, ni jurídica. El hombre puede seguir o no 
el dictado de la conciencia antecedente que le plantea la elección en-
tre lo bueno y lo malo para que él elija. Para que este dictamen previo 
de la conciencia tenga valor normativo debe ser cierto. Palazzini dice 
que «la conciencia dudosa no es regla inmediata del obrar humano, 
porque carece de la primera cualidad de una regla: su estabilidad» 117. 
La conciencia, en cuanto ley de cada acto concreto del hombre, es 
la que permite al hombre no obrar a ciegas, es la que sitúa al hombre 
en condiciones de optar; es, en otras palabras, la condición previa y 
necesaria de la libertad humana 118. La libertad del periodista implica, 
así, la conciencia del hombre en cuanto profesional de la información. 
El informador será tanto más libre cuanto más formada tenga su con-
ciencia porque, al definir en ella con más delicadeza de detalles los 
límites entre el bien y el mal, está verificando una apertura hacia la 
norma y la realidad enteras, lo que le da más pautas para ejercitar 
una mayor gama de opciones. 
2.1.2. La conciencia, «mensura mensurata». 
En cuanto ley imperativa antecedente, la conciencia constituye la 
medida -mensura- de cada acto del hombre. La conciencia lleva ya 
incoada la calificación del acto humano, según que éste se adapte o 
no a ella. 
Pero el acto que la conciencia impera no es bueno porque la con-
ciencia lo impere, ni es malo porque la conciencia lo prohiba, sino que 
la conciencia lo impera porque es bueno o la conciencia lo prohibe 
ces finas y certeras observaciones-; pero no dice nada sobre el correlato objetiv() 
de ese acto, sobre el objeto a que la obligación se refiere». 
117. PALAZZINI, P., o. C., págs. 179-180. 
118. De las relaciones entre conciencia y libertad se ocupa el libro de GARCíA 
DE HARO, R., La conciencia cristiana, Madrid, 1971. 
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porque es malo. «Debernos contemplar las leyes fundamentalmente 
corno la manifestación expresa de relaciones de causa a efecto. En 
otras palabras, las leyes pueden ser observadas desde uno de los dos 
puntos de vista siguientes: en primer lugar son informaciones, en se-
gundo lugar son mandamientos. Corno informaciones nos dicen las 
relaciones existentes entre una realidad y otra, nos dicen que la reali-
dad es así. Corno mandamientos nos ordenan actuar de acuerdo con 
lo que la realidad nos enseña: siendo la realidad así, obra así» 119. La 
bondad o maldad del acto, corno congruente con la naturaleza del 
hombre o del profesional agente y con la realidad sobre que recae, no 
estriba en la conciencia misma, sino que es anterior a ella. Corno dice 
Palazzini, «el valor de norma de la conciencia es diverso del de la ley: 
ésta, en efecto, origina la obligación; la conciencia, en cambio, la ma-
nifiesta» 120. La manifiesta hacia el interior del hombre, por eso ha sido 
posible decir que la conciencia es la ley interiorizada. 
Por otra parte, y siguiendo al mismo autor, «si reconocernos a la 
mente humana la capacidad innata para captar la esencia de las cosas, 
su finalidad y el orden que las une entre sí, se salva la objetividad 
del bien moral y la función de la conciencia, la cual no puede ser con-
cebida -sin ser por ello mismo destruida- corno norma primaria 
y autónoma de la moralidad del obrar humano, sino que es solamente 
norma secundaria, dependiente y relativa, cuya capacidad fundamental 
es reflejar y considerar la norma ética y objetiva. Con esto no se quie-
re afirmar la infalibilidad de los juicios de conciencia; corno en la 
indagación de la verdad especulativa, así, y, en cierto sentido todavía 
más, en la indagación de la verdad práctica la mente humana está f-U-
jeta a la ignorancia, al error y a la duda» 121. 
El error primario en que puede incurrir la conciencia es el de eri-
girse ella misma en suprema ley 122. «En efecto, la conciencia -dice 
Burke- no puede definir lo que es bueno o malo a capricho, según 
gustos personales, sino que tiene obligación de buscar la verdad (obli-
119. SHEED, F. J., 0,. c., pág. 384. 
120. PALAZZINI, P., o. c., pág. 177. 
121. PALAZZINI, P., O. c., pág. 178. 
122. «Cuando Dios prohibe a nuestros primeros padres comer el fruto del ár-
bol de la «ciencia del bien y del mal», señala al hombre cuál es el límite de su 
libertad creada: la facultad de decidir autónomamente sobre el bien y el mal, 
es decir, crearse su ley, ya que éste es un poder reservado a Dios. Por eso la ser-
piente tienta a la desobediencia prometiendo el eritis sicut dii» , GARctA DE HARO, 
La conciencia cristiana, cit., pág. 81. . 
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gación de la conciencia), como se tiene obligación de actuar según la 
conciencia (obligación hacia la conciencia)>> 123. La conciencia no mide 
de un modo arbitrario sino que, a la vez que mide -mensura-, es 
medida -mensurata- por una verdad o realidad natural que está ahí, 
precediéndola. Hay, por decirlo así, una conciencia anterior a la con-
ciencia personal que actúa como ley de esta conciencia personal. 
Hay -de nuevo en idea de Messner- una conciencia o una ley sobre-
personal que somete a la conciencia del hombre y que incoa ya su 
rectitud o no rectitud, puesto que la conciencia del hombre, en cuanto 
no trasciende del hombre, está sometida a error 124. 
Que esta conciencia o ley sobrepersonal sea obra de un legislador 
omnipotente -Dios- o esté impuesta solamente por la realidad mis-
ma, es algo que puede hacer polarizar se al no creyente por la segunda 
proposición. No así al creyente para el que la primera realidad es 
Dios y para el que Dios metafísicamente opera conforme con la reali-
dad. «La conciencia no es la voz de Dios, sino la de nuestro propio 
intelecto. Y, sin embargo, Dios no deja de desempeñar su papel en 
ella» 125. Nuestro intelecto juzga de acuerdo con determinados princi-
pios, y fundamentalmente esos principios no son otra cosa que la ley 
de Dios escrita en nuestra propia naturaleza 126. «La actitud habitual 
de la conciencia es, pues, la de mirar fuera, hacia el mundo objetivo 
de las cosas y de los otros hombres. En esta actitud corriente y natu-
ral, en esta tendencia a la objetividad, moldéase la conciencia sobre 
las cosas mismas y las piensa en la magnitud, en la extensión, en la 
medida, en el tiempo, conceptos todos no ya útiles, sino iridispensa-
bIes para la vida 127. La conciencia es un juicio de nuestra razón» justa-
mente porque nuestra facultad cognoscitiva es capaz de entender la 
naturaleza de las cosas y su ordenación real hacia su perfección» 128. 
Esta ley previa a la conciencia, que la mide, viene, además, deter-
minada sucesivamente, conforme a niveles de concreción, en normas 
destiladas de las propias conciencias de los hombres, en cuanto tales y 
en cuanto profesionales. Normas éticas y normas deontológicas en dis-
tinto grado de positivación que, cuando lo alcanzan plenamente, se 
convierten en normas jurídicas. Todo este complejo de normas, desde 
123. BURKE, C., o. c., pág. 77. 
124. MESSNER, J., o. c'J pág. 20. 
125. SHEED, F. J., o. C., pág. 348. 
126. Véase PALAZZINI, P ., O. c' J pág. 178. 
127. GARetA MORENTE, M., O. C., pág. 76. 
128. BURKE, C., O. C., pág. 47. 
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la primera o nuclear a la última, formulada por vía de determinación, 
son ley de la conciencia. Y, en cuanto tales, tienen un valor educador 
de la conciencia: van creando, desde el exterior, hábitos de buena con-
ducta y van desapareciendo a medida que los hábitos se van imperan-
do desde el interior mismo del hombre, desde su conciencia. 
La conciencia así está reglada. Y, desde este punto de vista, no es 
libre. La llamada libertad de conciencia constituye un sofisma que 
oculta la omisión de las condiciones para que pueda actuar plenamen-
te la libertad de la voluntad. «El hombre no tiene 'libertad de con-
ciencia' como tiene, por ejemplo, 'libertad de opinión' en muchas co-
sas de la vida; la conciencia no puede decidir lo que es bueno o malo, 
sino que su misión es juzgar lo que es bueno o malo en cada caso, 
según las verdades y las leyes morales objetivas, inmutables y univer-
sales» 129. Ahora bien, que no pueda hablarse de libertad de conciencia, 
en sentido abstracto o genérico, no significa negar la libertad de las 
conciencias. «Es decir, no se puede coaccionar la conciencia; es la 
conciencia de cada uno la que ha de ver el propio deber en cada situa-
ción (con los consejos y ayudas que sean, incluso con la obediencia; 
pero ha de verlo cada uno, o ver que ha de obedecer, si es el caso). Y 
así, por ejemplo, no hay autoridad en la tierra que pueda obligar a 
nadie a casarse, o a ser religioso, a tener fe o a dejar de tenerla, etcéte-
ra. Por tanto, en este sentido, se puede y se debe hablar de 'libertad. 
de las conciencias' (en plural)>> 130. Para cada acto del hombre, su con-
ciencia conforme a esta medida externa, más o menos determinada, 
conforme a la sindéresis y, conforme a la realidad sobre que el acto 
recae, se forma libremente e impera libremente a su voluntad. La 
conciencia no es libre en cuanto es mensurata; lo son, en cambio, las 
conciencias en cuanto son mensurae. En este segundo sentido cada con-
ciencia, si no se adapta al primero, puede equivocarse, pero seguirá 
siendo ley propia y concreta del acto del hombre. «Están en juego 
varias ideas importantes. Ante todo, el carácter siempre obligatorio del 
juicio de conciencia, aun cuando la conciencia sea errónea» 131. «Uno 
129. Ibid., pág. 78. 
130. Ibid., pág. 79. QUASTEN, J. afirma que los apologistas griegos «alcanzan 
la cima de su grandeza cuando se proclaman a sí mismos campeones de la libertad 
de conciencia (en el sentido de libertad de las conciencias) como raíz y fuente de 
toda religión verdadera». Véase Patrología, Tomo 1, Madrid, 1961, pág. 183. En el 
mismo tomo, pág. 549 puede leerse esta frase del Escrito apologético de Tertuliá-
no a .scápula: «Ciertamente no es propio de la religión obligar a la religión». 
131. GARCíA DE HARO, R., La conciencia cristiana, cit., pág. 97. 
64 JOSE MARIA DESANTES GUANTER 
debe seguir su conciencia, aunque sea errónea, a no ser que uno sea 
consciente de, o sospeche, el error» 132. 
El hombre puede, pues, moralmente equivocarse; tiene incluso el 
que se ha llamado «derecho al error» 133. Pero de este derecho sola-
mente puede hablarse cuando el error sobreviene a pesar de haber 
puesto en funcionamiento todos los medios para que el error no se 
produzca, para la formación de la conciencia. El principal de estos 
medios es la formación intelectual de la conciencia, «porque sólo la 
conciencia recta pone en el camino hacia el verdadero fin del hombre, 
y éste puede equivocarse en sus juicios. En tanto que esta limitación 
humana es radical, todo hombre tiene obligación de poner los medios 
para formar su conciencia» 134. 
Dos medios de formación destacan: el estudio y el consejo. El es-
tudio de la ética y la reflexión sobre ella de todo hombre; el estudio 
de la deontología y la reflexión acerca de ella del profesional, consti-
tuyen un deber que surge de la propia vocación de hombre y de la 
propia vocación de informador. El riesgo de equivocarse será tanto 
menor cuanto más extenso y profundo sea el estudio y la reflexión 
o cultivo de la propia conciencia. Y éste no es solamente un deber 
previo al ejercicio de la profesión, sino un deber que se extiende a 
toda la vida. La perfectibilidad del hombre y la perfectibilidad del pro-
fesional tienen una de sus manifestaciones centrales en la perfectibili-
dad de la conciencia humana y profesional. «Cuando ceja ese afán, la 
conciencia tiende a adormecerse, porque falta un real ejercicio de la 
capacidad de apertura a la luz, en que la conciencia moral consiste. 
Sin olvidar que la luz del orden moral es, por sí misma, una presión 
hacia ese ejercicio» 135. 
El consejo es la respuesta a la solicitud de ayuda para formar un 
recto juicio o rectificar el erróneo. «Cuando el agente se propone obrar 
algo de lo que razonablemente podemos dudar si será bueno o malo, 
justo o injusto, entonces es cuando tiene lugar la deliberación y debe-
mos apelar a la consulta para no tener que lamentarnos de haber 
hecho temerariamente alguna cosa cuya licitud no tuviéramos antes 
averiguada», decía Francisco de Vitoria» 136. 
132. BURKE, C., o. c., pág. 83. 
133. CA~ADA, P., El derecho al error, Barcelona, 1968. 
134. GARCíA DE HARO, R., La conciencia cristiana, cit., pág. 97. 
135. Ibid. 
136. FRANCISCO DE VITORIA, Relectio de indis, edición del Corpus Hispanorum 
de Pace, Vol. V, Madrid, 1967, pág. 6. No es ocioso tener presente el texto original 
completo de la proposición. 
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2.1.3. La conciencia en cuanto estímulo. 
La conciencia, tomada en su fase previa al acto, no solamente es 
ley que manda y que prohibe, sino también es acicate que estimula. 
Porque, si bien no es una norma constitutiva del orden, como la ley, 
sino manifestativa del mismo, «es precisamente en esta dependencia 
suya donde se busca el motivo de su imperatividad y la razón de su 
dignidad particular» 137. El respaldo que a la conciencia le da el que 
esté sometida a otra norma anterior a ella, norma a su vez conforme 
con la naturaleza de las cosas, la convierte no sólo en gálibo, sino 
también en fulcro o punto de apoyo para obrar bien. La conciencia 
tiene potencialmente una autoridad tal sobre el hombre normal, que 
fomenta su actuación recta o la rectificación de su actuación torcida. 
En otras palabras, hace al hombre responsable. Y esto en un doble 
sentido. En el de hombre, solvente, -«justo», en palabras de la Es-
critura- que, a pesar de su contradictoria condición humana, obra 
normalmente bien. Y en el de hombre que, cuando -por su contra-
dictoria condición humana- obra mal, sabe asumir la responsabilidad 
de su acto torticero. Y, en consecuencia, lo rectifica y da la cara para 
sufrir el castigo merecido y tributar las compensaciones debidas para 
corregir los efectos del acto malo. No es hora de detallar, en este mo-
mento, la trascendencia que estas conclusiones tienen para la Informa-
ción. Trascendencia que se amplía en cuanto que la responsabilidad 
puede también ampliarse por asunción de las responsabilidades de 
otras personas: un caso específico de esta ampliación lo constituye el 
deber del secreto profesional, cuando es necesario para salvaguardar 
la función pública informativa 138. 
La conciencia en cuanto prevención es freno; pero es, sobre todo, 
incitación. Si la norma jurídica tiene un efecto configuran te del obrar 
humano comunitario, la norma de conciencia, en cuanto está respalda-
da por la autoridad de las normas que la miden, tiene un efecto con-
figurador del actuar humano individual. La conciencia, es, ante todo, 
norma agendi, estímulo para el hacer; del mismo modo que la pru-
dencia con la que, como hemos visto, se confunde es recta ratio agibi-
lium. Como norma prohibendi no es más que la denuncia de la des-
conexión del acto del hombre con la realidad. En tal caso, en un 
hombre o en un profesional normal, la conciencia prohibitiva es ex-
cepción. La regla general es la coherencia de la actuación humana y 
137. LANZA, A. Y PALAZZINI, R., o. C., pág. 177. 
138. Véase mi libro La función de informar, cit., págs. 137 a 150. 
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profesional con tal realidad, coherencia tan natural como las natura-
lezas mismas que ecuaciona. Si todos los mecanismos racionales fun-
cionan conforme a su fin propio, la conciencia precedente es ley que 
manda, pero es -sobre todo- premio que estimula. El premio de la 
realización personal y profesional que supone, en la unidad vital de-
terminada por la razón, seguir libremente, por determinación de la 
voluntad soberana del hombre, el dictado de la conciencia. 
Escuchar este dictado supone un esfuerzo que genera seguridad. 
«La dificultad de la visión inmediata de la conciencia no está tanto 
en la intención misma como en la ruptura de esa costra ideológica 
que se ha solidificado en la superficie exterior de nuestra alma» 139. La 
energía moral que condensa la conciencia cuidadosamente formada, se 
proyecta hacia el futuro de la actividad del hombre y del profesional 
facilitando su acción, su trabajo, con el señuelo del que sabe, en cada 
momento, lo que debe hacer. Esta certidumbre centra al hombre, le 
conduce por el camino recto al que se inclina por una especie de ley 
gravitatoria que le lleva hacia su verdadero él mismo. Y porque evita 
la ambigüedad le infunde serenidad. Y porque le ayuda a cumplir su 
deber, no por claramente dibujado en la conciencia menos penoso, le 
infunde alegría. La magnanimidad, la condición de ánimo grande, tan 
necesaria en el informador, que le dispone a salir de sí mismo para 
entregarse a la ingente tarea de informar, en beneficio de todos, pre-
supone esta función incentivadora de la conciencia. En ella encuentra 
la fuerza necesaria para un esfuerzo que exige constantemente la en-
trega de sí mismo, sin reservas, al servicio de la Información. 
El cumplimiento del deber nuclear de informar, con toda la ener-
gía de que es capaz el profesional de la Información, solamente se 
comprende con el acicate de la conciencia del hombre, en cuanto tal 
y en cuanto profesional. Acicate que se da porque la conciencia indica 
de modo indubitable que el menester de informar vale la pena; y por-
que indica que el premio más entrañable que el informador recibe es 
su propia realización como informador. En tal medida, el informador 
ha de actuar «en conciencia» no solamente cuando el conflicto interior 
surge, sino en todo momento: «La conciencia -dice González Bedo-
ya- se adormece donde no hay movimiento espontáneo y se exalta 
cuando la vida puja hacia la actividad libre. Así vemos en nosotros 
mismos que, cuando una acción se vuelve automática, es que la con-
ciencia se retira» 140. La libertad profesional del informador exige el 
139. GARCÍA MORENTE, M., O. C., pág. 65. 
140. GONZÁLEZ BEDOYA, J., O. C., pág. 17. 
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esfuerzo suficiente para que su conciencia sea despierta y sensible. La 
censura previa, entre otros inconvenientes sociales y jurídicos, atrofia 
la conciencia de los informadores porque hace imposible su ejercicio. 
2.1.4. La conciencia en cuanto juicio. 
La conciencia antecedente actúa como norma -normada- y co-
mo estímulo para el obrar. Pero la conciencia no deja de conocer cuan-
do, regulada y estimulada la acción, el acto del hombre se consuma. 
Proyecta su valoración a los momentos que siguen a la ejecución del 
acto, en cuanto éste haya sido actuado por el hombre en el uso de su 
plena libertad. Hay, también, una conciencia secuente a la actuación 
humana: concientia subsequens, le llamaron los escolásticos 141. 
La conciencia secuente o subsiguiente permite preguntar el por-
qué de los actos para poderlos valorar, aprobándolos o reprobándolos. 
Tal valoración se hace en forma de juicio que efectúa la misma con-
ciencia por el método criteriológico de subsumir el acto y sus circuns-
tancias en la ley imperada por la propia conciencia y concluir su ade-
cuación o no a esta conciencia antecedens o normativa. Dice Palazzini: 
«Puede decirse que dicho juicio es como el resultado de un raciocinio 
que, apoyándose sobre los primeros y más universales principios de 
la moralidad -de los cuales tenemos en nosotros el hábito innato 
(sindéresis)- y sobre otras normas éticas, que dependen de ellos más 
o menos próxima o remotamente, implica al mismo tiempo la valora-
ción de las circunstancias concretas; tanto objetivas como subjetivas, 
en las que la acción se realiza» 142. 
Este juicio de la conciencia, que acusa al hombre de no haber 
obedecido su «voz», se produce, como ocurre con la conciencia-ley, 
quiéralo o no el individuo. Unas veces se considera que existe un doble 
momento cronológico de contraste: «la conciencia es un nexo de unión 
entre 10 que ha sido y 10 que será, un puente tendido entre el pasado 
y el porvenir» 143; «retener lo que ya no es, anticipar lo que no es toda-
141. LANZA, A. Y PALAZZINI, P., o. c., pág. 174, añaden la conciencia conco-
-mitante que acompaña al acto. Pero, en la medida en que esta conciencia sigue 
siendo causa del acto es, lógicamente al menos, antecedente; y, en la medida en 
-que está ya juzgando el acto, o es consecuencia del mismo, es conciencia canse-
-cuente, tiene ya valor de testimonio o veredicto. 
142. PALAZZINI, P., a.c., pág. 177. 
143. BERGSON, H., o. c., pág. 6. 
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vía, he aquí la primera función de la conciencia» 144. « ... Ponemos en la 
base de la conciencia y como forma esencial de ella, la idea de tiempo, 
que es también la que engendra la numeración. La conciencia se nos 
aparece como el transcurso, el paso de un estado a otro, a semejanza 
de la numeración. El número es una serie de posiciones sucesivas; de 
igual manera se dice es nuestra conciencia una sucesión de estados 
psíquicos numerables y discontinuos por lo mismo que son sucesi-
vos» 145. Otras veces se piensa en un a modo de desdoblamiento de la 
personalidad. El «otro yo» -dice Messner- se independiza del «yo» 
y juzga sus actos e incluso sentencia contra el «yo» 146. Naturalmente 
que, como hecho de experiencia interna, el desdoblamiento que apa-
renta la conciencia no es tal. Dice, a este efecto, García Morente: 
«Cuando hacemos uso de la introspección, esto significa que realiza-
mos como un desdoblamiento de nuestro yo: por una parte, somos 
objeto observado; por otra parte, sujeto que observa. Al realizar, em-
pero, este desdoblamiento, no purificamos totalmente la conciencia de 
toda ajena inmixtión. La parte del yo que hace el papel de sujeto se 
prepara en cierto modo inconscientemente para hacer ese papel, se 
cala las gafas para la observación, se provee de conceptos hechos o, 
más simplemente, se aleja de la otra parte, de la que ha de ser obser-
vada, como para buscar fuera el punto de vista más propicio. Pero 
entonces es bien evidente que destruimos la posibilidad de la visión 
inmediata. La introspección, al fraccionar la conciencia en dos trozos, 
uno que mira y otro que es mirado, realiza una opnación que enturbia 
y falsea la conciencia pura, no solamente porque la fracciona, sino 
porque al fraccionarla toma de la otra parte una visión exterior, por 
tanto falsa y mediatizada» 147. 
En la intimidad de la persona, donde no es posible la ficción, ni 
la dramatización 148, el hombre aparece tal como es ante sí mismo y no 
puede ocultar la ruptura consigo mismo que significa un acto desviado 
de la norma imperada por la conciencia antecedente. 
Como puede apreciarse, la conciencia del hombre es única; y tan 
solo se diferencia en cuanto que opera de manera antecedente o con-
144. Ibid. 
145. GARCfA MORENTE, M., o. c., pAgo 70. 
146. MESSNER, J., o. C., pAga. 280-29. 
147. GARCfA MORENTE, M., O. c., pAgs. 64-65. 
148. ORTEGA y GASSET, J., El hombre y la gente, en Obras completas, Tomo 
VII, Madrid, 1964, pAgs. 100-101. Vase mi trabajo, Intimidad e información derechos 
excluyentes, en «Nuestro Tiempo», 213, 1972, pAga. 277-281. 
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secuente, preventiva o represivamente. Esta localización previa o 
posterior al acto -incluso coetánea al acto pues va enjuiciándolo a 
medida que se va produciendo- encuentra sus diferencias en esta dis-
tinta cronología; y sus equivalencias en su constante naturaleza de con-
ciencia. Vale aquí, por eso, todo lo que se lleva dicho acerca de la con-
ciencia errónea y del deber de protegerla contra el error. 
Vale también repetir aquí que la conciencia tiene la doble condi-
ción de medir y de ser medida. La mensuración de que es objeto se da, 
lógicamente, en este estadio posterior, por la triple vía de que la con-
ciencia-juicio está sometida a la conciencia-ley, y de que ha de some-
terse a las normas criteriológicas del juicio para que el fallo de la 
conciencia esté garantizado también formalmente contra el error. No 
se podría hablar de derecho al error inducido en un juicio porque la 
conciencia no verificase adecuadamente la subsunción del acto del 
hombre y de todas sus circunstancias en el mandato de la conciencia 
antecedente. 
El juicio de la conciencia, cuando es condenatorio, incluye, en con-
secuencia con lo que llevamos dicho, una doble conclusión sancionado-
ra: la ,de no haber cumplido la norma de la conciencia y la de no 
haberse dejado ayudar de su estímulo tonificante . 
.3.1.5. Consecuencias del hecho de conciencia antecedente o con-
siguiente. 
La conciencia, sea cualquiera su actuación cronológica, no opera 
en el vaCÍo. Hemos visto que parte de, y se apoya en, la naturaleza 
de las cosas. Vamos a ver que desemboca también en realidades in-
negables, auque no pertenezcan al mundo material o sensorial, sino 
que forman, como la conciencia, parte de la experiencia interior del 
hombre. Constituyen, igual que la conciencia, evidencias internas que 
el hombre, aunque quiera, no puede eludir. 
La conciencia-ley, en cuanto mandato a la voluntad, determina el 
deber. En realidad, la conciencia efectúa para cada caso concreto un 
hallazgo. No crea, sino que descubre un deber congruente con la natu-
raleza del hombre y de la realidad sobre la que va a recaer el acto 
imperado por ella. El deber se presenta así como una necesidad moral 
de actuar de cierta manera. Necesidad basada, de un modo inmediato, 
en un mandato de la conciencia; de modo mediato, por supuesto, en 
1a naturaleza de las realidades a las que implica. Hablamos de nece-
sidad moral, porque no se trata de una necesidad física o de una ciega 
fatalidad. Es necesidad en cuanto que la impera la conciencia; pero 
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la conciencia misma brinda a la voluntad el que pueda decidir cum-
plirla o no. En otras palabras, condiciona el mandato a la libre de-
cisión. Puede colegirse que el deber, si está en relación con la natura-
leza de las cosas, no se da simplemente por mera utilidad, ni en vir-
tud de un acto meramente racional de la conciencia, sino en función 
del fin propio asignado al acto en cuya realización consiste el deber. 
Este deber en que desemboca la ley de la conciencia antecedente 
puede tener un grado mayor o menor de generalización y, en sentido 
inversamente proporcional, de concreción. La conciencia es capaz de 
analizar los deberes más generales y de ir deduciendo de ellos deberes 
más concretos. Veremos más adelante un ejemplo en cuanto al deber 
general de informar se refiere. En esta línea de concreción, cuando el 
deber se determina no sólo en general, sino porque existe alguien que 
pueda exigirlo como contraprestación -un acreedor- el deber, sin 
dejar de serlo, se concreta en obligación dentro de una relación inter-
personal determinada, que suele consolidarse en forma de relación 
jurídica. Ya hemos visto, como ejemplo, la obligación de obediencia 
en la relación jurídica laboral entre el informador y la empresa in-
formativa. 
El cumplimiento del deber, más o menos general, o más o menos 
concreto, en su fase de deber propiamente dicho o en su aspecto de 
obligación, requiere, a veces, para un cumplimiento efectivo y cabal, 
un conjunto de derechos o de facultades que, en cuanto instrumenta-
les, son irrenunciables. Y de los que el hombre ha de estar poseído o , 
en otras palabras, sentirse su titular. Sentirse titular de los derechos 
indispensables para la vida humana o para la vida profesional es un 
deber general del hombre. Otro deber general es imbuirse de la nece-
sidad de exigir y ejercitar tales derechos. 
La cláusula de conciencia, en uno de sus aspectos abordables, 
constituye un derecho necesario para el cumplimiento eficaz del deber 
de informar y de la pirámide de deberes y obligaciones en que es posi-
ble descomponerlo. Conviene no olvidar este corolario que se des-
prende de una comprensión de la conciencia como causa iuris, pero 
que, además, viene a añadirse a la conciencia causal. 
La conciencia como juicio desemboca también en «realidades 
arreales» o carentes de entidad sensorial. Estas realidades se van con-
catenando entre sí y se encadenan al deber, obligación y derecho en 
que concluye la conciencia como ley. El juicio que hace el hombre en 
su conciencia le declara responsable. La responsabilidad, a la que ya 
me he referido hace unas páginas, surge como consecuencia inmediata 
del enfrentamiento del hombre consigo mismo o con su propia con-
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ciencia que solamente está habilitada para juzgar acciones «suyas», no 
de un semejante, como ya ha quedado dicho 149. 
La responsabilidad viene a ser así la consecuencia de la libertad, 
como la libertad es la consecuencia del mandato de la conciencia. La 
conciencia normativa aclara los perfiles de las opciones que ofrece a 
la voluntad. La voluntad está en condiciones de decidir tanto más li-
bremente cuanto más clara tiene la conciencia antecedente. Si ante la 
propia conciencia como juicio comprueba que ha decidido mal, se 
siente responsable de la acción ejecutada. La responsabilidad es 
a la conciencia subsiguiente como el deber a la conciencia ante-
cedente. Si una y otra conciencia no pueden contradecirse entre 
sí, la correlación entre deber y responsabilidad es evidente. Si el 
hombre ha de saber sentirse titular de derechos y de deberes, ha de 
saber sentirse correlativamente responsable del incumplimiento de los 
segundos y del no ejercicio de los primeros, sobre todo cuando alcan-
cen la categoría de irrenunciables. 
En último término, la condena de la conciencia en cuanto juicio 
no es otra cosa que la conclusión de que el hombre con su acto se ha 
rebelado contra el orden que le había descubierto la conciencia como 
ley. «Entendimiento y voluntad, conocimiento y conducta moral, son 
dos fuerzas que confluyen y se entrelazan continuamente: es difícil 
saber dónde comienza el desorden, pero es cierto que, antes de llegar 
al término, se han encontrado y ayudado mutuamente en el proceso 
149. Aunque referidos al funcionario son interesantes estas palabras de Mess-
ner: «A todas las exigencias de la ética de la responsabilidad les es propia una 
cierta índole de necesidad. Trátase de ese imperativo que va unido siempre a la 
responsabilidad de la conciencia. Todo hombre sabe por sí mismo lo que es esa 
obligación de conciencia que va unida al deber. Y, pese a Eggleston, el funcionario 
posee una conciencia con el sentimiento de la responsabilidad por algo más que 
por una mera política de éxito de su asociación o su partido. Su conciencia conoce 
también muy bien las exigencias del interés general y de la justicia. Ciertamente, 
entre los funcionarios existen también los oportunistas. Pero sostener que el opor-
tunismo y la escueta ética del éxito sean la actitud «del» funcionario , es cosa que 
no puede justificarse mediante hechos concretos. Porque también el funcionario 
conoce los imperativos de la conciencia, propios del sentimiento del deber. Kant 
llega tan lejos y designa esta obligación de conciencia justamente como «coacción», 
entendiéndola, pues, como un imperativo de coacción que va ínsito en el imperativo 
categórico del deber (Metafísica de las costumbres). Naturalmente, Kant no entien-
de esta necesidad o imperativo en el sentido de una norma automática irresistible. 
Precisamente es todo menos esto: élla es decisión en la libertad en .pro de aquello 
que exigen la responsabilidad y el deber». MESSNER, J., El funcionario, Madrid, 1962, 
págs. 342-343. 
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disgregador» 150. Este sentido de ruptura, proporciona el sentido de 
culpa, al hombre responsable. 
Se entiende que el sentimiento de ruptura, como el juicio de con-
ciencia, se desarrolla en el ámbito interior de la intimidad humana. 
Por tanto, la culpa a la que nos referimos es un sentimiento que se 
produce independientemente de que la mala acción pueda ser o haya 
sido descubierta o de que, en el segundo caso, haya existido el perdón 
por parte de la persona a la que se ha producido un daño o de la 
comunidad que sufre las consecuencias de la ruptura. 
Este sentimiento de culpabilidad ha de entenderse en un hombre 
espiritualmente sano. No incluye todas las formas patológicas de sen-
timiento de culpabilidad que pueden darse. Así, por ejemplo, la con-
ciencia del hombre sano le absuelve cuando la violación del orden ha 
sido inconsciente o no voluntaria, aunque por tal infracción se haya 
producido daños evaluables y haya que compensarlos a través de una 
indemnización. La culpa presupone la posibilidad de que el acto será 
absuelto por el juicio de la conciencia. Y el sentimiento de culpabili-
dad, si no es morboso, tiene así la defensa de la propia conciencia. El 
hombre sano solamente se siente culpable en la medida en que su 
conciencia sana le acusa. Si la conciencia no es sana, es un irrespon-
sable. Pero si la conducta es contraria a lo que la conciencia determi-
na y «no se está dispuesto a reconocer y rectificar el error, comienza 
una espiral viciosa de progresiva y creciente deformación» 151, que 
puede terminar borrando el sentido de culpa y de responsabilidad por-
que se embota su causa, que es la conciencia. «Se equivocaría quien 
pensara que basta poseer -inicialmente al menos- todos los princi-
pios morales en abstracto, para juzgar rectamente en cada caso; cuan-
do entra en juego la propia vida, y hay que cargar con las consecuen-
cias, es muy posible eludir la decisión de la conciencia por falta de 
virtudes morales» 152. «La conciencia es un guía de inestimable valor, 
pero delicado. Su voz fácilmente se deforma o se oscurece. Dictar a 
la conciencia es silenciarla y, a la larga, destruirla. Hay que escucharla 
y escucharla con finura. Necesita ser sometida a un serio interrogato-
rio. Sólo los que interrogan a su conciencia de un modo habitual y 
están dispuestos a hacer caso incluso a las respuestas menos cómodas, 
no la engañarán ni serán engañados por ella 153. «No actúa según su 
150. GARCÍA DE HARO, R. .Y CELAYA, l. DE, o. C., págs. 195-196. 
151. 1bid., pág. 196. 
152. 1bid. 
153. BURKE, C., o. C., pág. 50. 
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conciencia el que actúa sencillamente según su comodidad, modelando 
sus acciones en función de su soberbia, su interés, su placer ... y aun 
quizá modelando sus principios para que convengan a sus acciones. El 
hombre de principios flexibles corre el peligro constante de llegar a 
ser un hombre sin ninguna clase de principios» 154. Hay que recordar 
que estamos todavía tomando los términos responsabilidad y culpa en 
sentido moral y no en las diversas acepciones que pueden tener en la 
esfera jurídica. Pero la inexistencia de principios en el profesional 
informador imposibilita tomar la conciencia como desencadenante de 
todos los efectos que se incoan en la cláusula. 
La consecuencia sucesiva concatenada, que se deduce del hecho 
interior de la conciencia, es el remordimiento. Messner lo define como 
exteriorización de la conciencia que condena 155. Creo que, por el con-
trario, hay que definirlo como interiorización de la conciencia conde-
natoria puesto que el remordimiento en sí mismo considerado y olvi-
dándose de los efectos externos accidentales a que puede dar lugar, 
se produce también en la esfera de la intimidad de la persona indi-
vidual. 
Como la culpa, de la que es consecuencia, el remordimiento es 
una sensación interior o un sentimiento, pero originado en un acto 
cognoscitivo, como una de sus secuelas. La base cognoscitiva y la im-
posibilidad de fingimiento interior hacen que el remordimiento se im-
ponga a cualquier intento de autojustificación y sobreviva a los aten-
tados del olvido. Es lo que la sabiduría popular ha representado ex-
presivamente como «el gusano de la conciencia». 
En efecto, como la última de las consecuencias lineales del acto 
de conciencia, es la más duradera puesto que no hay otra que la rele-
ve, aunque sí que la redima. Messner lo ha visto perfectamente cuando 
advierte que la consciencia psíquica de culpa determina el remordi-
miento, pero considera a la primera como efecto de la conciencia mo-
ral juez y al segundo como efecto de la «conciencia verdugo» 156. La 
ejecución ineludible de la sentencia inapelable de la conciencia no se 
produce de una vez y en un instante. Si no se ponen en funcionamien-
to los mecanismos expiatorios aceptados interiormente como suficien-
tes por la misma conciencia que ordenó, juzgó y está ejecutando, el 
remordimiento puede durar toda la vida y determinar el desequilibrio 
154. Ibid., pág 32. 
155. MESSNER, J ., O. C., pág. 30. 
156. MESSNER, J ., O. c., pág. 37. 
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psíquico correspondiente al desequilibrio moral provocado por la rup-
tura del orden. 
2.1.6. Trascendencia jurídica del hecho de conciencia. 
El derecho no juzga acerca de intenciones, ni juzga acerca de los 
hechos que ocurren en el interior de la personalidad del hombre. Des-
de esta afirmación axiomática mal puede comprenderse que hayamos 
dedicado unas páginas, de una reflexión que pretende ser jurídica, a 
los hechos de conciencia y a sus consecuencias. El tema, no siempre 
igualmente entendido a lo largo de la historia, sí que ha sido objeto 
siempre de una misma pregunta patética, como la que formula Lan-
glade-Demoyen: «¿ Cuáles son las relaciones entre el orden jurídico y 
el contenido de la conciencia individual según las reglas que esta con-
ciencia se impone a sí misma?» 157. Pero que el hecho de conciencia 
tenga su origen y desarrollo en el interior del hombre no empece el 
que, tras su manifestación externa, repercuta en la vida de la comu-
nidad cuyo ordenamiento, sin dejar de ser ético, es ya jurídico por 
naturaleza. El tratamiento del hecho de conciencia procede, empero, 
hacerlo por cuanto ocurre en el interior del informador desde cuya 
perspectiva estamos operando. 
La extrapolación del hecho interior de la conciencia a la esfera 
externa, que ya cae bajo el imperio del derecho, se produce de varias 
formas. Una de ellas porque el mismo hombre que ha vivido las expe-
riencias sucesivas de la conciencia quiera exteriorizarlas o, al menos, 
exteriorizar sus efectos. Piénsese, por ejemplo, en el matrimonio de 
conciencia o en las obligaciones de conciencia como sub especie de las 
obligaciones naturales 158. Otras veces es el ordenamiento jurídico el 
que establece un cinturón de seguridad para salvaguardar, no ya la 
intimidad, sino la conciencia libre del individuo. Una de estas fortale-
zas de la conciencia la constituyen los ordenamientos que, al menos 
como regla general, han reconocido y regulado el secreto profesional 
del informador 159. Finalmente, el derecho se ocupa también de la con-
157. LANGLADE-DEMOYEN, C., L'objection de conscience dans les idées et les 
institutions, París, 1958, pág. 292. 
158. Sobre el tema, RIPERT, G., La regle morale dans les obligations civiles, 
cit.; FUENMAYOR CHAMPIN, A., El cumplimiento «post mortem» de las obligaciones 
naturales, en «Anales de la Academia Matritense del Notariado», X, 1959, págs. 
9 y siguientes. 
159. Véase mi libro La función de informar, cit., págs. 137 a 150. 
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ciencia cuando, sin entrar en su formación y en su desenvolvimiento 
interno, regula las consecuencias de su acción normativa o enjuiciado-
ra. Este es el supuesto de la objeción de conciencia en los ordena-
mientos jurídicos y en la tendencia de autores que admiten su insti-
tucionalización como Langlade-Demoyen 160. Y éste es el caso también 
de la cláusula de conciencia. La ley ha tomado en cuenta el dato sub-
jetivo de la conciencia del profesional de la Información como causa 
que se conecta con determinados efectos. 
Si bien observamos, el sentido del artículo 29 del Código de Tra-
bajo francés, que ha servido de punto de partida, a la conciencia del 
periodista le repugna una determinada situación sobrevenida, por cau-
sas ajenas a su voluntad, en la empresa en la que presta sus servicios. 
El periodista no puede estar contradiciendo a su conciencia y se ve 
en el deber de no realizar unos actos profesionales que se oponen a lo 
que su conciencia le dibuja como tal auténtico deber. El derecho, en 
tal caso, acoge la excusa de conciencia para autorizarle a romper una 
relación de trabajo plenamente vigente con todas las secuelas que la 
ruptura tiene, tanto inter partes, cuanto frente al público destinatario 
de la información. Otras consecuencias, como la indemnización, aun-
que importantes, son secundarias respecto a la de la ruptura del con-
trato, legalizada en virtud de la legitimidad que se reconoce al dictado 
de la conciencia. 
Pero, si continuamos observando, confirmamos que el Derecho, 
que acoge en su ordenamiento las consecuencias del hecho de la con-
ciencia, no entra en la formación interna de esa conciencia. La Juris-
prudencia francesa por ejemplo, ha tenido que esforzarse por determi-
nar lo que constituye las variaciones de ideología o de carácter en la 
empresa o en el medio, que la ley establece como supuestos legales 
para que pueda entrar en función el dispositivo de la cláusula; pero 
no ha entrado a estudiar los problemas que evidentemente plantea al 
periodista la formación de su conciencia en relación con aquellos 
cambios. Ni siquiera ha puesto obstáculos para admitir que el cambio 
empresarial ha traído consigo un atentado a su honor, a su reputación 
o, de un modo general, a sus intereses morales 161. Basta con que la 
160. LANGLADE-DEMOYEN, C., O. c., pág. 294. La definición técnico-jurídica de 
la objeción de conciencia, según el mismo autor, es la siguiente: «la actitud ne-
gativa o positiva del hombre que rechaza ciertas instituciones, un cierto estado 
de derecho, un cierto poder político» (pág. 9). La cláusula de conciencia no se 
identifica con la objeción de conciencia más que por el hecho causal: la conciencia 
de la persona. 
161. LELOUP, J.-M., Le journal, etc., cit., pág. 178. 
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objeción de conciencia se alegue, se manifieste, se comunique. Esta 
línea jurisprudencial en Francia, ha pasado a adoptar la forma de 
texto legal en el artículo 23 de la vigente Ley portuguesa de 24 de fe-
brero de 1975 que, bajo la rúbrica Alteración de la orientación de los 
periódicos, dice en su apartado 1: «Si se llevara a cabo una alteración 
profunda en la línea de orientación de un periódico, confirmada por 
el Consejo de Prensa, los periodistas a su servicio podrán extinguir 
la relación laboral por su iniciativa unilateral, teniendo derecho a la 
indemnización debida por despido injustificado o sin previo avisQJ}. 
Se advierte claramente que se controla el hecho exterior de la altera-
ción profunda en la línea de orientación del periódico; y que se da 
efecto al mero hecho de la iniciativa del periodista, pero no se entra 
en la formación, en conciencia, de su decisión de extinguir la relación 
laboral. 
La dialéctica de las cosas lleva a determinar la posibilidad de que 
también haya repugnancia de conciencia a colaborar en un medio o 
empresa cuya línea permanezca inalterada cuando, por modificar la 
ideología el periodista, hayan variado los principios que se ponen en 
juego y se haya alterado la conciencia-ley o la conciencia-juicio del 
informador. En efecto, al deber, la responsabilidad, la culpa y el remor-
dimiento, hay que añadir un último efecto de la conciencia: el arre-
pentimiento, que se da tanto cuando la conciencia condena porque la 
voluntad se ha desviado, como cuando condena la voluntad porque 
advierte que la desviada era la conciencia. 
La conciencia, entendida como queda patente en las páginas an-
teriores, impera una decisión personal del informador a la que el dere-
cho da cauce y otorga unos efectos. Entre la conciencia causal y los 
efectos jurídicos se puede advertir en la Ley la existencia implícita de 
un nexo. 
2.2. EL NEXO: ETHOS PROFESIONAL DEL INFORMADOR. 
La radicación de la cláusula de conciencia está -insisto- en lo 
íntimo del informador. Basta con que éste apele al testimonio de la 
conciencia para que se produzcan los efectos jurídicos que la ley le 
atribuye. La ley rinde así tributo a la libertad de las conciencias de los 
informadores. No entra en la averiguación de si la conciencia está bien 
o mal formada, si es cierta o dudosa, ni si la decisión de la voluntad 
coincide con el dictamen de la conciencia. Parece dar así una posibili-
dad de fraude que, efectivamente, puede producirse. Pero los riesgos 
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de producción del fraude no son tan grandes como, a primera vista, 
pueda parecer. En la vida jurídica la buena fe se presume siempre. 
Este principio general del derecho ha inspirado también al legislador 
el establecer la cláusula de conciencia. El principio de la buena fe afec-
ta y beneficia al informador como persona. El sujeto beneficiario de 
la cláusula es, además, un profesional. Y, como tal, la ley concreta en 
un aspecto el principio de buena fe a los hombres que han tomado 
como profesión el informar; y, en otro, se garantiza con el hecho de 
que el informador forma parte de un universo de profesionales. Vamos 
a ver más por extenso la mecánica de este fenómeno. 
Por una parte, el reconocimiento de la libertad de las conciencias 
en que consiste la cláusula, está en función de suponer, con presunción 
iuris tantum, como en el principio de la buena fe, que la conciencia 
del informador ha emitido correctamente su dictamen. En otras pala-
bras, ha verificado criteriológicamente la sub sunción de unos datos 
fácticos en unos principios. La presunción, que incluye por axioma el 
riesgo de error, se reduce, sin embargo, a suponer que está bien hecha 
la sub sunción y están correctamente apreciados los hechos. La ley 
muestra con ello la confianza en el informador profesional en cuan-
to tal. 
Pero, además, la ley parte de una certeza, en la que ya ve al infor-
mador no solamente como profesional, sino como integrante de una 
profesión: la certeza de la existencia de unos principios deontológicos 
que presiden, como forma de actuación, a la profesión informativa 
entera. Y que han sido destilados, a lo largo de la experiencia y del 
ejercicio honesto de la profesión, por los profesionales en bloque. 
Existen, en efecto, unos modos de pensar, sentir, hacer y valorar 
que son comunes a toda la profesión, estén más o menos estereotipa-
dos por la objetivación escalonada que suponen las actitudes, la tra-
dición, los Códigos deontológicos o las reglas jurídicas positivadas 
por que la profesión se rige. Toda esta visión moral del mundo pro-
fesional por la misma profesión constituye su ethos propio, diverso, 
quizá, al de otras profesiones. El ethos constituye la garantía mínima 
que la ley se permite en orden a respetar el dato subjetivo de la 
conciencia del informador para atribuirle consecuencias jurídicas ex-
ternas. 
Conviene repetir aquí que esta visión valorativa del mundo de la 
Información por los profesionales, en ningún modo suple a la con-
ciencia individual por una especie de conciencia colectiva. «No se pue-
de colectivizar la responsabilidad moral; siempre es y será personal 
y singular. Intentar refugiarse detrás de la presunta conciencia de los 
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demás, para convencerse de que de este modo se diluye la propia res-
ponsabilidad, es engañarse e introducir un funesto elemento de in-
sinceridad en la propia conducta moral» 162. »Guiarse por el «se dice», 
o «se piensa» por lo que hacen o dejan de hacer los demás (sean mu-
chos o pocos), por una pretendida «conciencia colectiva», decíamos, 
es una forma de engañarse. La conciencia es conocimiento personal 
interior de las leyes y criterios morales verdaderos para toda conducta 
y, además, conocimiento aplicado a un caso particular, aquí y ahora, y 
no se puede sustituir por nada (ni es conocimiento de lo que piensan 
los demás). Sustituir la conciencia personal por cualquier otra cosa 
equivale a faltar a los más elementales deberes de y hacia la concien-
cia» 163. El juicio de la conciencia seguirá siendo individual y emitido, 
interiormente, para cada acto individualizado. La garantía para la ley 
consiste en que el ethos profesional facilita la vivencia de los princi-
pios deontológicos en el informador y, con ella, la más difícil de las 
tres operaciones en que la formación de la conciencia consiste. En últi-
mo término, el ethos viene a concretar, aclarar y determinar la sin-
déresis que el informador tiene en tanto hombre, en cuanto que la 
necesita como profesional. El ethos representa la lumen naturale de 
la profesión y es fácilmente asequible al informador que forma parte 
de ella. Constituye un modo de experiencia de los principios que ci-
menta las convicciones ético-profesionales básicas. Y las fortifica 
durante toda la vida profesional del informador. 
El ethos no asegura, naturalmente, el acierto del juicio de la con-
ciencia en todo caso; pero pone al profesional en vías de acertar 164. 
Respeta su derecho al error; pero reduce al mínimo las posibilidades 
de que el error se produzca. Se entiende que esta visión ética de la 
actividad profesional es correcta pues, de otro modo, dada su trascen-
dencia pública, la ley misma se encargaría de enderezarla. La buena 
fe en el hombre, la confianza en el profesional no desaparecen, como 
162. BURKE, e, o. C' J pág. 56. 
163. Ibid., pág. 57. 
164. No sólo porque facilita la aprehensión de los principios por el informador, 
sino también porque, estando los principios claros, se facilita el juicio de la con-
ciencia; facilidad que asegura, con el acierto repetido, la experiencia y el hábito 
de enjuiciar bien. Algo parecido mutatis mutandis a lo que ocurre con la ética del 
funcionario según MESSNER, J., El funcionario, Madrid, 1962, pág. 343, en donde 
se exige una «sagacidad y capacidad de juicio en una medida total y absoluta-
mente superior a la normal». El trabajo del informador, sin que este aserto impli-
que comparaciones valorativas, tiene en líneas generales más trascendencia social 
y pública que el del funcionario. 
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no desaparece el respeto a la libertad. Pero el riesgo que entrañan y 
que -en todo caso- compensaría el respeto a la libertad de las can-
dencias, queda reducido al mínimo inevitable en cualquier asunto en 
.que entre en juego la libre determinación humana. Quizá este riesgo 
ínfimo pueda explicar la escasa conflictividad que la cláusula de con-
ciencia lleva consigo según la estimación hecha por el Profesor Ura-
bayen en su trabajo. 
A mayor abundamiento, las determinaciones normativas · del 
ethos son mucho más afinadas que las de las normas legales. En con-
secuencia, en gran parte de su normatividad, no cabe contraposición 
entre normas éticas profesionales y ley positiva 165. 
En otro aspecto, la valoración deontológica profesional de la acti-
vidad informativa no se hace solamente con normas deontológicas en 
mayor o menor grado de positivación, sino también por aplicación di-
recta de principios éticos, descubiertos o determinados por vía cientí-
fica. La Etica, así como el Derecho, no son solamente ciencias de las 
normas, sino también ciencias normativas. Y la profesión, como colec-
tividad, ha de cultivar su Deontología propia como Ciencia que exige 
la elevación a un plano epistemológico de la experiencia directa de la 
compleja actividad informativa. Tampoco este deber colectivo supone 
un deber de la colectividad; antes bien es un deber de cada uno de los 
sujetos que constituyen la colectividad, que no tiene derecho a reser-
var para sí mismo los datos de su experiencia técnica o moral sin que 
trasciendan en beneficio de la profesión entera y, en último término, 
de la Información 166. 
El ethos profesional se corresponde, a nivel de informador singu-
lar, con un conjunto sistemático de deberes de los que el cardinal o 
nuclear es el deber profesional de informar. 
2.2.1. El deber nuclear de informar y su proyección. 
El deber de generalizar los datos de experiencia, ya sea en rama, 
-ya conceptualizados a niveles epistemológicos, puede llamarse deber 
165. Véase, por todos. DUWAERTS, L., L'organisation de la profession, ses usa-
.ges et sa déontologie, Bruselas, 1973. 
166. MESSNER, J., o. C., págs. 34g...344, considera como exigencia ética para 
corresponder a la responsabilidad del funcionario, el disponer «de tiempo y de ocio 
'para la recopilación, la reflexión y el ensanchamiento de su horizonte espiritual, 
y para la conservación de aquellos valores de la personalidad de los que tantas 
-cosas dependen dada su posición clave. El funcionario sólo dispondrá de ese tiem" 
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de trascendencia y es uno de los muchos deberes en que se descompo-
ne el que para los informadores constituye su deber nuclear: el deber 
de informar. 
Todos los deberes imaginables del profesional de la información, 
en · cuanto tal profesional, y los derechos necesarios para cumplirlos, 
son reducibles en último término a este deber global que los profesio-
nales asumen cuando deciden dedicar su vida a la Información. Ya 
hemos visto que, como deber concreto, fundamenta el derecho moral 
del informador, ya que moral es su actuación desde el momento en 
que, con su cumplimiento, realiza un acto de justicia. Pero, como de-
ber general, su enunciado unitario ofrece un punto de vista singular 
desde el que contemplar unitariamente la compleja actividad infor-
mativa; y sirve de punto de partida para verificar una operación de-
ductiva de los distintos deberes en él incluidos, que han permitido 
obtenerlo por vía inductiva o de síntesis. 
El deber profesional de informar ofrece el cuadro deontológico, 
más completo que darse pueda, puesto que el análisis que permite 
hacer puede considerarse perpetuamente inacabado, susceptible de ex-
tensión, de ramificación y de profundización. Pero, además, ofrece el 
cuadro deontológico más homogéneo posible, dado que todo él está 
proyectado, diseñado e interpretado de modo unitario, con arreglo a 
unos principios que emanan de su fuerte carga ética. Procede obser-
var, a grandes rasgos, su proyección sucesivamente aproximativa a los 
deberes y derechos específicos que se relacionan con la cláusula de 
conciencia. 
Uno de los métodos de abordar el análisis de los deberes y dere-
chos incluidos en el deber profesional de informar, es el de tomar 
como punto central del cuadro distribuidor el acto informativo 167. Ju-
rídicamente es fundamental porque el acto informativo justifica la 
calificación de las relaciones jurídicas como relaciones jurídico-
informativas, también susceptibles de tratamiento unitario. Los de-
beres entrañados en el deber profesional de informar pueden ser 
de tres clases: anteriores, coetáneos o posteriores al aCto informativo. 
Esta posición lógica y cronológica no afecta a las relaciones que se 
derivan del deber nuclear de informar. 
po y ese ocio imprescindiblemente necesarios cuando sepa estar por encima del 
«servicio», de la actividad organizada». La exigencia puede trasplantarse al in-
formador con mayor razón. 
167. Véase SANABRIA MARTÍN, F., Estudios sobre comunicación, Madrid, 1975, 
pA.gs. 117-118. 
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Deberes anteriores o previos a la constitución de la relación jurí-
dica informativa son, a grandes rasgos, los de autoevaluación de las 
condiciones naturales imprescindibles para ser informador; los de ca-
pacitación científica y profesional, que no solamente se cumplen en el 
período formativo o de estudios, sino que se extienden a todo lo largo 
de la vida profesional; y los de legitimación que consisten, esencial-
mente, desde un punto de vista positivo, en cumplir los preceptos le-
gales exigibles para desempeñar la actividad informativa y, en su as-
pecto negativo, en evitar las prohibiciones y las incompatibilidades que 
se opongan al mismo desempeño. 
Deberes posteriores a la relación jurídica informativa son, en pri-
mer lugar, el conjunto de deberes que se engloban en el de responder, 
ética, social y jurídicamente, que llevan consigo: los de subsanar la 
información incorrecta, rectificándola espontáneamente o insertando 
la réplica formulada por quien tiene derecho a ella; los de mantener 
la información que es procedente; y los de no reducir e, incluso, los 
de ampliar el campo de la responsabilidad. En estos últimos se en-
cuadra el deber del secreto profesional repetidamente aludido. En se-
gundo término, se agrupan los deberes de trascender, a los que ya he 
hecho alusión. Uno de ellos, el de cooperar a la formación del ethos 
profesional. 
Por supuesto, los más importantes desde el punto de vista de la 
Información son los coetáneos a la relación jurídica informativa. A su 
vez, se pueden agrupar en torno a dos aspectos: informativo y forma-
tivo. En el aspecto informativo el deber de informar se va especifican-
do paralelamente a la naturaleza del objeto del derecho a la informa-
dón. La enumeración detallada, es, aSÍ, análoga: el deber de que la 
información sea verdadera; el de sumisión a los ordenamientos super-
estructurales: orden moral y ordenamiento constitucional; el de cum-
plimiento del ordenamiento legal; el de respeto a los derechos de la 
personalidad; los inherentes a la función pública informativa, como la 
crítica o el respeto a la independencia judicial; y el de remisión ante 
intereses públicos, como los secretos oficiales, la paz exterior, la segu-
ridad interior, etc. Puede resumirse en el deber de respetar todas las 
excepciones a la regla general del todo informable 168. 
El cumplimiento de los deberes que se engloban en el aspecto in-
formativo tiene también su papel en el aspecto formativo. Pero se 
verifica en ellos una especie de desdoblamiento que, en una dirección, 
168. Véase mi libro La función de informar, cit., págs. 164 a 188. 
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contribuyen a formar a los demás, pero, en otro, realizan al informa-
dor con respecto a los demás, sea el público, sean otros informadores. 
Pero, sobre todo, con respecto a sí mismo. No es posible exponer toda 
su compleja enumeración; pero sí fijarnos en el deber profesional de 
verdad o de que la información sea verdadera, ya que, en otro caso, no 
sólo no es información, sino que es corrupción de la información. Este 
deber se proyecta, en el aspecto formativo en dos deberes de autorrea-
lización muy distintos en su alcance, pero muy similares en su origi-
nación: son el deber de objetividad en la información de hechos y el 
deber de sinceridad en la información de ideas y de juicios. En otros 
lugares me he detenido en su estudio detallado, sobre todo del prime-
ro 169. La cláusula de conciencia se encuadra, en cambio, en el desenvol-
vimiento de toda la potencia virtual encerrada en el segundo: en el 
deber de sinceridad. 
2.2.2. El deber de objetividad en la información de hechos. 
Aun cuando no interese directamente a nuestro objeto, vale la 
pena su exposición esquemática para mostrar más claramente, por ex-
clusión, el alcance del deber de sinceridad. 
La verdad consiste, en último término, en la adecuación del en-
tendimiento con la realidad. La verdad informativa en la doble adecua-
ción del entendimiento del informador con la realidad objetiva y de la 
comunicación con el entendimiento del informador. Cuando falta la 
primera se produce el error; cuando falta la segunda se produce el 
engaño. El informador ha de esforzarse porque se cumplan ambas 
adecuaciones, esfuerzo que da lugar a dos deberes: el de objetividad 
y el de veracidad, respectivamente. 
El informador que tiene como hábito, consecuente a su esfuerzo, 
el expresar correctamente la realidad aprehendida para comunicarla 
es un informador veraz. La veracidad no es predicable de la informa-
ción, ni del medio, como ordinariamente se hace. Es un deber y una 
virtud personales. Deber y virtud que obligan en escalada, ya que el 
engaño de un informador veraz induce más a confusión que el de un 
informador que no lo es o que no se sabe si lo es. 
El informador que tiene como hábito, consecuente a su esfuerzo, 
el aprehender correctamente la realidad que está fuera de él, la reali-
169. Véase mi libro La verdad en la información, Valladolid, 1976, especial-
mente páginas 11 a 84. 
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dad objetiva, es un informador objetivo. También la objetividad, como 
la veracidad, le obliga de modo creciente. Pero la objetividad es posi-
ble porque hay un objeto exterior, que es la realidad informable. La 
objetividad del informador consiste, nada más y nada menos, que en 
dirigir su esfuerzo intelectivo a captar la realidad tal como es, sin que 
ingrediente subjetivo alguno la modifique en su aprehensión. 
La objetividad, si bien consiste en una actitud del sujeto, viene 
dada por la fidelidad al objeto real; está, en cierto modo, impuesta 
desde el exterior. Al informador le basta con atender a tal realidad 
y con procurar, con toda energía, no impurificada con elementos sub-
jetivos. 
De ahí que la objetividad solamente es exigible en la información 
de la realidad exterior que, una vez informada y comunicada, consti-
tuye la noticia. Y es exigible también en la captación de los hechos 
que, por aplicación de ideas, se enjuician para comunicar dichos jui-
cios en forma de opiniones o de crítica. 
2.2.3. El deber de sinceridad en la información de ideas y de juicios. 
La objetividad no puede ir más allá de lo que hemos visto. El 
resto de la información posible no constituye una información de da-
tos o hechos de la realidad exterior, sino que procede del mundo ex-
terior del comunicante o del informador. O es información de ideas, 
cuando surgen espontáneamente del informador; o es información de 
juicios cuando las ideas se aplican a unos hechos de la realidad, que, 
como hemos visto, ya han debido ser captados objetivamente. 
El desdoblamiento en dos fases que tenía la información sobre 
la realidad exterior -fase de conocimiento, fase de comunicación-
dejando en el centro al informador, queda en la información del mun-
do interior de éste reducida solamente a la segunda. El informador 
no es primero receptor de la realidad objetiva y después comuni-
cador de la misma; sino que es solamente comunicador de la que los 
filósofos llaman arrealidad o realidad subjetiva que es un ens rationis 
o ente de razón y que no hay que confundir con irrealidad o nihilidad. 
La irrealidad es nada; la arrealidad es algo, aunque algo del mundo 
interior del informador. Cuando éste comunica una arrealidad sola-
mente comunica algo que -original o adquirido- procede exclusiva-
mente de su interior. 
Se comprende entonces que aquÍ la objetividad es imposible, tanto 
si la idea se comunica tal cual, cuanto si se comunica en forma de 
juicio aplicado a un hecho de la realidad objetiva. Si no hay realidad 
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objetiva no puede haber objetividad. Si, por el contrario, hay arreali-
dad subjetiva tan sólo puede haber subjetividad. Extremando las co-
sas, la objetividad en la comunicación de ideas y de juicios consiste, 
precisamente, en la subjetividad. Es el mundo interior del hombre, y 
no la realidad exterior, lo que se comunica. Es subjetividad pura. 
Cuando se ha querido exigir objetividad en las ideas, se ha hecho 
considerando que algunas de ellas tenían una subsistencia objetiva y se 
han querido homologar todas las demás con ellas, con detrimento evi-
dente de la libertad. Otra cosa es que el hombre -y, por supuesto, el 
informador-, de una manera libre, se adhiera a un sistema de ideas 
objetivadas, como el dogma religioso 170. Por eso, en las ideas dogmáti-
cas, para el creyente puede hablarse también de verdad y de error 171. 
Pero, ni siquiera para el creyente, es posible hablar de verdad y error 
en la amplia gama de lo discutible y de lo opinable. Exigir en toda esta 
zona objetividad en las ideas tiene un inconfundible tufo totalitario. 
Las ideas son subjetivas y, en su comunicación, lo que se exige es lo 
que se puede exigir: subjetividad. 
No puede, por supuesto, exigirse la comunicación de toda la sub-
jetividad. El ámbito de lo subjetivo es el que rodea de un modo pró-
ximo la personalidad y está teñido por ella. Pero la parte de la sub-
jetividad que se comunique libremente ha de corresponderse en su 
entidad subjetiva y en su comunicación. Esta correspondencia se lla-
ma sinceridad. 
El deber de objetividad en la comunicación de la realidad externa, 
se convierte en deber de sinceridad en la comunicación del mundo 
interno. La falta de sinceridad es tan engaño como la inadecuación de 
lo comunicado con la percepción intelectiva de la realidad exterior. 
El informador ha de ser siempre sincero. La sinceridad, aunque es un 
deber interno, es todavía más exigible externamente que la objetividad, 
puesto que es más susceptible de error involuntario la apreciación del 
mundo externo que la del mundo interior. 
De todos los deberes del informador que se desarrollan coetánea-
mente al nacimiento de la relación jurídica informativa, ninguno tan 
170. «Dogma significa precisamente la sentencia de autoridad que se impo-
ne como decreto imperativo para los creyentes y cuya custodia se encomienda a 
la Iglesia», ))'OR8, A., Sistema de las ciencias, Pamplona, 1969, pág. 36. 
171. Solamente así y con referencia al informador católico se puede hablar 
de «deberes con relación a la verdad de las doctrinas expuestas», como lo hace 
CASTÁN LACOMA, L., en Esbozo de una teología de la información, número especial 
de «Documenta», Madrid, 1956. 
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patente como el deber de sinceridad. El informador o es sincero o 
falta al deber de justicia en que la información consiste. El suum que 
al público corresponde en la información subjetiva es la sinceridad. 
El deber de objetividad exigía un esfuerzo por librarse de todo ingre-
diente subjetivo que empañase la captación y la posterior comunica-
ción de la realidad. El deber de sinceridad no implica ningún esfuerzo 
negativo o impeditivo. Ser sincero es comunicarse sencillamente como 
se es. 
La sinceridad tiene, por otra parte, un arraigo moral muy fuerte 
puesto que solamente por el informador puede apreciarse su existen-
cia o su falta. La objetividad puede contrastarse con la realidad exte-
rior; la sinceridad es incontrastable desde el exterior del informador. 
Por otra parte, la objetividad -que solamente se puede cumplir de un 
modo asintótico- admite gradaciones; la sinceridad no. Si bien se 
puede ser más o menos objetivo, no se puede ser más o menos since-
ro. Sincero se es o no se es, no hay términos medios. Sólo hay una sin-
ceridad: la sinceridad perfecta. Sólo hay un modo de cumplir el deber 
de sinceridad: su perfecto cumplimiento. El informador cumple su 
deber de lealtad siendo normalmente objetivo. Pero para cumplir su 
deber de lealtad ha de ser totalmente sincero. 
No es necesario insistir en el hecho ordinario de que sólo de un 
modo excepcional existe una información que se refiera exclusivamen-
te a la realidad objetiva y otra que se refiera, en exclusiva, a la arreali-
dad subjetiva. Usualmente una y otra se dan mezcladas, aunque en 
diversas dosis. De ahí que el deber de sinceridad se extienda usualmen-
te a toda la información. La importancia trascendental de la sinceri-
dad en la cláusula de conciencia explica que la jurisprudencia francesa 
haya extendido su aplicación a todo tipo de informaciones y, por tanto, 
a toda clase de informadores, sea cualquiera su especialización 172. 
2.2.4. La armonización de las lealtades del informador. 
Todas estas connotaciones de la sinceridad sirven tanto para la 
comunicación individual cuanto para la colectiva. Pero la comunica-
ción colectiva se produce a través de un medio, explotado en sus di-
versas fórmulas jurídicas por una empresa u organización, cuya ex-
plotación constituye el objeto específico. La empresa tiene como acti-
vidad propia la realización de una idea; y esta realización ha de ser 
172. Sentencia de 9 de noviembre de 1961. 
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acorde con un sistema ideológico que la empresa ha ofrecido expresa 
o implícitamente. En este sistema ideológico trabaja el informador. 
Cuando su mundo interior está acorde con él o, al menos, no está en 
desacuerdo, la función de informar puede llevarla a cabo el informa-
dor cumpliendo el deber de sinceridad. Cuando esta concordancia no 
se da, la sinceridad es imposible. 
Ahora bien, la falta de concordancia entre la idea empresarial y 
la individual no exonera al informador del cumplimiento de su deber 
de sinceridad. Al no poderlo cumplir, el informador no sigue los dic-
tados de su conciencia, si ésta es recta. He aquí, precisamente, el su-
puesto genérico diseñado legalmente para la cláusula de conciencia. El 
supuesto de la cláusula, definido en la ley como derecho, es originaria-
mente un deber deducido inmediatamente del deber de sinceridad 
que, a su vez, se encuadra en el deber medular de informar. En tanto 
en cuanto es un deber, la ley otorga el derecho necesario y suficiente 
para cumplirlo. 
El nexo profesional entre la conciencia y los efectos jurídicos, al 
concretarse personalmente en un informador, puesto que no es posible 
una conciencia colectiva, se proyecta en el deber de sinceridad. El 
deber de sinceridad que es de naturaleza mixta -interno y externo-
conecta la causa interna de la conciencia con sus efectos jurídicos ex-
ternos. Estamos, al analizar los elementos de la institución, en el nú-
cleo mismo de su naturaleza jurídica desde la perspectiva del informa-
dor. Todas las demás consideraciones serán consecuencia de ésta o 
vendrán a añadirse a ésta. 
Una de ellas es que el cumplimiento del deber de sinceridad sola-
mente se concibe con la existencia de la libertad de expresión ideo-
lógica y la libertad de opinión y de expresión de tal opinión por parte 
del informador. La cuestión es tan obvia que no merece una detención 
en su examen 173. Tan sólo recordar que la libertad aquí supone, en 
expresión correcta, ejercicio libre del derecho a la información. 
Otra es que el deber de sinceridad, además de estar respaldado 
por el deber de seguir el dictado de la conciencia, que implica a su 
vez el deber de formarla, etc., está también flanqueado por el deber 
de lealtad. Ser sincero es ser leal consigo mismo y con los demás. El 
deber de sinceridad, al estudiarse como deber de lealtad, se desdobla 
en lealtad a sí mismo y lealtad a todos los que no son el propio infor-
173. BRIMO, A., Sur la liberté d'opinion du journaliste: l'Aftaire Fillioud 
contre Europe N.O 1 Télécompagnie, en «Droit Social», 9-10, 1967, págs. 481-489. 
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mado y que, a nuestros efectos, podemos dividir en público, colegas 
informadores y empresa informativa. 
El deber de lealtad no es, empero, susceptible de jerarquización 
conforme a cada una de esas referencias subjetivas. Porque la lealtad 
a sí mismo, no sólo no excluye las lealtades a los demás, sino que las 
reclama. El informador fiel a sí mismo, que no admite la insinceridad, 
es complementariamente leal al público al que no engaña, aun en el 
supuesto de que el público, porque gustase de oir lo que le gusta, pre-
firiera ser engañado. Es fiel a sus colegas con los que solidariamente 
realiza el medio, en el caso de que trabajen conjuntamente; o con los 
que solidariamente realiza la Información en el caso de que trabajen 
en otro medio o en otra empresa informativa. Y es leal a la empresa 
en que trabaja: desde el momento en que su conciencia denuncia la 
falta de concordancia de principios, le impide obstaculizar los que la 
empresa sostiene y le segrega de aquella empresa con cuyos principios 
ideológicos no comulga. 
Este cuadro esquemático de deberes que, por sucesivos peldaños, 
nos permite llegar desde el deber nuclear de informar hasta los de-
beres más aquilatados o detallados es un cuadro completo. En el do-
ble sentido de complitud y de estructura fuertemente consolidada. 
Constituye así la garantía que la ley tiene de que los principios del in-
formador serán claros para el dictamen de su conciencia. La concien-
cia vendrá medida -mensurata- por ellos. 
Con esta garantía efectuará la conexión de la conciencia causal 
con los efectos jurídicos que prevé legalmente, ya porque lo expresa 
paladinamente en la ley, ya porque estén incoados en la misma regula-
ción legal. El deber de informar como ethos general de la profesión 
informativa constituye así el nexo entre conciencia y efectos jurídicos 
regulados por la cláusula de conciencia. 
2.3. EL «EFFECTUS» DE LA CLÁUSULA DE CONCIENCIA. 
La conciencia, como causa, se conecta a unos efectos a través del 
ethos profesional proyectado en deber nuclear de informar y, en 
concreto, del deber de sinceridad. La palabra latina aquí empleada, 
effectus, tiene una connotación jurídica más amplia que su traducción 
castellana como efecto o, incluso en plural, efectos: se refiere tanto a 
la eficacia general de la cláusula de conciencia cuanto al estudio por-
menorizado de los efectos que, una vez puesto en movimiento su dis-
positivo, se producen, ya por previsión expresa de la ley, ya por la 
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misma naturaleza de las cosas, ya por la combinación de ambos ante-
cedentes. 
La eficacia general de la cláusula de conciencia, en los países en 
los que se ha adoptado, ha sido grande. Sin necesidad de cifras esta-
dísticas exactas, el Profesor Urabayen ha dado la medida aproximada 
de la frecuencia de su empleo en Francia. Por el contrario, la Jurispru-
dencia se ha enfrentado poco frecuentemente con litigios planteados 
con ocasión del ejercicio de los derechos que otorga. Una y otra esti-
mación indican, además de la legitimidad de su implantación, su realis-
mo: el que obedece a unos supuestos que, efectivamente, constituyen 
problemas profesionales. Yeso a pesar de que la doctrina -a excep-
ción de Hanotiau- considera la norma en que la cláusula de concien-
cia se estableció en Francia como una «disposición exorbitante» 174. Por 
el contrario, la Jurisprudencia que ha sido muy exigente a la hora de 
demostrar la existencia de los requisitos objetivos -cambio en el ca-
rácter o dirección ideológica de la publicación-, ha extendido genero-
samente la aceptación de los supuestos subjetivos considerándolos 
existentes con la sola manifestación de la objeción de conciencia por 
parte del periodista. Hay que suponer que, a mayor abundamiento, se 
ha producido tal aceptación en los casos en los que no ha existido 
contienda, que constituyen un porcentaje abrumador. 
No obstante esta eficacia que pudiéramos llamar social, la doctri-
na apenas se ha parado a pensar en los efectos propiamente jurídicos 
que produce la aplicación de los presupuestos legales de la cláusula de 
conciencia. Así como le ha preocupado su justificación y el juego de 
sus requisitos, aunque no se haya excedido en la profundización de 
su estudio; no ha ido más allá, en cuanto a los efectos se refiere, de 
repetir literalmente los que la ley establece 175. Quizá el mismo modo 
de establecerlos la ley se presta a ello, dado que se extingue una rela-
ción y se cuantifica, por referencia a otra causa extintiva, una indemni-
zación. No hay nada que interpretar. Todo queda regulado, al menos 
en una superficial apariencia. 
Los efectos, sin embargo, hay que conexionarlos jurídicamente con 
la causa y, precisamente, a través del nexo profesional. Entonces se 
destacan sus perfiles y adquieren unos relieves que emergen sobre las 
cotas de la sucinta previsión legal y que es necesario estudiar. Cabe, 
especialmente en una situación de lege fe renda, como es la nuestra, 
174. LELOUP, J.-M., Le journal, cit., pág. 180; DESSINGES, P.-M., o. c., 5, 1974, 
pág. 7. 
175. Véase, como ejemplo, LEWUP, J.-M., Le journal, cit., págs. 179-180. 
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plantear si, en el campo conceptual en que necesariamente nos move-
mos, y desde la perspectiva profesional, existe, escondido tras el tenor 
legal francés, algún otro efecto inducido por la causa iuris, por el nexo 
profesional o por la dialéctica de los mismos efectos jurídicos. Todos 
ellos -recordémoslo- actuando en el campo de la relación jurídica, 
laboral e informativa. 
2.3.1. El despido por la propia conciencia y sus efectos. 
La relación jurídica laboral puede tener su duración sometida a 
plazo. Ya sea a plazo taxativamente determinado en su fecha, ya sea 
un plazo que sabe que se cumplirá, aunque no se sepa cuándo. Pero, 
de no ser así, la relación de trabajo tiene una cierta vocación de per-
durabilidad. Lo que no impide, por supuesto, que se den en ella unas 
causas extintivas que la ley enumera, algunas de las cuales -la muer-
te del trabajador, pongamos como ejemplo- actuarían extintivamente 
aunque la ley no las enumerase. 
En el caso de la cláusula de conciencia nos encontramos ante una 
fórmula híbrida: opera la extinción por mandato de la ley cuando po-
testativamente hace uso de ella el informador; pero el informador po-
dría ponerla en acción, por motivos de conciencia, aun cuando no es-
tuviese prevista en la ley. La conciencia del informador operaría en 
todo caso, la previese o no la ley como causa extintiva. La mención 
legal, lo que añade al reconocimiento del poder extintivo del informa-
dor por razones de conciencia, es el otorgamiento de un efecto indem-
nizatorio que, en su silencio, no se produciría o hubiera sido discutible 
que se produjese. Trataremos de ello más adelante. Aquí interesa in-
sistir en el hecho de que la conciencia del trabajador informador ope-
raria -en el caso de España, opera- aunque la ley no hubiese 
regulado la que, en fórmula global acertada, había llamado la'doctrina 
cláusula de conciencia. 
La afirmación resulta axiomática si se tiene en cuenta que el tra-
bajador -y, por tanto, el periodista- tiene reconocida la posibilidad 
de extinguir la relación que le liga con el empresario, por voluntad 
propia, en cualquier momento. Basta con que unilateralmente decida 
concluir esa relación, exista o no causa que justifique tal decisión, se 
ofrezcan o no razones consideradas jurídicamente eficaces para que la 
relación cese. El periodista no tiene más que decidir la extinción y 
comunicarla. Este modo de extinción, en palabras de Alonso García, 
«encuentra su origen en el puro y libre acto de decisión del trabaja-
dor, en virtud del cual éste decide no seguir en su trabajo, desistien-
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do del mismo, abandonándolo, pero sin incurrir en ninguno de los 
hechos que cabría configurar como reveladores de un incumplimiento, 
dado que se ha producido el preaviso normal anterior al abandono 
en cuestión» 176. Hay un desistimiento del trabajador, de una de las 
partes vinculadas por el contrato, desistimiento unilateral y abstracto, 
en el sentido jurídico de la palabra: sin necesidad de que exista alega-
ción de causa jurídica alguna que produzca la extinción relacional. Se 
produce exclusivamente en virtud de la nuda decisión comunicada, sin 
motivaciones que la arropen. 
Que no haya motivaciones, razones o causas comunicadas, no quie-
re decir, sin embargo, que las razones no existan en la realidad y en el 
ánimo del trabajador. Ni que, desde el punto de vista del trabajador, 
las razones no operen. Y no me refiero ya a razones extrañas al traba-
jo, como un traslado de domicilio, sino directamente relacionadas con 
el trabajo mismo. La extinción de la relación laboral tendrá entonces 
una causa real, aunque, sea porque la ley no la reconozca como causa 
legal, sea porque, aunque tal reconocimiento se dé, el dador de trabajo 
no quiere alegarla, no obtiene los concretos efectos jurídicos que ten-
drá atribuidos, en el supuesto de que los tuviese. Lo que no quiere 
decir que carezca absolutamente de efectividad jurídica, puesto que ha 
sido la causa determinante de la extinción por declaración unilateral 
del trabajador. 
Este es el caso de la conciencia. Cuando un trabajador cualquiera 
y, con más razón, cuando un informador, siente en conciencia repug-
nancia a seguir colaborando en un medio o en una empresa, puede 
abandonarla, aunque no explicite su causa. En el caso de una con-
ciencia bien formada y un informador dócil a ella, el informador no 
puede trabajar contra su dictado. No debe porque faltaría al deber 
profesional de sinceridad. Y esto no solamente cuando informase en 
contra de sus convicciones, sino también cuando apareciese en el cua-
dro de redacción de un medio que informase de modo distinto a las 
convicciones del informador. Esto explica la amplitud interpretativa 
de la Jurisprudencia gala. Ahora bien, en uno y otro supuesto, es la 
conciencia la que le obliga a desistir. La conciencia es la que le despide, 
aunque formalmente sea su voluntad abstracta, manifestada, la que 
pone fin a la relación laboral hasta entonces vigente. 
El supuesto del desistimiento espontáneo por la conciencia, no es 
distinto, sustantivamente hablando, al supuesto en que la ley dé a la 
176. ALONSO GARCíA, M., Cur80 de Derecho del trabajo, cit., pág. 583. 
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conciencia valor causal, como cuando en la legislación comparada se 
acoge como causa alegable por el trabajador para su cesación volun-
taria cualquier acto del patrono o de sus representantes que induzca 
al trabajador a cometer un acto ilícito o contrario a sus convicciones 
políticas o religiosas. Sustantivamente hablando, tampoco es distinto 
a la previsión legal a través de la institución de la cláusula de concien-
da. En los tres casos es la conciencia, como factor personal y subjeti-
vo, la determinante de la extinción, bien que su reconocimiento o no 
reconocimiento legal como causa suficiente de extinción y su alegación 
expresa o no alegación expresa por el informador regulen parte de sus 
efectos de modo diverso. 
El despido por imperativo de la conciencia, en un plano concep-
tual, extingue por supuesto la relación laboral, ya se esgrima como 
causa legal, ya como causa voluntaria unilateral o no se alegue expre-
samente. La extinción conforme a la fórmula de la cláusula de con-
ciencia tiene, sin embargo, unas determinadas notas que la caracteri-
zan. Solamente en este sentido estricto tiene razón Colliard cuando 
afirma: «La rescisión del contrato de trabajo que liga al periodista 
con el periódico obedece a reglas particulares diferentes de las que 
existen en derecho común entre un asalariado y un empleado» 177. 
En primer lugar, se produce de un modo automático. Sin plazo 
de preaviso. En contra de lo que es corriente en la legislación laboral 
comparada. La razón de esta automaticidad e inmediación cronológica 
es patente: producido el hecho interior de conciencia que denuncia 
la distorsión producida, el respeto a la dignidad personal, que incum-
be al mismo informador, impide sostener ni un momento más la lu-
cha entre lo que debe hacer conforme al contenido de la relación la-
boral y lo que debe hacer en aras de su conciencia. Y lo ha de resolver 
a favor de esta última sin dilación alguna. 
En segundo término, si la ley, reconozca o no a la conciencia como 
causa iuris, no penetra en ella, ni en la formación de su juicio, tam-
poco indaga el momento en que la conciencia se ha formado, incluso 
aunque antes de tal momento existiesen ya las consecuencias objetivas 
y subjetivas para que el rechazo de la conciencia se formase. Y, por 
supuesto, sin entrar en el hecho de que existiese ya, previamente defini-
do, el nexo deontológico. De este modo, la extinción del vínculo con-
tractual tiene lugar en el momento en que el juicio de la conciencia se 
manifiesta, sin averiguar si se hubiese podido producir antes. Es un 
177. COLLIARD, J.-A., o. c., pág. 464. 
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hecho interior y, en su interior, se produce la maduración de los de-
terminantes del juicio y del juicio mismo. La doctrina francesa, y a 
remolque de ella la de otros países, llega a una conclusión parecida 
cuando ha determinado que, por el transcurso del tiempo, desde que 
los datos objetivos se han originado, no se presume que haya tenido 
lugar la renuncia del informador a valerse de la institución de la 
cláusula de conciencia 178. Aparte de que la renuncia de un derecho 
no puede presumirse nunca, más que en los casos taxativamente de-
terminados en la ley, mal puede renunciar a un derecho aquel que no 
ha advertido que lo tiene o que está dentro de los supuestos legales 
para ejercitarlo. La renuncia propiamente dicha solamente sería posi-
ble en el momento en que sufriera el acoso de la conciencia. Pero en 
este caso se renunciaría, en realidad, al cumplimiento de un deber. Por 
eso la cláusula de conciencia ni es renunciable en abstracto, a lo largo 
de la vida de la relación laboral informativa y antes de producirse 
el hecho de conciencia; ni, en concreto, cuando ya el hecho se ha pro-
ducido. 
La extinción voluntaria, se explicite o no la causa iuris, pero exis-
tente la objeción de la conciencia, conlleva otros dos efectos. Uno de 
ellos que, si bien la extinción de la relación laboral se produce de mo-
do inmediato al acto de la comunicación de la voluntad de extinguir, 
opera sin efectos retroactivos aunque entre el juicio de la conciencia 
y tal manifestación hubiese transcurrido un plazo más o menos largo. 
La extinción está, en todo caso, imperada por la conciencia. Pero, por 
la razón interna que sea, el informador no ha seguido su dictado. Es 
problema suyo. En último término, problema también de conciencia 
pues es la conciencia -cierta o errónea-la que dice en qué momento 
se produce la oportunidad de seguir sus dictados. El efecto extintivo 
surge, independientemente de estimaciones de cronología interna de la 
conciencia, con la comunicación de la voluntad de extinguir. 
Esto no quiere decir que la extinción de la relación extinga tam-
bién los efectos producidos antes de que la relación se extinguiese. En 
virtud de las reglas jurídicas generales, aquí perfectamente aplicables, 
la extinción de la relación hace que ésta deje de producir sucesivos 
efectos; pero no hace desaparecer los producidos hasta el momento 
de la extinción. Otra cosa es que los efectos ya producidos contradigan 
también a la conciencia y puedan ser cancelados por voluntad del in-
formador por el derecho a arrepentirse, ya medie o no indemnización 
178. LELOUP, J.-M., Le journal, cit. , pág. 179. 
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según que el ejercicio de este derecho produzca o no perjuicios econó-
micos a la empresa. Recordemos que estamos ante un derecho moral 
e intelectual y a él es aplicable toda la doctrina creada en torno al 
derecho de arrepentimiento del autor 179. 
Cabe plantearse, finalmente, si la extinción de la relación por cau-
sa de la conciencia, impide o no el nacimiento de una relación poste-
rior nueva entre los mismos sujetos: acreedor y deudor de trabajo. 
Cuando ya no subsisten las circunstáncias objetivas que llevaron al 
damor de la voz de la conciencia, el sentido afirmativo de la res-
puesta, en cuanto simple posibilidad, es obvio. Cuando dichas circuns-
tancias subsisten, la respuesta es, en apariencia, menos consistente 
pues puede suponerse que hay un nuevo cambio subjetivo en el juicio 
de la conciencia que legitima para volver a contratar. Independiente-
mente de que el empresario acepte o no este nuevo cambio, dado que 
no hay texto legal que lo impide, en estricta justicia conmutativa hay 
que pensar en que, legitimado por la conciencia, el informador ob-
tuvo con la extinción de la relación jurídico-laboral informativa, unos 
bienes: la recuperación de su libertad y una indemnización. La torna-
bilidad de esta misma conciencia hace pensar: 1.°) en si, efectivamen-
te, estaba bien formada y si, en conciencia, le legitimó moralmente 
para lucrarse de ellos; 2.°) en si procede, al menos, la devolución de 
la indemnización legal, devolución perfectamente renunciable por el 
empresario. 
2.3.2. Teoría del incumplimiento contractual por el empresario. 
Estos efectos jurídicos se producen, por supuesto, mirando a la 
conciencia como causa. En la fórmula legal -y también en la doctri-
nal- de la cláusula de conciencia se da, empero, una circunstancia 
objetiva determinante. Conforme a la realidad de las cosas, la concien-
cia se alza en el trabajador periodista cuando se produce un hecho del 
empleador que es el que ha cambiado sus criterios ideológicos y, con 
su cambio, ha introducido una variación, jurídicamente valorable, en 
uno de los elementos determinantes del contrato laboral informativo. 
Dejando aparte, por el momento, el cambio de criterio del trabajador, 
admitido por la Jurisprudencia francesa, la posición de la ley resulta 
cómoda para la doctrina 180 porque justifica dos efectos de la coyun-
179. Véase mi libro La información como derecho, cit., págs. 105 a 118. 
180. LELOUP, J.~M., Le journal, cit., págs. 181-182. 
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tura objetiva determinante. Por una parte, el indemnizatorio, dado que 
se equipara no solamente la cuantía de la indemnización, sino también 
el efecto mismo: la cláusula de conciencia queda reducida a una va-
riante del despido por voluntad del empleador. Por otra, el que haya 
tenido que ser el informador, que es el que afirma la variación ideo-
lógica, el que haya tenido que cargar con la prueba de la modificación 
en el carácter o en la ideología del medio. 
Es necesario tomar estas conclusiones con una cierta cautela. No 
obstante la precedencia del cambio objetivo a la repugnancia de la 
conciencia, la utilización de la teoría del incumplimiento contractual 
por el empresario no es válida, por sí sola, porque no es cierta en toda 
su extensión. Es verdad que el informador se compromete a prestar un 
trabajo en un contexto ideológico que está expresamente manifestado 
por el sujeto organizado o empresario. Es cierto, incluso, que si el 
informador piensa en su deber de informar para con el público, no 
sólo el empresario ha modificado su compromiso ideológico con res-
pecto al informador mismo, sino también con respecto al público al 
que el informador se debe o para el que el informador informa en la 
empresa. De aquí que, quizá con menos delicada apreciación que la 
doctrina, la ley haya considerado la modificación objetiva como cir-
cunstancia determinante. La variación de las condiciones ideológicas 
existentes en el momento de perfeccionarse el contrato es, en efecto, 
uno de los requisitos legales. Pero lo que no puede admitirse es que 
sea la causa determinante. El informador a quien no repugna la con-
ciencia a pesar de esta variación en el carácter o en la ideología de 
la empresa no pone en marcha el dispositivo legal de la cláusula de 
conciencia. Si se rechaza la condición causal de la modificación obje-
tiva, el fundamento de la carga de la prueba y el de la indemnización 
económica ha de ser otro. Ya estudiaremos el efecto indemnizatorio. 
El de la prueba del requisito objetivo se explica, por contraste con la 
no exigencia de prueba de la causa o el juicio de la conciencia, por el 
principio general de que debe probar el que afirma, en este caso el in-
formador, que alega el cambio producido en los propósitos iniciales 
del empleador. 
La causa iuris única es la conciencia que conecta a través del 
deber de informar, especificado en el deber de sinceridad, con los efec-
tos que estamos estudiando. El que se ponga en marcha la mecánica 
de la cláusula de conciencia exige que la conciencia aplique el deber 
de sinceridad que, formalmente, como tal deber, es el mismo antes 
y después de producirse la variación. Ahora bien, para que el deber 
de sinceridad, en su aplicación material, pueda mover a la conciencia 
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para que actúe como causa de extinción de la relación laboral infor-
mativa, es necesario que algún cambio se haya producido en el con-
texto en el que el deber de sinceridad se desenvuelve. Este cambio es, 
precisamente, la modificación en el carácter o en la dirección ideo-
lógica en la empresa. Volvemos, desde otra perspectiva, a verificar 
que el cambio constituye un supuesto necesario para que la causa ac-
túe. Necesario conforme al modelo de la legislación francesa. Podría 
pensarse que se admitiera la cláusula de conciencia por un cambio 
ideológico del informador sin que, necesariamente, hubiera de produ-
cirse el de la empresa y así lo ha hecho la Jurisprudencia, según he-
mos tenido ocasión de ver. 
Esta tesitura impone diferenciar dos supuestos, en orden al estu-
dio de los efectos. La extinción de la relación laboral solamente por 
razones de conciencia sin que nada en su torno se haya modificado; y 
la extinción de tal relación cuando a la conciencia le repugna acomo-
darse al cambio ideológico de la empresa. Los efectos que ya hemos 
señalado en el apartado anterior, como producidos por la voluntad 
manifestada del informador, serían los mismos en ambos casos. En el 
segundo supuesto se producirían, además, otros efectos secundarios 
como proyección del cambio introducido por el empresario y que va-
mos a resumir. 
Por supuesto que la variación ideológica de la empresa no puede 
considerarse en ningún caso equiparable al despido ad nutum o sim-
ple ejercicio de la voluntad unilateral del empresario. Aparte de los 
serios argumentos de las teorías que niegan su posibilidad en el mo-
derno derecho del trabajo 181, en último extremo el despido por el em-
presario en este caso no podría considerarse abstracto: también tenía 
una causa. Ni injustificado: también el principio de libertad de em-
presa -al menos tomada en su pureza liberal, sin tener en cuenta al 
informador, ni al público- postula la posibilidad de cambios en su 
línea ideológica. En consecuencia, no se puede aplicar aquellos efec-
tos que resultan propios o específicos de este tipo de extinción de la 
relación laboral. 
En una consideración doctrinal estricta, tampoco podría conside-
rarse un modo de extinción promovido por el empleador fundado en 
una causa dependiente de la conducta del informador, ya que éste, 
lejos de incumplir alguna de las obligaciones para con su empleador, 
está precisamente cumpliendo el deber de sinceridad o, lo que es lo 
181. Ver ALONSO GARCÍA, M., Ourso de Derecho del trabajo, cit., pág. 587. 
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mismo, la obligación de lealtad con respecto a la empresa, ya hemos. 
visto que conciliable con todas y cada una de las demás lealtades. No 
se le puede tampoco deducir los efectos de este despido causal. 
Tampoco los que se desprenden de una causa independiente de la 
voluntad del trabajador, pero cuya existencia determina la imposibili-
dad del incumplimiento de la prestación. Ya que, si bien esta imposi-
bilidad existe, es -por una parte- una imposibilidad simplemente 
moral; y -por otra- está puesta en juego por la libre voluntad del 
trabajador, aun cuando sea obedeciendo a su conciencia y, precisa-
mente, porque la obedece. Ya hemos visto que la actitud de obedecer 
a la propia conciencia marca la cota superior de independencia, liber-
tad y dignidad personal y profesional. 
En ninguno de los supuestos anteriores puede, por ejemplo, to-
marse en cuenta la posibilidad de que se declarase el despido impro-
cedente y que, por tanto, la indemnización se presentase como alterna-
tiva con la readmisión del trabajador. 
Desechadas estas posibilidades de despido directo, podría tomarse 
en cuenta el que la doctrina laboralista llama impropiamente despido 
indirecto, despido provocado o dimisión 182. Con tales denominaciones 
engloba la doctrina determinados supuestos legales de incumplimiento 
por parte del empresario o de variación en las condiciones de trabajo 
que pueden llevar a determinar una resolución del contrato por el tra-
bajador, seguida incluso de una justa indemnización. Como tal dimi-
sión viene contemplada en el artículo 78 de nuestra Ley de contrato de 
trabajo, conforme a una enumeración de causas, no todas consecuen-
tes con el supuesto general, de las que podría apreciarse que la cláu-
sula de conciencia cabe en la generalización legal que tiene la enuncia-
da en el apartado e): «Cualquier otra causa análoga o semejante a las 
anteriores que el Magistrado del Trabajo estime justificada, por ser 
reveladora de una situación depresiva o vejatoria para el trabajador». 
La dificultad estriba en que, a la falta de tipificación legal de la causa,. 
se une el hecho de que se deje su apreciación al Magistrado de Trabajo 
que puede no tener en cuenta los ingredientes informativos que hacen 
especial la relación de trabajo a la que la cláusula de conciencia se 
aplica: la que venimos llamando, por eso, relación laboral informativa 
que, integrante del sistema del Derecho de la Información, se rige por 
sus propios principios que pueden, en ocasiones, derogar a los pecu-
liares del Derecho del Trabajo. La misma ley atribuye también al Ma-
182. [bid., págs. 597-598. 
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gistrado la fijación de la indemnización, «atendida la naturaleza del 
caso y las circunstancias que en el mismo concurran» (artículo 81, 4.°). 
Aparte de que aumenta la seguridad jurídica cuando la indemnización 
la fija la ley, esta nueva atribución a la apreciación de un Juez espe-
cializado en una materia, duplica los peligros de su falta de especializa-
ción en las relaciones jurídicas informativas. 
La vía del despido indirecto resulta así muy aleatoria y no facilita 
la instalación de la cláusula de conciencia en nuestro derecho por una 
interpretación de los textos legales vigentes. Pero sí supone la existen-
cia en nuestro ordenamiento de principios generales análogos y recogi-
dos en la ley, que se mueven en la misma dirección jurídica de los 
que permiten que la conciencia pueda actuar como causa. 
A las consecuencias expuestas como efectos en el apartado ante-
rior, no pueden añadirse más que aquellas que, no siendo incompati-
bles con ellas, proceden de la proyección del supuesto legal necesario 
para que la conciencia del informador actúe como causa. La ley no 
especifica ninguna. Pero puede pensarse en que existan de hecho y que, 
si son justas, han de ser amparadas por el derecho. Por ejemplo, la 
extinción de otras relaciones entre el mismo informador y la misma 
empresa que también exijan la identidad de principios ideológicos, co-
mo la de colaboración. 
Conviene insistir, sin embargo, en la idea de que los efectos que 
se desprendan de la conciencia como causa jurídica, prevalecerán siem-
pre sobre los que se desprendan de la variación de las condiciones 
por el empresario como supuesto legal necesario. Y ello porque el su-
puesto legal puede desaparecer; porque pueden darse otras motivacio-
nes para que se alce la conciencia; y, sobre todo, porque la empresa 
tiene libertad para modificar sus presupuestos ideológicos 183, siempre 
que asuma plenamente las consecuencas jurídicas -de orden moral o 
económico- que el cambio produzca al chocar con la conciencia de 
los informadores que en ella trabajan. Y, en su caso, con la expectati-
va del público. 
El más importante de estos efectos, inducidos por el cambio ob-
jetivo en cuanto presupuesto, es el de la extinción simultánea de todas 
las relaciones laborales informativas existentes entre la misma empre-
sa y el mismo informador. La razón es obvia. Si la conciencia impide 
al trabajador prestar su servicio en un determinado medio de una em-
183. LINDON, R., La clause de conscience, cit., El alcance del cambio de carác-
ter y de orientación en HANOTIAU, o. c., pág. 139; LELOUP, JrM., o. c., págs. 177 a 179. 
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presa por incompatibilidad ideológica con el nuevo rumbo dado por 
el empleador, esta misma incompatibilidad existirá con otros medios 
editados o emitidos por la misma empresa que ha introducido las mo-
dificaciones ideológicas. 
Por la misma razón, se produce otro efecto indirecto: el de que el 
informador carece de legitimidad para contratar de nuevo sus servi-
cios en otro medio de la misma empresa que ha provocado el cambio, 
a no ser que se verifique en el dador de trabajo otra modificación 
ideológica y de conciencia, lo que nos aproxima a otro supuesto ya 
tratado con anterioridad. 
Más dificultad de justificación plantea el problema de si la extin-
ción de la relación laboral informativa entre el informador movido por 
la conciencia y la empresa introductora de modificaciones ideológicas 
afecta a otras relaciones puramente civiles entre ambos sujetos, por 
ejemplo, las que pueden nacer de un contrato de colaboración. La du-
da que puede suscitar se en un primer momento, se resuelve si se tie-
nen en cuenta estas tres consideraciones: 
1.a ) Que la naturaleza civil o laboral de la relación no afecta a 
la causa iuris, en cuanto tal causa. Piénsese lo que ocurriría en nues-
tro ordenamiento si se introdujera la cláusula de conciencia para e] 
Director de la publicación, cuya relación, según la Ley de Prensa e 
Imprenta es necesariamente civil 184; o para el Subdirector cuando po-
testativamente se hubiese acogido a la fórmula de la relación civil, no 
laboral 185 • 
2.a Que, como hemos dicho, el deber de sinceridad es absoluto y 
no admite temperamentos o desdoblamientos de personalidad del in-
formador, ora actúe en virtud de una relación laboral, ora en virtud 
de cualquier otra fórmula jurídica. 
3.a ) Que, a no estar expresamente pactada, en la relación civil in-
formativa no cabría indemnización. Pero el hecho de pretender conti-
nuar la vigencia de tal relación por el informador o, más sencilla-
mente todavía, el hecho de no considerarla cesada simultáneamente 
con la laboral, podía justificadamente dar pie al empresario para soli-
citar la revisión del efecto extintivo de la relación laboral. La actitud 
184. Articulo 40, 2. Ver SORrA, C., El Director de periódicos, Pamplona, 1972, 
págs. 81-83. 
185. Articulo 4~ del Estatuto de la Profesión Periodística, aprobado por el 
Decreto 744/1967 de 13 de abril. 
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del informador al colaborar con la empresa con la que se ha declarado 
incompatible en conciencia denota, bien que el cambio de orientación 
ideológica no ha sido sustancial, bien que el informador ha manifesta-
do un estado de conciencia que no obedece a la realidad. No se puede 
decir que en este caso la mecánica de la contienda obliga a entrar en 
la formación de la conciencia por el informador; lo que se aprecia es 
una discordancia entre la manifestación de tal estado de conciencia y 
la actitud del informador, lo que denota una divergencia entre la ma-
nifestación de la conciencia y la conciencia misma. 
2.3.3. Consecuencias de la extinción de la relación jurídic~laboral 
informativa. 
Por supuesto, todos aquellos efectos nacidos subsistente la rela-
ción jurídica laboral, pero que se han generado en el interior de la rela-
ción misma, deberán cumplirse después de extinguida. La objeción del 
informador fundada en su conciencia tiene -no obstante- dos efectos 
inmediatos: la extinción misma de la relación laboral informativa y 
el nacimiento automático, por disposición legal, de la obligación de 
indemnizar a cargo del empresario. A pesar de que el contexto de la 
ley parece ponderar la segunda, la verdaderamente trascendental es la 
extinción, no solamente mirando a que desaparece un vínculo jurídico 
que, en sí mismo, tiene trascendencia para la Información, sino por la 
producción de nuevas consecuencias nacidas fuera de la relación jurí-
dica que se extingue. 
Una de ellas tiene una indudable trascendencia moral si se piensa 
en que opera en relación con la misma conciencia. La extinción de la 
relación jurídica laboral tiene para el informador una importancia m~ 
ral grande, dado que, desaparecida la relación, desaparece la causa 
iuris que dio lugar a la desaparición. El informador queda en paz con 
su conciencia. Ha conseguido realizarse en su independencia y en su 
libertad. Tiene el premio de la satisfacción personal por el deber cum-
plido. Deber que se reconduce, en última instancia, al deber nuclear 
de informar. 
Pero, además, para el periodista profesional tiene otros efectos 
jurídicos que ponen de relieve con trazo más enérgico el interior, por-
que tienen importancia radical. No es, solamente, como ocurre en otras 
profesiones, que, al cesar la relación laboral informativa, el informa-
dor queda sin trabajo. Es que, además, según las legislaciones, el in-
formador pierde la condición de periodista en ejercicio, o pierde la 
condición misma de periodista, que exige la existencia de una dedica-
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Clon fundada en una relación de trabajo y la de una remuneración 
consiguiente como requisitos legales imprescindibles para que el pro-
fesional sea considerado tal. El efecto es, por tanto, sobre todo en el 
segundo supuesto 186, destructivo de la misma condición profesional en 
aras de la cual se ha ejercitado la cláusula legal de conciencia. No es 
la cláusula como institución legal, sino el efecto que comentamos el 
que aparece, en realidad, como exorbitante. Hasta el punto de que 
la ley debería paliarlo. De otro modo, el cumplimiento de un deber 
acarrea la pérdida de la razón de ser de tal deber; destruye la condi-
ción profesional de la persona que, como profesional, lo cumple. Fór-
mulas legales hábiles para que este efecto deletéreo no se produzca 
son fáciles de encontrar. 
La consecuencia citada lleva encadenadas otras. Si el periodista 
que ha ejercitado la cláusula de conciencia ha dejado de ser legal-
mente profesional de la información, ha perdido su legitimación para 
pertenecer a las organizaciones profesionales de informadores lo que 
lleva consigo, bien la caducidad, bien el detrimento de los derechos 
asistenciales que pueden corresponderle y la pérdida efectiva de los 
derechos corporativos en el interior de la organización y de los dere-
chos políticos que le puedan corresponder en los organismos político-
administrativos, ejercidos a través de la corporación 187. Pérdidas estas 
dos últimas que, como los derechos y deberes, repercuten solidaria-
mente en todos los profesionales encuadrados en la corporación. 
En relación con la empresa, los efectos pueden ser también im-
portantes. La privación, quizá, de un informador cuya firma o cuya 
dirección de una sección sea difícilmente sustituible dado su prestigio. 
La existencia de una vacante en la plantilla para cubrir la cual tal vez 
no existe otro profesional apto o maduro, mucho más cuando puede 
esperarse que la cláusula de conciencia sea alegada por más de un pe-
riodista de los que trabajan en el medio que ha modificado su carácter 
o su dirección ideológica. Pueden imaginarse otros efectos. 
La trascendencia mayor se da, sin embargo, para el público. No 
vamos a insistir en ella porque es objeto de otro trabajo; y porque 
ya supone haber trascendido al público el cambio de orientación ideo-
lógico de la empresa. En el origen de todos estos efectos trascendenta-
les está, como hemos visto, el deber de lealtad para el público mismo. 
186. Véase artículos 4 a 9 del Estatuto de la Profesión Periodística citado. 
187. Véase artículo 15 del Estatuto de la Profesión Periodística citado; y 
DUWAERTS, L., L'organisation de laprotession, ses usages et sa déontologie, Bru-
selas, 1973. 
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La extinción de la relación jurídica que une a empresario con in-
formador añade, a los efectos de la extinción de toda relación laboral, 
los efectos que nacen de que tal relación se estableció para que su 
trabajo tuviese como objeto, precisamente, la Información. Y que es-
tar al servicio de la Información exige, normalmente, estar encuadra-
do en una empresa informativa. 
2.3.4. La indemnización congrua. 
El efecto indemniza torio es menos trascendental que la extinción 
de la relación jurídica laboral informativa. No va más allá del patri-
monio del informador. 
En primer lugar, solamente se justifica por la existencia del su-
puesto legal necesario del cambio de las condiciones ideológicas pro-
ducido por el empresario. Es imposible fundarlo en la causa iuris si 
se piensa en términos de justicia conmutativa. Cuando la conciencia 
no tiene otra canalización legal para liberar al informador que su de-
sistimiento, la indemnización no tiene lugar; pero la conciencia opera 
despidiendo al informador igual que en la cláusula de conciencia, pero 
sin indemnización. 
A la justificación del cambio por voluntad del informador habría 
que añadir lo desorbitado de las consecuencias de la extinción. Pero la 
compensación económica de estas consecuencias es difícilmente eva-
luable; por su carácter, además, se equilibran con la liberación que 
experimenta el informador, a cuya decisión voluntaria, por conforme a 
su conciencia, se debe el desencadenamiento de la progresión de efec-
tos que hemos estudiado como normalmente previsibles, pero que no 
son los únicos. En último término, los fundamentos que alega la doc-
trina 188 justificarían la existencia de la indemnización. En ningún caso 
su cuantía. La fórmula legal francesa de equiparación con el despido 
voluntario por parte del empresario, no se puede decir que sea injusta. 
Pero podría ser otra. El efecto indemniza torio de la cláusula de con-
ciencia aparece, tal como está diseñado por la ley francesa, artificioso 
en su fundamentación y en su cuantía. Lo que no quiere decir que sea 
injusto. Sino que es difícil su apreciación cuando se juega con con-
ceptos heterogéneos, como la conciencia y el interés crematístico. Ha-
notiau justifica el que la indemnización se produzca en la razón de 
que «la carrera del periodista esté al abrigo del capricho, de la fanta-
188. Por ejemplo, LEWup, J.-M., Le journal, cit., págs. 179-180. 
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sÍa, de la arbitrariedad, que sea protegido contra la necesidad mate-
rial» 189. Y, en su cuantía en «la aplicación de los principios generales 
del derecho» 190. 
La fórmula legal francesa, como la de alguno de los supuestos del 
despido provocado, en nuestro derecho, tiene la ventaja de la cuantifi-
cación automática lo que le añade el carácter de la seguridad jurídica. 
A su vez tiene un doble efecto: el que es conocida de antemano por el 
informador y el que permite su percepción rápida, ya que no necesita 
procedimiento evaluatorio. No obstante este factor de seguridad, nada 
impide que se convenga que la indemnización será evaluada también 
convencionalmente en el momento en que se produzca la obligación 
de satisfacerla, siempre que se considere como mínimo no convencio-
nal la cuantía de la indemnización legal. 
La indemnización no es el único efecto económico de la aplicación 
de la cláusula de conciencia, aunque la ley no prevea otros. Puede sur-
gir un nuevo derecho económico cuando el empresario no se aviene a 
satisfacerla y provoca con su actuación un contencioso. Durante él el 
informador no puede trabajar contra su conciencia. Pero, por otra par-
te, está unido por el vínculo contractual laboral, lo que le impide esta-
blecer uno nuevo, y no percibe la indemnización. Si la sentencia le da 
la razón, habrá nacido en el empleador otra obligación de contenido 
económico: la de satisfacer los emolumentos del informador durante 
el tiempo que ha tardado en sustanciarse el procedimiento. 
3. LA CLAUSULA DE CONCIENCIA EN EL ORDENAMIENTO 
JURIDICO ESPAÑOL. 
Es evidente que, en el sentido técnico aquí esbozado, la cláusula 
de conciencia está ausente de nuestro ordenamiento jurídico positivo. 
No ha sido prevista por el legislador; no la ha instaurado el ejecutivo 
por vía reglamentaria, a pesar de la autorización en blanco concedida 
en el artículo 33 de la Ley de Prensa e Imprenta 191; no ha podido esta-
blecerla la Jurisprudencia a falta de fundamentos legales suficientes; 
ni se ha pactado por vía convencional colectiva. Los acuerdos corpora-
tivos, cuyo contenido será objeto de nuestro análisis, no han sido efi-
189. HANOTIAU, M., o. C., pág. 138. 
190. HANOTIAU, M., ibid. 
191. Véase mi trabajo, citado, La profesión periodística en la Ley de Prensa. 
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caces. La doctrina jurídico-laboralista y la doctrina informativa no lo 
han estudiado. La complejidad radical de la cláusula de conciencia 
como institución -la institución, acertadamente en nuestro caso, se 
define como un complejo de relaciones 192_ hace imposible su apari-
ción por vía consuetudinaria o por cualquier tipo de emergencia in-
madura al mundo del derecho con eficacia real. 
Remontándonos en una escala causal, la cláusula de conciencia 
no podía haber sido trasplantada hasta ahora a nuestro ordenamiento. 
Aparece en Francia cuando en España hay un régimen de censura pre-
via, mantenido hasta 1966 193; la censura previa existe todavía con ca-
rácter voluntario; y ha sido sustituida, a partir de tal fecha, por el 
control coactivo-preventivo en que consiste el depósito previo. En gran 
parte de esos años, la censura coexiste con un régimen de consignas. 
Y, prácticamente hasta hoy, con un régimen informativo de monopolio 
o cuasimonopolio ideológico. Sin libertad de ejercicio del derecho a la 
información por la empresa informativa, mal podía reconocerse tal 
libertad a los profesionales que en ella trabajan y difícilmente podía 
darse el supuesto de cambio ideológico en una empresa que tiene que 
inscribir en un Registro oficial, de manera vinculante, la línea ideo-
lógica a seguir. Apurando al máximo el argumento, podemos concluir 
que la cláusula de conciencia no existe en nuestro ordenamiento ju-
rídico porque no ha sido necesaria. 
El hecho de que hoy se pueda aventurar su necesidad o, al menos, 
su conveniencia, supone un cambio favorable de ambiente, que se pue-
de considerar propicio; pero exigirá todavía acomodaciones en el ré-
gimen jurídico informativo general -alguna tan importante como 
cambiar el entendimiento empresarial de la Ley-, si no se pretende 
tan sólo que en España la cláusula exista en la norma, aunque en la 
realidad carezca de eficacia o se encuentre desvirtuada, como ha ocu-
rrido hasta ahora entre nosotros con el Jurado de Etica Profesional 
Periodística desde la óptica de un auto control sincero y auténtico 194. 
Si aceptamos, al menos como hipótesis, que el respaldo ambiental 
existe, conviene analizar la idea de la institución que presuponen los 
192. Así NAWIASKY, H., Allgemeine Rechtslehre. 2." edición, Einsiedeln-Koln, 
1941, pág. 137. 
193. Ley de Defensa de la República de 21 de octubre de 1931; estados de 
prevención y alarma conforme a la Ley de Orden Público de 8 de julio de 1933; 
bandos militares; estado de guerra conforme a la misma Ley de Orden Público; 
Ley de 22 de abril de 1938. 
194. Véase mi l1bro,citado, El autocontrol de la actividad informativa. 
104 JOSE MARIA DESANTES GUANTER 
acuerdos de la Federación Nacional de Asociaciones de la Prensa de 
España; el contexto normativo en el que la cláusula de conciencia 
está llamada a insertarse; y el modo más viable o adecuado para llevar 
a cabo la modificación en el ordenamiento. 
3.1. LAS PETICIONES CORPORATIVAS. 
Nos vamos a referir a tres: 
A) La Comisión de Asuntos Laborales designada en la Asamblea 
de Estepona (XXXI Asamblea de la Federación) emitió un informe 
para ser presentado en la Asamblea extraordinaria que había de cele-
brarse en Córdoba los días 9 y 10 de mayo de 1975. El número 31 de 
las peticiones laborales de los periodistas decía así: 
«Independencia de conciencia: «El personal de redacción no podrá 
ser obligado a realizar trabajos en los que se emitan opiniones 
contrarias a sus convicciones, ni se le podrá obligar a realizar in-
formaciones inexactas o incompletas, ni a escribir firmados (sic) 
en los que se le impida expresar su opinión sobre el tema que 
traten. La firma del trabajo será siempre potestativa de su 
autor» 195. 
En las primeras páginas de este estudio se hacía alusión a que no 
se ha entendido bien entre nosotros lo que es la cláusula de concien-
cia. He aquí un ejemplo. En una Comisión profesional de Asuntos la-
borales se solicita algo que constituye, en el fondo, una desvirtuación 
de la cláusula. Aparte de que, en el momento de la redacción del texto, 
todavía no es posible la discordancia entre la línea ideológica del 
medio y la ideología del periodista, la petición supone, en realidad, 
aceptar que llegue a ser posible una presión sobre la conciencia del 
profesional. Presión que, por axioma, le impide cumplir con su deber 
de fidelidad en ninguna de las líneas de su triple sentido: hacia la 
empresa; hacia el público, que acepta la línea ideológica de la empre-
sa; y hacia sus compañeros, sobre los que recae un trabajo adicional 
en la medida en que el redaCtor no lo efectúa. A diferencia de la insti-
tución conocida rigurosamente como cláusula de conciencia, en este 
195. Véase el folleto titulado Informe propuesta sobre las ponencias de la 
Asamblea de Estepona, Madrid, 1975, pág. 7. 
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texto se hacen inconciliables los deberes de sinceridad y de lealtad que 
han de ser, por naturaleza, indivisibles en la conciencia del informa-
dor, obligado a cumplir tanto uno como el otro. La Petición 31, lejos 
de independizar la conciencia, como proclama, la sojuzga porque parte 
de la conformidad con la idea empresarista de la Información en la 
que el informador apenas tiene otra posibilidad que la resistencia. 
La Comisión de Asuntos Profesionales, designada en la misma 
Asamblea de Estepona, llevó a cabo un resumen de las ponencias pre-
sentadas en la Asamblea y una «ampliación de conceptos a la vista de 
nuevos acontecimientos» 196. Uno de estos resúmenes dice literalmente 
lo que sigue: 
«Cláusula de conciencia.-Se acepta íntegramente la propuesta de 
Barcelona sobre reconocimiento legal de la cláusula de conciencia. 
La ponencia entiende que urge un estudio legal sobre la cuestión 
que debe recoger los precedentes que haya sobre la materia en 
otras naciones. Entiende también que el reconocimiento legal de 
la cláusula de conciencia debe permitir al periodista obtener una 
indemnización adecuada, no menor de las que las leyes establecen 
en los casos de despidos improcedentes. La Federación Nacional 
de Asociaciones de la Prensa debe realizar gestiones con los Mi-
nisterios correspondientes para la implantación de esta medida de 
amparo ideológico». 
El resumen ofrece estos caracteres: 
1.0) No se define acerca de la naturaleza de la cláusula de con-
ciencia. 
2.°) En consecuencia, urge un llamado estudio legal que, por el 
modo de redacción, parece referirse a un estudio sobre la legislación 
comparada y acerca de una posible propuesta de lege ferenda. 
3.°) Aflora al texto la preocupación por el problema indemnizato-
rio que -ya hemos visto- no es el más importante de los planteados 
por la cláusula. 
4.°) Solamente al final del párrafo se le llama «medida de ampa-
ro ideológico», haciendo entrar un ingrediente nuevo en la propuesta, 
distinto al económico, pero que tampoco acierta a asir la raíz de la 
cuestión. 
5.°) La intención del párrafo no va más allá de una simple pro-
puesta, a la que debe preceder un estudio. 
196. lbid., pág. 9. 
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B) Correlativamente con los informes propuestos, en la reunión 
de Córdoba (9 y 10 de mayo de 1975) se adoptaron los siguientes: 
«Acuerdos en relación con la cláusula de ,oonciencia.-La Asam-
blea acuerda que la Federación Nacional de las Asociaciones de la 
Prensa gestione ante los organismos, y mediante los medios perti-
nentes, la consecución de: 
Cláusula de conciencia. 
Debido a los cambios experimentados en las empresas, que, con 
frecuencia, varían, a veces, sustancialmente la orientación infor-
mativa e ideológica de los periódicos es conveniente que el profe-
sional periodista se vea amparado ante esas posibles variaciones 
en cuanto puedan repercutir en su labor profesional, con el re-
conocimiento legal de la cláusula de conciencia que le permitiría 
obtener una indemnización adecuada, no menor de la que las leyes 
establecen en los casos de despidos improcedentes. 
Independencia de la conciencia. 
El personal de redacción no podrá ser obligado a realizar con su 
firma trabajos en los que se emitan opiniones contrarias a sus 
convicciones. 
Consejos de redacción. 
Reglamentar la constitución y atribuciones del consejo de redac-
ción como medios de defensa profesional. Los citados consejos 
pueden basarse en los considerados en el artículo 27 del Estatuto 
de la Profesión Periodística de 15 de mayo de 1964» 197. 
Bajo el epígrafe general de cláusula de conciencia se incluyen aquí 
tres cuestiones distintas: 
a) El tema de los Consejos de Redacción, que no puede resolver-
se en nuestro ordenamiento sin variar el status del Director, y, por 
197. Véase el folleto XXXI Asamblea de la Federación Nacional de Asocia-
ciones de la Prensa, II Parte, Madrid, 1975, pág. 29. La discusión puede verse en 
la página 14. Compárese la diferencia entre la situación legal española y las de 
otros países como se recoge, por ejemplo, en el libro de BRANAHL, P. Y HOFFMANN-
RIEM, W., Redaktionsstatute in der Bewiihrung, Baden-Baden, 1975. 
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tanto, es incompatible con el Estatuto de la Profesión Periodística 
(que no es, además, de 15 de mayo de 1964). 
b) La cuestión llamada «independencia de la conciencia», de la 
que ya ha quedado expuesta mi opinión, y que nada tiene que ver con 
la cláusula. 
c) La cláusula de conciencia propiamente dicha, en este caso ini-
cialmente bien orientada en su definición, pero ceñida exclusivamente 
a la cuantía de una de las consecuencias indemnizatorias. 
C) La XXXII Asamblea, celebrada en San Sebastián, del 23 al 28 
de febrero de 1976 discutió de nuevo el tema, otra vez mezclado con 
el de los Consejos de Redacción y la independencia de la conciencia, 
remitiéndose al acuerdo de la Asamblea anterior y subrayando que el 
pronunciamiento de la Asamblea abierta debe recaer sobre «la cuantía 
de la indemnización y sobre la identidad del órgano arbitral o juzga-
dor que determine la efectividad de la cláusula de conciencia», «pues 
de lo que se trata es de obtener una indemnización salaria!», «y el pro-
blema no estriba en la admisión de principios sino en la fórmula a 
aplicar para establecer la indemnización». 
Con estos antecedentes en la deliberación, que demuestran la con-
sideración parcial e inexacta del tema, se redactó el siguiente acuerdo: 
«Cláusula de conciencia. 
Undécimo.-Se reafirma el acuerdo de la Asamblea XXXI sobre 
la aspiración de la profesión al reconocimiento legal de la cláusula 
de conciencia, existente ya en otras legislaciones europeas. Cuando 
la cláusula sea invocada por el periodista, pedimos que la indem-
nización sea al menos igual a la que corresponda a los despidos 
nulos declarados improcedentes» 198. 
Aparte las deficiencias de redacción, que denotan una inestable 
base de conocimiento de lo que es la cláusula, se nota la obsesión por 
la indemnización, no solamente como único elemento preocupante, si-
no también como única consecuencia, cuando hay otras más importan-
tes que la meramente económica, según ya hemos visto. 
La remisión, por otra parte, al Acuerdo de la XXXI Asamblea 
deja en pie el problema de la elaboración de un estudio previamente 
198. Véase «F.N.A.P.E. Boletín de la Federación Nacional de Asociaciones 
de la Prensa de Espafía», 15, marzo, 1976, pág. 24. La discusión previa en pág. 14. 
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a la petición formal de introducción de la cláusula en nuestro ordena-
miento. 
En la discusión se aludió a que el tema era de competencia ex-
clusiva del Ministerio de Trabajo, dado que se reducía a una indem-
nización salarial. Ya ha quedado dicho que, en aras solamente de los 
principios que rigen la relación de trabajo, no puede resolverse el 
problema. La cláusula de conciencia surge de cohonestar los principios 
laborales con los que rigen toda relación jurídico-informativa. 
Todavía en la XXXII Asamblea, celebrada en San Sebastián los 
días 23 al 28 de febrero de 1977 se reitera la petición en el acuerdo 
undécimo: 
«Se reafirma el acuerdo de la Asamblea XXXI sobre la aspiración 
de la profesión al reconocimiento legal de la cláusula de concien-
cia, existente ya en otras legislaciones europeas. Cuando la cláu-
sula sea invocada por el periodista, pedimos que la indemnización 
sea al menos igual a la que corresponde a los despidos nulos de-
clarados improcedentes» 198 bis. 
Como conclusión general, podemos advertir que la loable e insis-
tente preocupación de la Federación Nacional de las Asociaciones de la 
Prensa de España por el tema de la cláusula de conciencia adolece de 
un tratamiento superficial del asunto que se refleja en la inconsisten-
cia de los términos con los que se pretende definir; en la mezcla con 
otros asuntos que contribuyen a impurificar su idea; y en la unilatera-
lidad económica del planteamiento. No se ha tenido en cuenta los ele-
mentos legales que facilitan u obstaculizan la implantación de la cláu-
sula en nuestro ordenamiento, ni se ha efectuado el «estudio legal» a 
que se refirió la XXXI Asamblea. 
3.2. EL ORDENAMIENTO LEGAL ESPAÑOL VIGENTE. 
Se puede reiterar con rotundidad que la cláusula de conciencia no 
está reconocida, implícita ni explícitamente, en nuestro derecho labo-
ral informativo. Puede rastrearse, sin embargo, disposiciones que, des-
de una u otra perspectiva, se refieran a derechos y deberes del infor-
mador que tengan algo que ver con la conciencia; o al contenido de 
198 bis. Véase «F.N.A.P.E. Boletín de la Federación Nacional de Asociacio-
nes de la Prensa de España», 16, marzo, 1977, págs. 5-6. 
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las relaciones laborales en general; o de la relación iusinformativa en 
concreto y que ofrezcan alguna semejanza con el tema que nos ocupa. 
Si la semejanza fuera real, podría dar lugar, en su caso, a una aplica-
ción analógica o a una interpretación extensiva de los preceptos selec-
cionados. Podría mostrar, por lo menos, si los principios que sub-
yacen a nuestros textos legales -deontológicos y laborales- hacen 
posible acoger la cláusula de conciencia o si es necesaria una modifi-
cación tan en profundidad que afecte a la misma contextura legal, 
dando por supuesta la modificación en el ordenamiento informativo 
que demanda un cambio de entendimiento en la Información. 
3.2.1. Las normas deontológicas. 
Comenzando por las disposiciones más directamente incardinadas 
con la conducta deontológica del informador, en los Principios Gene-
rales de la Profesión Periodística 199 encontramos dos textos de interés. 
El párrafo 4.° del Principio 2.° dice: «El periodista rechazará cual-
quier presión o condicionamiento que tienda a alterar la exactitud de 
la información o la imparcialidad de su opinión o juicio crítico recta-
mente expresados». El texto no indica precisamente una claridad de 
ideas por parte del legislador. En efecto, no se puede hablar de «im-
parcialidad» de opinión o juicio haciéndolos equivalentes a la exactitud 
de la información. Si por información se entiende información de he-
chos o noticias, la exactitud es predicable; pero no la imparcialidad 
del juicio, si por parcialidad se entiende la subjetividad del que in-
forma. En el contexto político social en que el Principio se redacta se 
tiende a objetivizar la información de ideas y juicios 200. 
Pero tal imparcialidad puede estar alterada por «cualquier pre-
sión o condicionamiento». Parece, en principio, que no se excluye nin, 
guna y, por tanto, tampoco la presión de la propia empresa. El párrafo 
constituiría así un inicio, aunque deficientemente formulado, de ad-
misión del deber de sinceridad, al menos en el aspecto negativo que 
impone el deber de rechazar lo que a la sinceridad se oponga. 
El deber de sinceridad, tan modestamente regulado, se puede com-
pletar con el deber de lealtad que formula el Principio 6.°, en estos 
199. Publicados como Anexo al Estatuto de la Profesión Periodistica, apro-
bado por el Decreto 744/1967 de 13 de abril. 
200. Véase el Capitulo La exigibilidad jurídica de la objetividad informativa, 
en mi libro La verdad en la información, cit., págs. 45 a 68. 
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términos: «El periodista debe lealtad a la Empresa en que presta sus 
servicios, dentro del marco de los principios esenciales que han de re-
gir su actuación, en cuanto no sea incompatible con su conciencia pro-
fesional, con la moral pública, con las Leyes y Principios Fundamenta-
les del Estado y con lo dispuesto en la legislación de Prensa e Im-
prenta». 
El principio de lealtad, consecuentemente con la orientación em-
presarista de la Ley de Prensa y de sus disposiciones complementa-
rias, está referido solamente a la Empresa, no a los demás profesio-
nales, ni al público. Pero, aun con esta limitación referencial, la leal-
tad tiene unas excepciones legales, ya sean constitucionales o de legis-
lación ordinaria, ociosa puesto que el periodista, como la empresa, 
han de cumplir las leyes. Otra excepción es la «moral pública» que no 
se puede exactamente saber qué significa puesto que toda alusión a la 
moral cuando de información se trata es a su aspecto público y por 
cuanto aspecto público y privado no son, efectivamente, más que as-
pectos de la moral, que es única. Tanto el límite legal como el moral 
resultan ociosos desde el momento en que se ha comenzado apelando 
a la conciencia. 
La apelación a la conciencia sitúa, en realidad, el principio de leal-
tad, que el Estatuto define, como contrario a la conciencia, cuando 
el principio ha de ser en todo momento conforme con la conciencia 
del informador. Ya hemos tenido ocasión de ver que la institución de 
la cláusula de conciencia viene a confirmar la armonía entre uno y otro 
deber -lealtad y sinceridad-, que no pueden oponerse en la con-
ciencia del informador. 
La idea que el Estatuto de la profesión periodística tiene acerca 
de los deberes de sinceridad y lealtad es errónea. Además de que su 
definición adolece de una redacción deficiente, los sitúa como de-
beres encontrados, lo que, en una adecuada modificación legal, exi-
giría una conceptuación más acorde con la realidad de las cosas, 
con el ser y el deber ser de la Información y de la conducta de los 
informadores. 
No obstante, aun con la redacción actual, que no es acorde con 
el substrato conceptual de la cláusula de conciencia, ninguno de los 
dos textos comentados se opone de modo contundente a su introduc-
ción en nuestro ordenamiento jurídico. La cláusula de conciencia in-
troduciría un elemento ordenador que traería consigo, en virtud del 
principio de homogeneidad del ordenamiento, la armonización, a ni-
vel de principio general del derecho, de los deberes de sinceridad y 
de lealtad del informador. 
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Digo informador y no periodista por cuanto en el Estatuto de Pro-
fesionales de Radio y Televisión se encuentra otro Principio -de los 
que el Estatuto llama «Principios éticos de la profesión de Técnicos 
de Radio y Televisión» 201_, el V, que dice aSÍ: «El profesional tendrá 
derecho a exigir el máximo respeto a su persona y la mayor libertad 
en su actuación, y el deber de observar tales postulados para las acti-
vidades de los demás medios». 
La noción, quizá por excesivamente general, puede considerarse 
acorde en su primer período gramatical, dado que el respeto a la per-
sona del informador y la libertad en su actuación están en la raíz 
institucional de la cláusula de conciencia. El giro que el legislador 
da al segundo período parece, sin embargo, que lo refiere a las rela-
ciones con los profesionales de los demás medios y no con la empresa. 
El hecho de que el Principio VI se consagre a propugnar la lealtad 
con profesionales del mismo medio, aclara el diferente alcance de uno 
y otro Principio: la exigencia de lealtad para con otros informadores 
de radio y televisión o para con profesionales de otros medios de co-
municación social. 
Los preceptos son así unilaterales. No plantean tensión alguna 
con la empresa informativa dadas, quizá, las especiales características 
de los medios a cuyos profesionales se refiere el Estatuto, empresas 
en gran parte oficiales de la radio y en su totalidad en la televisión. 
No obstante, tal unilateralidad y que los preceptos no están muy 
acertadamente redactados, el principio de lealtad con respecto a los 
profesionales colegas, del mismo o de otro medio, es uno de los que 
están en la base del ethos profesional y, en consecuencia, no sólo no 
se opone, sino que favorece, desde su polaridad, el establecimiento de 
la cláusula en nuestro País. 
3.2.2. Las normas laborales. 
Si esto es lo que se deduce de las normas de deontología informa-
tiva, veamos que ocurre desde el punto de vista estrictamente laboral. 
Pueden señalarse, a este efecto, dos preceptos de la Ley de Contrato de 
Trabajo, los artículos 75 y 78, en los que pueden apreciarse supuestos 
que recuerdan a los de la cláusula de conciencia. 
201. Publicados como Anexo al Decreto 559/1975 de 20 de marzo por el 
que se aprueba el Estatuto de Profesionales de Radio y Televisión. 
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El artículo 75, en efecto, dice que «el empresario está obligado», 
entre otras cosas: 
«2.°) A darle al trabajador ocupación efectiva cuando el no dár-
sela perjudicare considerablemente su formación o perfeccionamiento 
profesional. 
No obstante, el empresario podrá justificar el incumplimiento de 
este deber por motivos ocasionales e importantes» 202. 
El precepto resulta, en su redacción del primer párrafo, parecido 
a uno de los supuestos del artículo 29, e, francés, dado que el no tra-
bajar, además de las deficiencias formativas que el párrafo denuncia, 
es vejatorio para el profesional que percibe un sueldo. Menos analogía 
presenta con el supuesto más estrictamente ceñido a la cláusula de 
conciencia, aunque el no dar ocupación efectiva al informador se base 
en una razón de discordancia ideológica. Discordancia que es impor-
tante, pero no puede ser ocasional y, en consecuencia, no serviría nun-
ca de excusa justificativa para el empresario, conforme a los términos 
del segundo párrafo. 
Otro de los deberes del empresario señalados en el artículo 75 
figura en el ordinal 6.°, que dice así: 
«A tratar al trabajador con la consideración debida a su dignidad 
humana» 203. 
La cláusula de conciencia supone un supuesto de consideración 
de la dignidad humana de un profesional. Pero el precepto, por una 
parte, está formulado en unos términos excesivamente generales y, por 
otra, se refiere más bien a la dignidad del trabajador en cuanto hom-
bre y no en cuanto profesional. 
En mi opinión, pretender encajar la cláusula de conciencia por 
vía interpretativa analógica y extensiva en cualquiera de los dos apar-
tados del artículo 75 resultaría forzar en exceso el texto de nuestra 
Ley de Contrato de Trabajo. 
Más se aproximan los términos del artículo 78 de la misma Ley 
que regulan supuestos del que la doctrina llama despido provocado y 
que ya hemos visto la calificación que merece en cuanto a diseñar la 
naturaleza jurídica y la estructura de la cláusula de conciencia. 
El artículo 78, en efecto, establece que «se estimarán causas justas 
para que el trabajador pueda, por su voluntad, dar por terminado el 
202. Véase HERNAINZ MÁRQUEZ, M., Tratado elemental de Derecho del Tra-
bajo, Madrid, 1946, págs. 20Q.-201. 
203. [bid., pág. 202. 
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contrato, las siguientes»: cinco causas distintas, de las que, a nuestro 
efecto, interesan tan sólo cuatro. 
«a) Los malos tratos de palabra u obra o la falta grave de con-
sideración por parte del empresario o de su representante o emplea-
dos, al trabajador o persona de su familia que con él viva» 204. 
Puede apreciarse falta grave de consideración en el cambio de 
dirección ideológica del periódico sin la intervención en ella del re-
dactor. Pero, ni es el propósito del legislador que se refiere a faltas en 
el trato, ni teniendo en cuenta la legislación general informativa, po-
dría considerarse tal, con lo que una interpretación que encajase en 
este supuesto general el específico a que nos referimos resultaría ex-
cesivamente forzada. 
«c) Exigir el empresario trabajo distinto del pactado, salvo los 
casos de urgencia prescritos en la ley» 205. 
También en términos generales el cambio ideológico redaccional 
puede considerarse trabajo distinto al pactado. Pero el precepto pare-
ce referirse a la exigencia de otro trabajo, no a la del mismo con dis-
tinta orientación. Las disposiciones laborales puntualizan, en otras nor-
mas, las condiciones y los efectos para el desempeño por el trabajador 
de una tarea de inferior o superior categoría a aquella con la que está 
contratado. La alusión, finalmente, a la urgencia priva más todavía de 
semejanza al supuesto legal y al institucional que nos preocupa. 
«d) Modificación del Reglamento establecido para el trabajo al 
celebrarse el contrato o incumplimiento del mismo» 206. 
No especifica la norma si se refiere al Reglamento Nacional o al 
de Régimen interior, habida cuenta de que la Ley de Contrato de 
Trabajo es anterior al Decreto de 12 de enero de 1961. En uno u otro 
caso, la modificación reglamentaria no puede nunca afectar a los ele-
mentos que pone en juego la cláusula de conciencia. En otras palabras, 
el cambio ideológico de la empresa nunca se da por vía reglamentaria 
nacional y es muy difícil -como tal cambio- por vía de reglamento 
de régimen interior. El supuesto legal está muy alejado del supuesto 
de la cláusula de conciencia que aquí nos planteamos. 
Finalmente, el artículo 78 establece como última de las justas cau-
sas para la terminación del contrato por el trabajador la siguiente: 
«e) Cualquier otra causa análoga o semejante a las anteriores 
204. Véase AWNSO GARCÍA, M., Ourso de Derecho deZ Trabajo, cit., pág. 598. 
205. Ibid. 
206. Ibid. 
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que el Magistrado de Trabajo estime justificada, por ser reveladora 
de una situación depresiva o vejatoria para el trabajador» 2fJ/. 
De todos los apartados del artículo 78 estudiados, éste es el que 
más nos acercaría a la admisión, por vía interpretativa doctrinal y por 
vía jurisprudencial, a la cláusula de conciencia. No creo, sin embargo, 
que sea suficiente, entre otras por dos razones: 
a) Porque el margen estimativo que se concede legalmente al juz-
gador está condicionado a la analogía o semejanza con las causas ante-
riores, analogía o semejanza de hecho que difícilmente puede apreciar-
se, según hemos visto. Los supuestos anteriores, en la generalidad de 
su enunciación, pueden englobar, en parte, alguno de los elementos 
de la cláusula de conciencia. Pero, ni es posible descubrir analogía del 
mismo nivel, previsión a previsión, ni -como hemos visto- la ratio 
iuris de las normas coinciden con la que podría amparar la cláusula 
de conciencia. El legislador estaba muy lejos de pensar en ella o en un 
supuesto parecido. 
b) Porque difícilmente se puede captar la «situación depresiva o 
vejatoria» del informador en términos estrictamente laborales o, en 
otras palabras, cuando a los principios por los que se rige la relación 
laboral general no se le alean los principios informativos que, junto 
con los anteriores, deben regir la relación laboral informativa de na-
turaleza tan especial que se ha podido decir de ella que rompe todos 
los reglamentos, en el sentido de disposiciones laborales 208. Es difícil, 
por tanto, que el Magistrado del Trabajo pueda advertir que una situa-
ción planteada al informador en el interior de su conciencia revele 
por sí sola al Magistrado de Trabajo la situación depresiva o vejatoria 
que, en el contexto del artículo 78, parece relacionarse, no con un con-
flicto interior del trabajador, sino con una situación deshonoran te o 
deshonrosa hacia el exterior, hacia los demás compañeros de trabajo o 
hacia el público con el que la relación de trabajo le hace entrar en 
contacto. Más todavía si se piensa en que el Magistrado no ha de juz-
gar acerca del abandono de la relación laboral por parte del informa-
dor, sino acerca de la procedencia de todos los efectos legales -im-
207. lbid. 
208. VOYENNE, B., Les Journalistes, en «Revue fran~aise de science politique», 
1959, pág. 909. Más recientemente la Federación francesa de sociedades de perio-
distas en la Declaración final de su primer Congreso nacional, celebrado el 6 y 
7 de diciembre de 1968, estimaba que «ninguna estructura jurídica está perfecta-
mente adaptada a la actividad periodística», en «La Tribune», 3, 1960, pág. '7. 
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plícitos O explícitos- que a la cláusula puedan atribuirse, entre ellos 
la indemnización económica. 
Ahora bien, el que los artículos 75 y 78 analizados no parezcan, a 
mi entender, dar base jurídica suficiente para acoger por vía inter-
pretativa, doctrinal o jurisprudencia!, la cláusula de conciencia, no 
quiere decir que se opongan a ella, si se logra introducir por ésta o 
por otra vía. Por el contrario, su misma redacción literal, si se la 
hace congruente con los principios iusinformativos que hemos anali-
zado al estudiar la naturaleza y los elementos de la cláusula de con-
ciencia, puede servir para inducir de ellos un ámbito favorable a la 
cláusula en los principios puramente iuslaborales. 
La Ley 16/1976 de 8 de abril llamada Ley de relaciones laborales 
tampoco contiene norma alguna directamente aplicable al supuesto de 
la cláusula de conciencia o que pueda servir de base para una exten-
sión analógica. No obstante, alguna de sus normas acoge principios 
que pueden hacer pensar que la Ley ha mejorado el ámbito laboral 
jurídico en el que nuestra institución ha de insertarse. 
En primer lugar, introduce la idea de las relaciones laborales de 
carácter especial y una enumeración de las que considera expresamen-
te tales, entre las que no figuran las informativas 209. En un último 
apartado de su Artículo tercero incluye: «m) Cualesquiera otros tra-
bajos profesionales que sean expresamente declarados como relación 
laboral de carácter especial por una Ley» 210. Que el trabajo del infor-
mador es especial por su naturaleza, caracteres y condiciones en que 
ha de prestarse no hay que demostrarlo aquí. Pero el texto legal exige 
que para que tenga condición de tal ha de ser así declarado en una 
Ley de tipo formal. Formalmente, por tanto, el trabajo periodístico no 
209. Es difícil sistematizar las que el Artículo tercero de la Ley llama «rela-
ciones laborales de carácter especial» y que relaciona entre los apartados a) al), 
dado que se advierte que la razón de cada especialidad es bastante distinta a la 
de cada una de las otras. Es, sin embargo, posible encontrar cierta analogía con 
la enumerada en el apartado j), «el trabajo de los artistas de espectáculos públi-
cos», por cuanto puede tener aspectos de aportación intelectual e, incluso, de crea-
ción: véase el artículo 3.°, párrafo segundo de la Ley 17/1966 de 31 de mayo so-
bre derechos de autor en las obras cinematográficas. En cualquier caso el artículo 
muestra que no hay estirpes de motivaciones, ni motivaciones específicas, sino 
singulares. 
210. Véase FERNÁNDEZ Rmz, J. L., Ley de relaciones laborales. Análisis y co-
mentario, Bilbao, 1976, págs. 47 a 50. En el libro citado se omite el apartado f): «El 
aprendizaje en la artesanía», por ' lo que los apartados siguientes no coinciden en 
su enumeración por medio de letras con el que se publicó en el «B.O.E.» como Ley. 
Así, el apartado m) a que me refiero, es en este libro el apartado 1). 
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es de naturaleza especial desde el momento en que no hay Ley formal 
que así lo declare. La parquedad reguladora del artículo 33 de la Ley 
de Prensa y su preocupación no precisamente laboral 2!1 son bien pa-
tentes. Pero el mismo artículo 33 encomienda al Gobierno la promul-
gación de un Estatuto en el que se insertó el célebre artículo 48 del 
que no se ha obtenido las consecuencias que de él se desprenden y que, 
con unos subrayados convencionales, dice así: «Por la singularidad del 
ejercicio profesional del periodismo, y habida cuenta de la imposibili-
dad de valorarlo por las unidades usuales de horarios o de obra y del 
carácter de misión pública del mismo, las normas generales de relación 
laboral de los periodistas con las empresas, en los casos no sometidos 
a contrato civil, de acuerdo con lo previsto en los artículos anteriores 
será objeto de un régimen especial, cuya regulación se determinará 
por el Ministerio de Trabajo a propuesta de la Organización Sindical 
y oído el Ministerio de Información y Turismo» 212. 
Se podrá decir, con razón, que el Estatuto no es una Ley for-
mal 213. Pero, sin perjuicio de la declaración legal solemne de la rela-
ción laboral como relación de carácter especial, opino que, ya en este 
momento, hay que considerarla legalmente tal por la doble considera-
ción de que el Estatuto trae su causa de una Ley; y de que es ante-
rior a la Ley de relaciones laborales. Hay que considerar que el ar-
tículo 3.° de la Ley 16 de 1976 trae una enumeración expresa de rela-
ciones de carácter especial presentes en los apartados a) a 1); una 
previsión expresa de futuro en el apartado m); y una admisión im-
plícita de las situaciones legales anteriores, como la que representa el 
artículo 48 del Estatuto de la Profesión Periodística. 
La consideración de carácter especial de la relación laboral infor-
mativa abre las puertas a la introducción de los principios propios de 
la Información para amalgamarlos a los del Derecho general del Tra-
bajo 214. En nuestro caso, abre las puertas a la introducción de la cláu-
sula de conciencia. 
211. Véase mi trabajo, citado, La profesión periodística en la Ley de Prensa. 
212. Véase mi libro La función de informar, cit., págs. 43-44. 
213. FERNÁNDEZ RUIZ, J. L., o. c., págs. 49 y 50. En el libro se describe la dis-
cusión en la Comisión de las Cortes en la que un Procurador pidió que se inclu-
yera, como especial, la relación de trabajo periodístico Los argumentos que se 
esgrimieron no son muy correctos, jurídicamente hablando. Menos lo son todavia 
los que se referian al contrato civil del Director de periódicos. Para la compren-
sión del tema, SORlA, C., El Director de periódicos, Pamplona, 1972, págs. 81 a 83. 
214. [bid. A las incorrecciones de concepto de que adoleció la discusión en 
las Cortes, hay que añadir la ausencia total de esta perspectiva informativa. 
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Este acogimiento de la cláusula, el día en que se verifique, tendrá 
para el informador el carácter de irrenunciable conforme al Artículo 
quinto, Uno, de la Ley que dice así: «El trabajador no podrá renunciar 
a los derechos que le sean reconocidos en las normas laborales y será 
nulo todo acto que los ignore o limite» 215. La extensión de lo que se 
puede considerar como norma laboral es, como sabemos, grande 216 y 
a ella habremos de referirnos más adelante. 
El Artículo dieciocho de la misma Ley plantea, en su apartado 
Uno, el supuesto de suspensión y, en su caso, extinción de las rela-
ciones individuales de trabajo «fundadas en causas tecnológicas o eco-
nómicas, así como las modificaciones sustanciales de su contenido}> 217. 
No se refiere a las causas ideológicas y, por otra parte, desde la óptica 
meramente laboralista es difícil encajar en una relación normal de tra-
bajo que una disidencia ideológica sobrevenida constituya una modifi-
cación del «contenido» de la relación que sea, además, tenida como 
«sustancial». El contenido de la relación que es la norma privada de 
la relación misma, no se altera cuando se modifican los supuestos de 
hecho a los que afecta. En el estado actual de nuestro ordenamiento, 
el factor ideológico no forma parte del contenido legal normal de la 
relación, sino que es un dato fáctico, a no ser que se haya establecido 
como derecho o como deber por vía convencional, colectiva o indivi-
dual. Lo primero no ocurre y lo segundo, en la medida en que es 
posible conocer contratos individuales, tampoco. En consecuencia, el 
precepto estudiado confirma la conclusión que se desprende de otros 
preceptos: no se opone a la introducción de la cláusula de conciencia, 
pero tampoco da pie para introducirla. 
El mismo artículo dieciocho, en sus párrafos Dos y Tres, prevé 
las consecuencias del cambio de titularidad de la empresa y las res-
ponsabilidades subsidiarias que corresponden a cedente y cesionario 
de tal titularidad 218. En la medida en que el cambio, por sí mismo, 
constituya causa eficaz para la aplicación de la cláusula; o en la medi-
215. Ibid., págs. 54-55. El antecedente legal de esta norma se puede encon-
trar en el artículo 36 de la Ley de Contrato de Trabajo; pero en la reciente Ley 
se le da más rotundidad porque no se enumera ningún derecho en concreto y, so-
bre todo, porque la irrenunciabilidad se refiere a «derechos» y no a «beneficios» 
como en el articulo 36. 
216. Véase, por ejemplo, ALONSO OLEA, M., Introducción al Derecho del Tra-
bajo, cit., págs. 181 a 221; ALONSO GARCíA, M., Curso de Derecho del Trabajo, cit., 
págs. 120 a 260. 
217. FERNÁNDEZ RUIZ, J .L., o. c., págs. 100 a 101. 
218. Ibid., págs. 101-102. 
118 JOSE MARIA DESANTES GUANTER 
da en que el cambio de titularidad lleve consigo un cambio ideológico 
en el medio de la empresa pública, las disposiciones generales de la 
Ley en este punto son perfectamente compatibles con una regulación 
específica de la cláusula de conciencia. 
En la misma Ley, el artículo veinticuatro, Tres, añade a las causas 
de extinción voluntaria de la relación laboral, por parte del trabajador, 
con derecho a indemnización, el cambio de horario «cuando existan 
probadas razones técnicas, organizativas o productivas» 219. El cambio 
ideológico, en una relación laboral-informativa, es mucho más «sus-
tancial», empleando un término del mismo precepto, que la modifica-
ción horaria. De donde se deduce de nuevo la buena disposición del 
ordenamiento para acoger la extinción basada en la conciencia del 
informador. 
Sin duda alguna, el precepto de la nueva Ley que más nos acerca 
a la cota de la cláusula de conciencia es el Artículo veintiuno, Dos: «El 
trabajador podrá solicitar la resolución del contrato de trabajo, con 
derecho a indemnización como si se tratase de despido improcedente, 
cuando entre otros supuestos legalmente reconocidos, se produzcan 
modificaciones en las condiciones de trabajo que sean sustanciales o 
que puedan redundar en perjuicio grave de su formación profesional 
o en menoscabo notorio de su dignidad» 220. 
Como en las normas de parecida redacción de la Ley de Contrato 
de Trabajo, se puede apreciar que, aun cuando en términos estricta-
mente gramaticales aislados de su contexto, se pudiera recomponer la 
norma de manera favorable a la cláusula de conciencia, no sería lícito 
prescindir del conjunto semántico del precepto y de las demás vías 
interpretativas. En efecto, no es lo mismo que la norma exprese la 
posibilidad resolutoria de la relación, con una indemnización cuando 
«se produzcan modificaciones en las condiciones de trabajo que sean 
sustanciales y redunden en menoscabo de la dignidad del trabajador», 
en que a pesar de su generalidad de términos podría incluirse el su-
puesto de la cláusula, que la redacción efectiva del apartado Dos del 
Artículo veintiuno, ya transcrita, por cuanto de esta última se deduce 
que la mens legislatoris, reflejada en la mens legis, estaba fija en las 
condiciones físicas o metodológicas de prestación del trabajo y no en 
las intelectuales o morales puesto que, por una parte, éstas son siem-
pre axiomáticamente sustanciales y, por otra, difícilmente pueden re-
dundar en perjuicio grave de su formación profesional. 
219. 1bid., págs. 133 a 135. 
220. 1bid., págs. 111 a 113. 
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Por otra parte, en este precepto, la Ley no pretende tutelar todos 
los supuestos posibles que quepan en su formulación general o que 
puedan asimilarse de un modo analógico, dado que expresamente se 
refiere a «otros supuestos legalmente reconocidos» expresión que, 
siendo innecesaria para la jerarquización del precepto aplicable, estre-
cha, sin embargo, las posibilidades de interpretación doctrinal o juris-
prudencial en cuanto que el supuesto fáctico que al intérprete se le 
plantee ofrezca unas peculiaridades o unas características tan especia-
les y complejas como el que contempla la cláusula de conciencia. Pen-
semos, por ejemplo, que el «menoscabo de la dignidad» únicamente 
puede afirmarse por el informador, pero no probarse, por cuanto se 
produce exclusivamente en el interior de su conciencia y no en cual-
quier sector de la esfera externa. 
Otro precepto, el Artículo Treinta y Cinco, Cuatro, abona esa pre-
disposición favorable: en él se faculta al Magistradó para permutar la 
sentencia de readmisión por el señalamiento de una compensación 
económica en el supuesto de que así lo resuelva, «atendiendo a cir-
cunstancias excepcionales apreciadas en el juicio que impidan la nor-
mal convivencia laboral» 221. Como en los textos anteriores, la generali-
dad de este precepto únicamente puede ser homogénea con la espe-
cialidad de la relación laboral informativa que resalte la incompati-
bilidad ideológica en tal relación como caso concreto que empece la 
normal convivencia laboral. 
Todavía una última norma de la reciente Ley de relaciones labora-
les, el Artículo Treinta y Cuatro, Cuatro, puede indicar la favorable 
disposición de los principios laborales en favor de la cláusula de con-
ciencia que subraya la importancia de la lealtad en la relación laboral 
cuando multiplica por tres el plazo prescriptorio de la deslealtad y el 
abuso de confianza con respecto a las faltas laborales muy graves en 
el supuesto límite de que, en el plazo de seis meses, no hayan llegado 
a conocimiento del empresario 222. La lealtad es, como sabemos, uno de 
los elementos importantes del nexo que une la causa de la conciencia 
con el effectus legal. 
Con posterioridad, el Real Decreto-Ley 17/1977 de 14 de marzo 
sobre relaciones de trabajo, aunque no se refiere a la cláusula de 
conciencia, ni a ningún supuesto semejante, contiene unas disposicio-
nes que balizan el ordenamiento jurídico laboral español en orden a 
la posibilidad de acoger la institución que estudiamos. En su artículo 
221. lbid., págs. 190 a 192. 
222. lbid., pág. 177. 
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treinta, apartados Uno y Dos, distingue el despido, cualquiera que sea 
la condición del trabajador afectado, que se regirá por lo preceptuado 
en el mismo Decreto-Ley; y la extinción, suspensión o modificación 
de las relaciones jurídico-laborales por causas tecnológicas o económi-
cas y la regulación sectorial del empleo, que se regirán por las normas 
específicas en esta materia. 
El artículo treinta y tres, apartado d), señala, entre otras causas 
justas de despido, la deslealtad, lo que sitúa al informador entre los 
deberes de lealtad a su conciencia y lealtad a la empresa, con el peli-
gro, además, de ser despedido legalmente, sin indemnización alguna, 
conforme dispone el apartado Uno del artículo treinta y siete. Final-
mente, según los apartados Tres y Cuatro de este mismo artículo, si 
el despido se declarara improcedente, y el empresario no procediera a 
la readmisión en debida forma, el Magistrado de Trabajo sustituirá 
la obligación de readmitir por el resarcimiento de perjuicios que será 
fijado «a su prudente arbitrio», teniendo en cuenta un conjunto de 
drcunstancias. Tan sólo se señala objetivamente que la cantidad re-
sultante no podrá ser inferior a dos meses de salario por año de ser-
vicio, ni exceder de cinco anualidades. La indeterminación legal cuan-
titativa del resarcimiento no favorece, ciertamente, la remisión, en 
caso de establecimiento de la cláusula de conciencia, al módulo com-
pensatorio taxativo, como en el caso francés 222 bis. 
3.2.3. Las normas laborales específicamente informativas. 
La singularidad del trabajo informativo debe afectar al contenido 
de la relación laboral que une al informador con su empresa, pero no 
a su nacimiento para el derecho, ni a la competencia de los órganos 
eficientes que actúan como elementos subjetivos de las fuentes jurídi-
cas del Derecho laboral 223. Por eso el Estatuto de la Profesión Perio-
dística, en el citado artículo 48, remite al Ministerio de Trabajo la de-
terminación del régimen especial de trabajo de los periodistas, aun-
que la actuación del Ministerio de Trabajo haya de hacerse a propues-
ta de la Organización Sindical y, dada la especialidad laboral informa-
222 bis. Véase DE LA VILLA GIL, L. E., El despido en el Real Decreto-Ley 
17/1977 de relaciones de trabajo, en el volumen -colectivo Relaciones de Trabajo, 
Madrid, 1977, págs. 21 a 76. 
223. En el Curso, citado, de ALONSO GARCÍA se clasifican las fuentes por su 
origen subjetivo. Véase en mi libro, Fundamentos de la Información, Madrid, 1977, 
el análisis de los elementos de las fuentes del derecho, págs. 436-442. 
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tiva, «oído el Ministerio de Información y Turismo». El párrafo segun-
do del artículo 3.° del Decreto que aprueba el mismo Estatuto faculta 
a la Organización Sindical para dictar las disposiciones necesarias en 
el ámbito de su competencia para el desarrollo y aplicación del referi-
do Estatuto. El ámbito de esta competencia se extiende en la dirección 
corporativa y en la laboral. 
El resultado de las actuaciones dentro de tales competencias tra-
duce en los Reglamentos, Reglamentaciones o Convenciones de Traba-
jo específicos de actividades informativas y en los Convenios colectivos 
de Trabajo que afectan a las mismas actividades. 
La Ordenanza Laboral de Trabajo en Prensa, aprobada por la 
Orden de 9 de diciembre de 1976, que ha sustituido al Reglamen-
to Nacional de Trabajo en Prensa, aprobado por la Orden del 
Ministerio de Trabajo de 23 de marzo de 1971 con sus modificaciones 
posteriores 224, contiene un precepto de sentido opuesto diametral-
mente al que tiene la cláusula de conciencia. Me refiero al aparta-
do 6.° del artículo 85, que relaciona como falta grave la siguiente: 
«La mera desobediencia a los superiores en cualquier materia de 
servicio. Si implicase quebranto manifiesto de la disciplina o de ella 
se derivase perjuicio notorio para la Empresa, podrá ser considerada 
«muy grave» 225. 
Como la norma no distingue, en una interpretación superficial, 
hay que considerar incluida en ella la que pudiéramos llamar desobe-
diencia ideológica, lo que coloca al redactor en la posición de deudor 
y no de acreedor por razones de conciencia. Después de lo que llevo 
escrito acerca de la eficacia de la conciencia en la relación laboral in-
formativa, este precepto resulta verdaderamente «exorbitante» y no el 
que establece la cláusula de conciencia, como decía la doctrina fran-
cesa desde su aparición. Mucho más clara se ve la falta de ratio de este 
modo de plantear la obediencia si se piensa que en el artículo 86, apar-
tado 2.°, se califica como falta muy grave la «deslealtad» a la empresa, 
al mismo nivel que el fraude, el abuso de confianza, el hurto o el robo. 
Solamente se comprende la existencia del apartado 6.° del artículo 85 
224. Aun cuando las modificaciones no han afectado a los textos que aquí se 
comentan, se han producido por las Ordenes Ministeriales de 5 de julio de 1971, 
15 de noviembre de 1972 y 28 de febrero de 1974. A su vez la Ordenanza ha sido 
modificada por la Orden de 23 de mayo de 1977. 
225. Recuérdese que, según el artículo 77, b) de la Ley de Contrato de Tra-
bajo es causa justa de despido del trabajador por el empresario «la indisciplina 
o desobediencia a los reglamentos de trabajo dictados con arreglo a las leyes». 
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por cuanto el Reglamento se refiere a todos los estamentos laborales 
de la empresa periodística y no solo al personal de Redacción. En con-
secuencia debe reducirse su alcance a la obediencia técnica y no afectar 
a la obediencia por razones ideológicas. De otro modo, la oposición 
polar a la situación que determina en el trabajador periodista la cláu-
sula de conciencia, convertiría el precepto en ilegítimo y haría más 
urgente su desaparición o la necesidad de estructurar en nuestro orde-
namiento jurídico la cláusula de conciencia de un modo expreso. 
En tanto esta estructuración no se produzca, el apartado 6.° del 
artículo 85 debe ser evitado en aras de los principios laborales y de 
los principios informativo-laborales aplicables en esta disposición, que 
tienen su apoyo en otro precepto de la misma Ordenanza: su artícu-
lo 5.° que, al final de su texto, dice que «1a eficacia y rendimien-
to del personal y, en definitiva, la prosperidad de la Empresa 
dependen, no sólo de la satisfacción que nace de la retribución justa, 
sino de que las relaciones todas de trabajo estén asentadas en la jus-
ticia y el bien común». Justicia y bien común en la relación laboral 
informativa exigen de consuno la posibilidad de cumplimiento de los 
deberes del informador que, en su compleja textura, afectan a la em--
presa informativa y al público. Yesos deberes relevan, en ocasiones, 
del deber de obediencia. En la medida en que la obediencia se consi-
dere por la norma elemento esencial de la relación laboral, es necesa-
rio solucionar este conflicto legal, solución que determinó la cláusula 
de conciencia. 
Ninguna referencia a la cláusula, ni a institución alguna análoga, 
se encuentra en los Convenios colectivos. El de Prensa del Movimiento, 
publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de 20 de julio de 1973, en 
su artículo 13 plantea el supuesto de rescisión del conttato por el tra-
bajador, pero a efectos de señalar la antelación con la que debe noti-
ficarlo, sin más consecuencias indemnizatorias y sin explorar las cau-
sas de la rescisión unilateral. 
La conclusión que puede obtenerse de este examen es la misma 
obtenida del de las normas generales de la relación laboral, a saber: 
a) No existe posibilidad analógica de reconocer la cláusula en 
nuestro derecho. 
b) Ha de ser introducida en nuestro ordenamiento por cualquie-
ra de las fuentes de derecho laboral. 
c) No hay oposición ninguna del ordenamiento laboral actual y 
de los principios que de él se inducen a la instauración de la cláusula 
de conciencia en nuestro derecho. La oposición de una norma de la 
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Ordenanza Laboral de Trabajo en Prensa se vuelve a fortiori en dispo-
sición favorable. 
d) Antes al contrario, de distintas disposiciones aisladas, deonto-
lógicas, laborales y laboral-informativas, puede inducirse la existencia 
implícita de unos principios que, lejos de contradecir, respaldan a la 
cláusula. 
e) Esta disposición favorable es, sin embargo, puramente nega-
tiva en el seY,ltido de recepticia de los principios informativos que, con-
jugados con los laborales, dan como consecuencia jurídica la cláusula 
de conciencia. 
f) La cláusula de conciencia ha de regularse en nuestro ordena-
miento conforme a las experiencias de la legislación comparada y al 
estudio de la naturaleza jurídico-informativa de la cláusula. 
g) Deben regularse no sólo sus efectos económicos, sino los de-
más previsibles, como por ejemplo, evitar la pérdida de la considera-
ción de periodistas en activo. 
h) La plena eficacia de la cláusula de conciencia exige la modifi-
cación de la Ley de Prensa en cuanto a los residuos de control pre-
ventivo se refiere y en cuanto a su entendimiento empresarista de la 
Información. 
3.3. LAS VÍAS DE LA REFORMA. 
En principio, las fuentes del Derecho del trabajo, son 'codas aptas, 
como acabamos de decir, para consagrar en nuestro derecho positivo 
vigente la cláusula de conciencia. Prácticamente, empero, conviene pa-
rarse a pensar qué fuente o qué fuentes pueden ser las más eficaces o 
las más oportunas para la reforma. Hay fuentes que, dada la situación 
concreta de un ordenamiento, pueden ser inutilizables, ineficaces o 
inoportunas. Que la cuestión no es bizantina lo prueba el que, tanto el 
Informe de la O.I.T. de 1928, repetidamente citado, cuanto el In-
forme Brachard, también aludido, plantean y discuten la cuestión, pre-
viamente a entrar en el fondo de las recomendaciones o de la reforma, 
respectivamente. 
Cada fuente o, si se prefiere tomar uno de sus elementos objeti-
vos, cada norma, tiene un modo propio de regular una situación por-
que cada norma tiene sus resortes: la distinta manera de regular, el 
distinto aspecto que la norma ha de tener, su diversa finalidad técni-
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ca, etc. 226. La apreciaclOn de la justicia y la cobertura jurídica de la 
institución de que se trate imponen el tener en cuenta primero el tipo 
de resortes a poner en funcionamiento para que el fin de la institución 
se cumpla del modo más satisfactorio posible. No es lo mismo una 
norma rígida de aplicación casi automática por la minuciosa aplica~ 
ción del supuesto de hecho, que una redacción o apreciación general 
del caso que puede dejar a quien tenga que aplicarla amplio margen 
de decisión a través del empleo de fórmulas que eviten la lignificación 
o lapidación de la norma en el momento mismo de su creación 227. 
Por el momento, tenemos la convicción de que una norma cual-
quiera que introduzca la cláusula de conciencia tiene una recta ratio 
de justicia, que se concreta en la realización eficaz del derecho a la 
información. Buscamos el effectus en el sentido de que se obtengan 
todas sus consecuencias, pero también en el sentido de eficacia, lo que 
nos hace problema tizar incluso la norma de la Ley formal, ya que su 
solemnidad no siempre va unida a su eficacia como ha hecho ver la 
moderna doctrina 228. El elemento subjetivo innominado de la norma 
queda claro que ha de ser la misma profesión periodística en cuanto 
grupo social. El elemento subjetivo nominado dependerá de la norma 
puesta en movimiento, que es lo que interesa determinar. 
No parece que pueda ser una norma consuetudinaria. En la rela-
ción laboral bilateral la cláusula de conciencia supone una innovación 
justa, pero establecida exclusivamente a favor de una parte, sin que 
exista contraprestación aparente e inmediata en favor de la otra. En el 
inventario de la situación en los diversos países que hace la O.I.T. se 
puede observar que en ninguno existe la cláusula de conciencia a tra-
vés de la costumbre. Confirma esta apreciación el que la costumbre 
es eficaz, principalmente, para crear normas en las obligaciones de 
hacer, bien para el hacer mismo, bien para el modo de hacerlo. No lo 
es tanto en las obligaciones de dar o que, de un modo o de otro, in-
cluyen un dar, aunque no sea una de sus consecuencias más importan-
tes, caso del efecto indemnizatorio de la cláusula de conciencia. 
Tampoco parece posible que se consolide la cláusula a través de 
226. En relación con el Derecho profesional de la Información, véase TERROU, 
F. y SOLAL, L., El Derecho de la Información, París, 1952, págs. 385 a 388. 
227. La doctrina suministra fórmulas para los propósitos de maleabilidad 
del creador de la norma en los que llama órganos de ventilación, válvulas de se-
guridad, supuestos de equidad, etc. Véase mi libro, citado, Fundamentos del Dere-
cho de la Información, págs. 319-324. 
228. Véase, por todos, BOBBIO, N., Teoría deUa norma giuridica, Turín, 1958; 
y Teoria dell'ordinamento giuridico, Turín, 1960. 
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la jurisprudencia. Ya hemos visto que el haz de normas analizadas 
que, desde distintos horizontes, tienen algo que ver con la cláusula en 
ningún caso dan pie más que para mostrar la conformidad con ella, 
no para aventurar la posibilidad de su aplicación analógica. Es muy 
difícil, por otra parte, que, por la vía de la jurisprudencia, se pueda 
articular la determinación exacta o las normas determinado ras de la 
indemnización. 
Más eficaz aparece teóricamente la vía de la negociación que, para 
que adquiriese fuerza normativa, tendría que ser negociación colecti-
va 229. La disposición favorable, o no contraria, de las ' normas escritas 
a la cláusula constituiría un buen respaldo, innecesario, por otra par-
te; desde el momento en que entró a regir el Artículo cuarto, Uno de 
la Ley calendada de relaciones laborales que establece que, en el su-
puesto de concurrencia de dos o más normas laborales, tanto eStata-
les como pactadas, se aplicará aquélla que resulte más favorable para 
el trabajador y que no vulnere preceptos de derecho necesario absolu-
to 230. Prácticamente, en cambio, la negociación colectiva presenta la 
dificultad de la negociación, con el derecho que actualmente la regula; 
y que supone la posible pérdida de otra reivindicación laboral de las 
muchas que los informadores pueden -y deben---' obtener. La nego-
ciacióncolectiva, por otra parte, se lleva a cabo entre los grupos de 
los sujetos organizados o empresas y de los sujetos cualificados o pro-
fesionales, con lo que es difícil que se tenga en cuenta los intereses del 
sujeto universal o público, excepto en aquello que la cláusula, por su 
misma textura institucional, lo favorezca 231. 
Por exclusión, llegamos a las disposiciones legales o normas esta-
tales en sentido amplio. Por supuesto que la cláuslda de conciencia 
puede establecerse en una Ley formal. La Ley, sea de materia laboral, 
informativa o laboral-informativa, constituye la norma principal del 
ordenamiento jurídico. Su ventaja, no sólo desde el punto de vista de 
su eficacia sino, más todavía, de su no posible contradicción, es tan 
clara que no es necesario detenerse en ponderarla. El hecho de que 
sea aprobada por un Parlamento fue encomiado en los documentos 
preparatorios de la Ley francesa de 1935. Los inconvenientes de la Ley 
formal son varios. Uno de tipo estructural: la lentitud de la tramita-
229. Véase ALOr:.'SO ' GARcIA, M., Curso de Derecho deZ Trabajo" cit., págs. 
222 a 249: " ' , . 
230. Véase FERNÁNDEZ RUIZ, J. L., o. c., págs. 51 a 53. 
231. Véase NAVARRO RUBIO, M., EZ vacío político, Barcelona, 1973, págs. 103 
a 106, plantea este problema en relación con los consumidores . . 
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ción que la misma solemnidad impone. Otros de tipo coyuntural: la 
posibilidad de que un órgano no técnico desvirtúe la institución con 
alguna modificación al proyecto que prive a la cláusula de su virtua-
lidad. Otro de eficacia, si se considera que la norma de la Ley ha de 
ser reglamentada para que pueda aplicarse. 
Las normas legales de inferior categoría pueden ser normas pro-
puestas conjuntamente por los Ministerios a cuya competencia corres-
ponda el trabajo y la información o por cada uno de estos Departa-
mentos por separado. Si son normas conjuntas no existe problema. Si 
fuesen propuestas por el Ministerio competente en la información, 
dudo de su aplicabilidad inmediata, dado el respeto a la com-
petencia del Ministerio de Trabajo por parte de las normas, ya ana-
lizadas, del Estatuto de la Profesión Periodística. Una norma en forma 
de Decreto tendría la intervención del Departamento laboral; en for-
ma de Orden ministerial, se opondría a lo dispuesto en el Estatuto. 
Las normas del Ministerio de Trabajo inferiores al Decreto parecen 
las más oportunas y la nueva Ley de Relaciones Laborales nos 
da resuelta la más recomendable de ellas cuando en su Artículo cuarto, 
Dos dice que «Las Reglamentaciones u Ordenanzas Laborales se aplica-
rán con preferencia a las demás disposiciones ministeriales» 232. 
Como resumen, en aras de la eficacia y de la agilidad conjunta-
mente, el orden de fuentes a utilizar sería el siguiente: 
a) La Reglamentación laboral. 
b) El Decreto a propuesta conjunta de los Departamentos en 
cuya competencia entra el trabajo y la información. 
c) El Convenio colectivo. 
d) La Ley formal. 
Las demás fuentes del Derecho laboral o del Derecho de la Infor-
mación parecen inutilizables. No se ha citado el Decreto-Ley, que es 
una forma anómala de legislar, cuando existen fórmulas normales su-
ficientes para instituir la cláusula de conciencia en nuestro ordena-
miento jurídico. 
3.4. CONCLUSI6N. 
La norma seleccionada habría de tener un contenido acorde con 
la naturaleza estudiada de la cláusula de conciencia y con los elemen-
232. Véase FERNÁNDEZ RUIZ, J. L ., o. c., págs. 52-53. 
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tos analizados. La experiencia de la Ley francesa de 1935 y el esfuerzo 
científico que permite llevar a cabo su texto y su aplicación práctica, 
hace posible un mayor nivel de concreción del supuesto fácticO y de 
las consecuencias jurídicas que se le puede atribuir. 
Todo ello, como es usual en los dictámenes forenses, sometido a 
cualquier otra opinión más fundada. 
From an institutional perspective and previous to the analysis of French 
legislation, this paper defines the conscience clause as a legal clause which 
is implicit in the contracting of work in the field of journalism. According to the 
clause, the economic effects of the cessation of the previously existing work 
relation in that field stemming from the unilateral will of the worker are equi-
valent to those that stem from the extinction of the relationship due to the will 
of the employer. This takes into account certain presuppositions which are 
typified by Law with reference to the conscience of the informer. From a his-
torical perspective thls notion belongs to the three stages which have been 
produced with regard to the juridical understanding of the realm of information: 
enterprisalistic, professionalistic and universalistic stages. 
After these preliminary considerations, the author then analyses the juri-
dical nature of the clause which -although it proceeds from a legal origen and 
has an application which is both necessary and identified within the informa-
tive labor relation- does not be long to the structural framework of a fictio 
iuris as is claimed by the majority of writers, but rather defines an intellectual 
and moral right in terms of the nexus between a particular cause and sorne 
juridical effects. That particular cause is the very conscience of the informer, 
the nexus is the professional ethos of the field of information (whose central 
duty is precisely that of informing), and the effects are more complex than 
those which arise with regard to simple compensation, since they have reper-
cussions bearing upon the very efficacy of the right to information. 
The paper then concludes with the utilization of the ideas clearly expressed 
before, in order to intepret systematically the Spanish juridical framework as it 
applies to contracting in the field of information. 
